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Agobiado aiin el eepíritu y apenado el ánimo por el 
recuerdo del horrendo suceso qiie para oprobio de la hu- 
manidad tuyo Irigar el 31 de Mayo illtimo con ocasión de 
la  Boda regia, creerfa faltar al más elemental de los debe- 
res de mi cargo ei no aprovechara este solemne momento 
para hacerme interprete de los sentimientos de todo el 
Ninisterio fiscal, cuya representación tecgo y cuya voz 
me manda la ley llevar, á fin de rendir pllblico testi- 
monio de amor sl Trono y á las augustas personas que fe- 
lizmente lo ocripau, consignando á la vez la protesta de 
indignación que como funcionarios y como hombres opu- 
ssimos entonces y reproducimos ahora contra el cobarde 
atentado que trocó el regocijo en luto, inmolando tantas 
vfctimas inocentes al más loco y criminal de todos los fa- 
natismos. 

Destinado este trabajo por expreso precepto legal 4 
informar sobre los hechos más eulminnntes ocurridos du- 
rante el año en la amplia esfera que abarca la administra- 
ción de justicia, guardar silencio acerca de aquel triste y 
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memorable acontecimiento, podría inducir á creer y auto- 
rizar la sospecha de que el Ministerio público no le con- 
cediese la escepcional importancia que tiene como cruenta 
manifestación de un estado morboso que reclama urgente 
y radical remedio, ya que el gravfsimo riesgo corrido y la 
espantosa realidad del daño causado son gritos de alarma 
que deben hallar eco en todas las conciencias Iionradas 
para armar el esfuerzo en defensa del orden social y del 
interés comiín, tanto más amenazados, cuanto mis solapa- 
dos y pérfidos son los medios de que se valen los enemi- 
gos que hay que combatir. 

Ko es mi propósito abordar el tema del anarquismo, 
harto complejo para tratarlo como mero detalle de una 
D h n r o x ~ ~  de carácter general, ni menos aspiro á trazar 
planes de reforma que garanticen para lo sucesivo en ese 

1 
respecto la seguridad colectiva 6 individual. Me faltarfan, 
si lo intentase, espacio y autoridad, aparte de que es ma- 
teria reservada, por su naturaleza y trascendencia, á la 
potestad ministerial, á la que de derecho corresponde la 
iniciativa, por lo mismo que sobre el aspecto jurídico de la 
cuestión está predominando el social y político; pero, si 
como abogados de la ley tenemos que aguardar á que la 
ley hable, nuestra múltiple representación ante los Tri- 
bunales de justicia y la propia índole de nuestros cargos, 
por virtud de los cuales somos los propulsores del orga- 
nismo judicial, nos obligan á declarar que aceptamos gus- 
tosos las responsabilidades del puesto de honor que por 
razón de nuestro oficio ocupamos, y que en la lucha, acaso 
desigual por muchos conceptos, entre el derecho y la ley 
con la iniquidad y la barbarie, no hemos de sentir vacila- 
ciones y desmayos, sean cuales fueren las vicisitudes del 
porvenir. 



Y cumplido el deber que á mi juicio me imponia la cua- 
lidad de Jefe del Ministerio público, paso á emitir informe 
sobre el estado de la administración de justicia en España 
durante el año judicial que hoy termina, en observancia 
de  lo que prescribe el art. 15 de la ley adicional á la or- 
gánioa del Poder judicial, lisonjeándome la esperanza de 
que V. E. ha de acoger benévolamente este trabajo, sin 
otro mérito que el de laerecta intención que lo preside, y 
lo espero con tanto más motivo, cuanto que en la mayor 
parte de los asuntos que trate, habré de ser simple com- 
pilador de lo que en sus Memorias exponen los Fiscales de 
las Audiencias, obligándome la sinceridad á declarar que 
las deficiencias qiie se adviertan deben cargarse á mi cuen- 
ta, porque significarán sólo mi desacierto en la compi- 
lación. 

Como el precepto legal es terminante, no puedo des. 
entenderme de él, y habré de examinar puntos ya estu- 
diados anteriormente, siquiera reconozca que el resultado 
de ese examen no ha de pantentizar notables variaciones 
n i  suministrar datos nuevos á la critica, sin que me sea 
licito apartarme de esa trillada senda, ni aun á pretexto 
de evitar la consiguiente monotonfa; porque, si soy árbitro 
de elegir temas, es vaciándolos en el molde que el legis- 
lador traza. Sumiso á su mandato, me propongo que esta 

,Exposición, excepto en lo qiie es común & todas, sirva de 
complemento á la que tuve el honor de elevar al Gobier- 
no de S. M. en igual dfa del año pasado. Allf bosquejé el 
cuadro del proceso criminal en su aspecto, digámoslo así, 
objetivo, es decir, discurriendo sobre sus diferentes perío- 
dos y carácter propio de cada uno. Ahora estudiaré ese 
mismo proceso en su aspecto subjetivo, 6 sea en relación 
con los que en el mismo intervienen; y de ese modo, con- 



dncido por el método, daré 6 conocer en lugar adeciiado 
las lecciones recogidas de la prsctica y las necesidades qiie 
m6s ee han dejndo sentir. Examinaré despubs algunas 
cuestiones propuestas por los Fiscales en sus Nemorias, y 
oerrar6 mi modesto trabajo con ligeras indicaciones relati- 
vas 4 asuntos contencioso-administrativos. 



OllSEltVdCIOSES ACERCA DI I,A DEl~lSClJP,'JCIA 

Decía el afío anterior al tratar este mismo punto, que 
según algunos escritores el aumento de la criminalidad 
en un país, no siempre es indicio de relajación y de de- 
caimiento, y que hasta cabria en lo posible que una ma- 
yor delincuencia fuera la resultante de un poderoso des- 
arrollo en las fuerzas productoras y conservadoras. ~Plir- 
guiera al cielo que esta consoladora hipótesis pudiera te- 
ner su confir~ación en nuestra Patria! Por mucho que sea 
nuestro optimismo, la realidad no nos permite forjarnos 
ilusiones. La criminalidad aumenta, por regla general, cn 
todas las Naciones civilizadas, al compás que aumentan 1s - 

población, la riqueza pública y privada, el comercio, la in- 
dustria y los medios de satisfacer las múltiples necesids- 
des que ese mismo bienestar crea. La criminalidad de uu 
pueblo rico, feliz, floreciente y poderoso, a1 que acuden 
gentes de países extra5os en demanda de auxilio, de sns- 
tento ó de fortuna, se concibe que no sea la misma hoy 
que en otras épocas de menos prosperidad y más aisla - 
lamiento; pero, cuando sin variar sensiblemente las con- 
diciones en la vida de una Nación crece la delincuencia, 
es en vano buscar teorias con que cohonestar el hecho; 
Cierto que, según frase de un celebrado autor contempo - 
rhneo, la delincuencia, como la fiebre, sube 6 baja obedo- 



ciendo 6 causas variaclísimas; mas cuando sube siempre, 
cuando el termómetro clfnico un dia tras otro acusa eleva- 
ción en la temperatura, la eafermedacl forzosamente se ha 
do ca!ificar de grave y serfa temerario cruzarse de brazos 
encomendando la curación á las solas fuerzas de la nntu- 
~aleza.  

De las indicaciones que hacen los Fiscales de las Au- 
diencias, con no estar este año tan exornadas de comenta- 
rios, sin duda por huir de enfadosas, y acaso para ellos 
estériles repeticiones, se desprende que continiia la delin- 
cuencia en progresión ascendente. El testimonio reviste 
todos los caracteres de seriedad apetecible, y, por consi- 
gaiiente, hay que admitir que el hecho es cierto. Xo im- 
porta que el crecimiento no sea brusco, sino paulatino y 
lento. Eso mismo agrava el mal, porque revela que no es 
efecto de factores transitorios, sino que responde á causas 
permanentes; que van poco & poco afiojindose los vincu- 
108 que unen al ciudadano con la moral y con la ley, per- 
diéndose la noción del bien y la virtud y depravándose las 
costumbres. El  Ministerio fiscal, en esto como en todo, re- 
coge el dato y lo expone lealmente & los pensadores y á 
cuantos tengan el deber de anotar, para fines de utilidad 
pública, la enseñanza que de él se derive. 

El Fiscal de la Audiencia de Almeria aduce y prueba 
que la criminalidad en aquella provincia ha aumentado 
con relación al año anterior, y reducido ese aumento A ci- 
fras, resulta determinado por 226 causas, 6 sea una décima 
parte más sobre las ingresadas en aquél. La proporci6n es 
ciertamente considerable; pero aiin llama más la atención, 
para el objeto de dar idea aproximada del estado de la 
región en la esfera de la delincuencia, el niimero de algu- 
nos delitos, en armonfa con su índole. De los datos esta- 



disticos que acompaña el aludido Fiscal, aparece que las 
causas despachadas por aquella Fiscalfa durante el año 
que comprende la Memoria, son 7 por parricidio, 11 por 
asesiuato, 43 por homicidio, 9 por infanticidio, 5 por abor- 
to y 192 por lesiones, que forman un total de 267 delitos 
contra las personas. Todavía es más alarmante, sin em- 
bargo, y produce m89 penosa impresión, por el relajamien- 
t o  que supone de vinculos morales y legales que sirven 
de contentivo al desbordamiento de las pasiones, 10 que 
concierne á las ofensas al principio de autoridad. Entro 
atentados y desacatos á ésta, resistencia, desobediencia, 
insultos y amenazas 4 la misma, son 160 los delitos que 
registra la estadística anual. Añádase á eso mBs de 300 
procesos por delitos contra la propiedad, recorriendo todas 
las gradaciones que menciona el Código, desde robos 
hasta maqiiinaciones para alterar el precio de las cosas, 
28 por incendio, 14 por suicidio, etc., etc., y se tendrá la 
demostraci6n palmaria de que, aun haciendo todas las con- 
cesiones y salvedades imaginables, la provincia de Alme- 
rfa no puede presentarse, en esa parte, como modelo de 
morigeración y respeto á las leyes. 

No tan desconsoladoras son las noticias del Fiscal de 
Bilbao, por mis que dependan de causas que puedan ser 
circunstanciales. Afirma que la criminalidad en aquella 
provincia en el año á que su Memoria se contrae, no ha - 

sufrido aumento sensible comparada con los precedentes, 
porque 21 causas que la estadística acusa de más en el 
actual, nada significa en ese sentido, si se tiene en cuenta 
que, á gesti6n de cierta sociedad, hubo que formar gran 
niime~o de procesos con los que se pretendía paralizar re- 
clamaciones entabladas contra aqil6lla en la ría civil. Eli- 
minadas estas camas, resultará que la criminalidad en eL 



periodo de referencia fiié menor, 6 cuando menos, no su- 
frió alteración notable. Débese el que no haya aumentado 
á Ia mayor esportación de mineral que facilit6 ocupación 

todos los obreros de la zona minera y 4 muchos de 
otras provincias, sucediendo lo propio con el hierro fribri- 
cado que se envió a1 extranjero en grandes cantidades, 
con el natural beneficio para los operarios. Contribuye 
fi ese resultado el C!uerpo de policía municipal que, se- 
gbn el referido funcionario, es modelo entre los de su 
clase. 

Habla también de que la provincia de Vizcayn,en punto 
á criminalidad, se divide en dos zonas y, mientras en la 
que forman los Juzgados de Guernica, Durango y Mar- 
quina, casi no existe por ser los habitantes de esa regi6n 
gente morigerada que vive de la agricultura y de la pesca, 
e n  los demás puntos, sobre todo donde hay minas, el ele- 
mento obrero, compixesto de advenedizos, e s  presidiarios 
y gente maleante, proporciona mayor contingente de de- 
litos. 
. No juzgo que habri! de molestar á V. E. reproduciendo 
algunas párrafos de la Memoria del Fiscal de Bilbao, SR 

que por versar sobre delitos de carácter politico~social, 
ofrecen interés de actualidad: Helos aqui: aLa liarnada 

- 

wuestión social, aunqüe muy paulatinamente, tiende h 
.empeorar en esta provincia. El socialismo cuenta en ella 
.con gran número de prosélitos y con una perfecta orga- 
~nización. Acude á las huelgas, lucha en las elecciones 
.generales y municipales, contando con numerosa repre- 
>sentación en varios Ayuntamientos, celebra su junta del 
>trabajo en medio del mayor orden, y, al menos en este 
zafio jiidicial, sus procedimientos y conducta no ocasiona- 
*ron la comisián de delitos. Iiin cambio, como elemento 



$perturbador, el anarquismo va adquiriendo poco á poco; 
*pero sin cesar, considerable desarrollo, sobre todo en los 
,pueblos obreros de la ribera y vega de Baracaldo y Ses- 
,,tao. Durante el año no realizaron los anarquistas acto 
nalguno contra las personas por los medios en ellos usua- 
$les. Riííen constante batalla con 10s socialistas para con- 
*segriir la jornada de ocho horas apelando á medios de 
*violencia, entre los cuales figura uno de carácter egpe- 
)cialisimo: In A16eTgn de inquilinos, puesta en practica hace 

- 

»pocos meses y que di6 lugar á procedimientos criminalcs. 
:La vida del obrero en esta provincia, B pesar de no ha. 
~.ber  más impuestos que el provincial y mucicipal de con: 
»sumos, es muy dificil por la carestía de los artfcnIos de 
»primera necasidad. Si á esto se agrega el precio sn\~idE- 
~ s i m o  de las habitaciones, se comprende que los obrcros 
.)tengan que someterse á un régimen antihigiénico y no 
»siempre en armonia con 1s moral, cobijándose en un solo 
nhogar dos y hasta tres familias, 4 veces desconocidas en- 
ntre si, que en este hacinamiento y promiscuidad ofrecen 
8 diariamente escenas poco edificantes. Piics bien: la carea- 
.tia de los alquileres fué el motivo de 12 huelga aludida. 
;)Los pueblos de Baracaldo y Sestao, esencialmente obre- 
aros, venian protestando de mucho tiempo atrás en mitins 
>y reuniones contra el alto precio de los inqiiilinatos, con 
»su secuela de desahucios por falta de pago, cansa 6 su 
»vez de disgusto y desasosiego entre el vociadario. Los 
xanarquistas, que allí son numerosos, idenron poner fin 5. 
»este estado de cosas provocando una huelga do inquili- 
.nos, secundada, 4 ser posible, por todo el elemento tra- 
>bajador de esta parte de la provincia. IIallaron el pre- 
»testo en un desahucio acordado contra cicrto vecino e n  
~Baracaldo. Cuando el Juzgado pretendi6 ejecutar su sen- 
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~ t e n c i a  poniendo en práctica el  lanzamiento, se encontró 
*la calle y la casa del desaliuciado invadida por miles d e  
>mujeres qiie, violentamente, impidieron 4 los funciona- 
rrios judiciales e l  crrmplimiento de su deber, y, en  este 
rmomento, los vecino@, en sri inmensa mayorfa, sacaron 
>sus muebles B la vía pdblica con el propósito, que rea- 
slizaron, de comer y dormir en ella. L a  linea del ferroca- 
srril  de Portugalete ~e convirtió por aquella parte en u n  
.camyamento y el t6nel llnmado de Baracaldo sirvió tam- 
abién de  albergue tí numerosas familias que allí traslada- 
.ron su ajriar, impidiendo el movimiento de los trenes. 
.Tampoco la línea del tranvia eléctrico se libró de la in- 
svasión, pues eu un gran trozo de ella se colocaron ca- 
.mas, sillas, utensilios de cocii~a, etc., haciendo imposible 
=le circulaciún de  los coches. En una palabra: caminos y 
*vías, calles y plaziis pitblica.s, quedaron convertidas en  
>habitaciones del vecirid:irio, al que se veía en los aludi- 
.dos parajes comer en familia, acostar á los niEos y veri- 
mficarlo después los. mismos obreros. No contentos con 
resto, los ~ucesivos dios los anarqiiistas, al frente de nu- 
smerosos giiipos compuedos de riirijercs y chicos, logra- 
.ron hacer pniar los triib<ijos en las importantes fábricas 
>de los Astilleros y San Francisco, intentando hacer lo 
,propio en  la Vizcaja, y, aiiriquc pre~enidos el Director 
ay los guardias de la fiíl)ricn, se opusieron 4 que los amo- 
atinados se apoderasen de la sirena y dieran la seaal d e  
=suspender las tareas, fueron al fin heridos y arrollados 
=por las masas, con~iguiendo los amotinados producir Ia 
aseiial de paro que inmediatamente fu6 atendida, que- 
*dando en huelga muchos miles de operarios. Con motivo 
*de estos hechos, el Juez dc Valmaseda se dirigió B Ba- 
aracaldo en  el ferrocarril de Santaridcr, pero los grupos 



,de amotinados que recorrfan la ribera del Casagna, por 
,donde aquél pasa, con objeto de conseguir tambión el 
.paro de las fabricas allf cstablecidas, detuvioron el tren 
,y obligaron 6 los viajeros á abandonarle. E l  Juez, sin 
,embargo, lejos de retroceder á su residencia, atravesó el 
,río en una desquiciada barca b:~jo una lluvia de piedras 
rarrojadas por los obreros, y, marchando á campo traviesa 
,por caminos apartados, logró llegar tí Baracaldo sin más 
>escolta que un alguacil del Juzgado, encontrándose, a l  
,llegar, en el Juzgado miinicipal de dicho pueblo, 4 un 
  funcionario del ~ i n i s t e r i o  fiycal que, habiendo sido de- 
>tenido igualmente en la linea de Luchana, tampoco ha- 
nbfa querido retroceder á Bilbao, sino que lo mismo qne 
*el Juez, escoltado solamente por un alguacil de la An- 
~diencia, venció toda clase de ilifioultades, y marchando 
.como el referido Juez lo habf:i hecho por caminos extra- 
sriados para'llegar al Juzgado á fin de inspeccionar el 
 sumario que se iba Lt instrnir. Una vez allf estos funcio- 
~narios, comunicaron al Gobernador civil el estado del 
.conflicto 6 impetraron los medios iiece~arios, no 8610 parra 
,realizar su cometido en lo referente al proceso, sino tam- 
~ b i 6 n  para que se cumpliera la sentencia do1 Juez muni- 
acipal y no quedase por más tiempo burlado el respeta 
~á la cosa juzgada y el principio de autoridad. El Gober- 

~ ~ n a d o r  civil resignó el mando en la autoridad militar, y, 
aósta, con tropas llegadas de los cantonev próximos, ocupd 
ael pueblo de Baracaldo y demhs que fueron teatro de 
alos sucesos, y ya con estos elementos, el Juez municipal, 
*en medio de la expectación de todo el vecindario, eje- 
~ c u t 6  su sentencia lanzando 4 la vfa pfiblica los muebles 
macaso del iInico obrero que no los tenia en ella volanta- 
y riameiite. 8 
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A pesar de la extensión del relato que precede, he creí- 

do que no debía omitirlo, porque si bien desde el punto 
de vista de Ias responsabilidades contraidas por los que 
tales hechbs (jecutaron, no presenta el caso excepcional 
importancin, la tiene grande en mi sentir en orden :í otros 
trascendentales fines quc á la ilustración de V. E. no se 
ocultan, y que no es el Ministerio público el llamado á 
apreciar. 

Quéjase el Piscal de Cádia de que el aumento de la 
criminalidad en el año que comprende su Rfemoria, es 
bastante considerable con respecto al anterior, y los datos 
estadisticos que rcmite justifican sobradamente la queja, 
puesto que desde 1.0 de illojo de 1905 4 30 de Abril 
de 1906, se j~coaron allí 3.360 sumarioe, mientras que en 
igual período de 1904 á 1905, 6610 se instruyeron 2.690, 
resultando, por tanto, un exceso entre aquél y éste de 470 
causas, proporción, sin gbnero alguno de duda, merece- 
dora de IIbmar la ateiici6n. Dicho está que en Cbdiz, como 
en casi todas las regiúnes, predominan los delitos contra 
las personas y la propiedad, pero es de notar que á esos 
delitos sigueii por razón del niímero los cometidos contra 
el principio de autoridad, indicando el funcionario á que 
me refiero, que ü. más de las causas generales generado- 
sasLde la criminalidad, existe allí una especial, cual es 
la extensión que va zdquiriendo el vicio de la embria- 
guez. 

También en Cdrdoba hubo aumento determinado por 
33 8 procesos n ás que, el año anterior, y de 10 propio se 
queja el Fiscal de Jaén, donde los delitos contra las per- 
sonas llegan á una cifra que sugiere tristes reflexiones. 
Nada menos que 315 juicios de esa especie se celebraron 
en los doce mrses que abraza la Memoria, descomponién- 



dose de  este modo: 40  por homicidio, 112 por disparo de 
arma de fuego contra personas y 183 por lesiones. 

E n  tanto que el  Fiscal de Le6n seliala algún decreci- 
miento de la criminalidad en aquella provincia, que s e  
hace más perceptible en  los delitos contra la propiedad, 
efecto del mayor bienestar de la clase proletaria por el , 
mayor rendimiento de las cosechas en relación con el año 
anterior, el de  Málaga acusa aumento en el contingente 
d e  causas de su  Audiencia por motivo opuesto, 6 sea por 
l a  crisis econ6mica y agraria por que pas6 el pais y la 
consiguiente falta de jornales para los trabajadores; mas, 
-aunque el niimento en Bfálaga pudiera contrapesarse con 
la disminución en  León, por lo mismo que n i  aquél n i  ésta 
son de tal  entidad que se traduzca en guarismos impor- 
tantes, nos volverian 4 la amarga realidad los datos que 
suministra el  Fiscal de  Murcia. Según éste, en el territo- 
rio de  aquella Audiencia ha aumentado durante el año ac- 
tual en  más de 800 el número de causas con respecto al  
año anterior. Con ser alta la cifra, aún sorprenden más 
los conceptos du la delincuencia si  se para la considera- 
ción en  que de  los estados aparece que por la FiscaIia de 
Murcia se ha despachado en el transcurso del último ci- 
tado a80 1.157 causas por delitos contra las personae, y 
entre ellas 102 por homicidio. Ciertamente, ~xce len i í s i -  
mo Señor, que el  comentario, por vivo que fuera, quitaria 
fuerza á las revelaciones de la estadistica, pudiendo afir- 
m arse que donde tal  situación es la ordinaria y normal, l a  
seguridad personal deja mucho que desear. 

Son varias y muy complicadas las causas 4 que ese es- 
tado de  cosas obedece, y no he de señalarlas aqui porque 
estan dichas en  las MEMORIAS anteriores, y, á ellas se  
-suma, por lo que 4 Murcia ata?íe, la omnimoda libertad 



que allí existe para la adquisición y uso de toda clase de 
armas, no obstante las continuas advertencias del mi ni^- 
terio fiscal: y así se concibe el detalle que menciona el 
funcionario de quien tomo estas referencias. Refiere que 
en una de las Salas de aquella Audiencia, esthndose cele- 
brando un juicio por delito de asesinato con gran afloen- 
cia de público, el Presidente, de acuerdo eon PI Fiscal, or- 
denó practicar un cacheo entre los concurrentes como 
espectadores, dando por resultado la recogida de conside- 
rable número de nrmas de uso prohibido. El  dato es elo- 
cuente en más de un sentido, porque atestigua esa liber- 
tad absoluta de que el Fiscal habla y prueba la desapren- 
sión de los que asistian al acto, m8s como cortesanos de 
ese bajo matonismo tan difundido en nuestro pueblo, que 
como ciudadanos amantes de la ley y de la justicia. La 
misma medida en si parece grandemente significativa, 
pues no cabe duda que cuando el Presidente y el Fiscal 
se decidieron á adoptarla, á pesar de que tiene todo el ca- 
rácter de una función de policla, les asistirfan mbtivos se- 
rios y graves. 

Contrastarian agradablemente con lo que antecede los 
asertos del Fiscal de Orense, si de sus explicaciones no re- 
sultara algo que es casi tan lamentable como el incremento 
que pueda tener la criminalidad. En efecto, aquel funcio- 
nario afirma que en el año de que da cuenta se formaron 
300 causas menos que el anterior, pero indica que es do- 
bid0 á la excesiva emigracibn, mayor que en ninguna 
época precedente; y á la verdad, si para que la delincuen- 
cia disminuya en un territorio se rcquiere que sus habi- 
tantes emigren, forzosamente se ha de cerrar el corazón á 
toda esperanza. 

Según el Fiscal de Tarragona, tambibn allí crece la cri- 



minalidad, singularmente en los delitos de robo y hurto, 
aunque por lo general de no gran importancia. Define las 
causas de ese movimiento ascen(lent8, que no difieren de 
las que mencionan los demós Fiscales, y entre ellas la 
falta de trabajo para la clase proletaria por la pérdida de 
la vid, que era la principal fuente de riqueza en aquella 
provincia. 

D e  m46 sombríos colores es la pintura que traza el Pis- 
cal de Teruel. <Sensible aumento de criminalidad, dice, & 

*se ha observado en el periodo que media desde la ante- 
mrior Memoria haeta hoy en los delitos contra la propie. 
.dad en su forma mós grave, 6 sea en los de robo á mano 
,armada con intimidacidn y violencia en las personas, 
.consistentes en asaltos en caminos, carreteras y despo- 
sblados á riandantes y carreteros, delitos que no eran los 
aque 1x14s frecuentemente se perpetraban antes en esta 
.provincia. Mucho más triste y deplorable ha sido en 
migual periodo el aumento en la comisión de los delitos 
ade sangre, y más aiín su calidad y gravedad suma, puesto 
.que no se han ocasionado en la forma más cotníiu y or- 
~d inar ia  de lesiones de mayor 6 menor trascendencia, in- 
~feridas con arma blanca y disparos de las de fuego, si que 
.también en la de homicidios, asesinatos y parricidios, 
.dándose el caso aterrador de que durante el iIiltimo cua- 
.trimestre del presente año se hayan impuesto por esta 
>Audiencia tres penas de muerte en tres distintos juicios, 
Buno de ellos por muerte violenta dada por el procesado 
.á BU padre, otra también por muerte producida por el 
.reo ú su esposa, y otra por igual muerte de una joven 
.por el que con ella tenfa relaciones. Tambibn en corto 
.período se han impuesto varias oondenas de cadena per- 
.petua por asesinato.. 



No es grande el aumento que arroja la estadística en 
Toledo, pues advierte el Fiscal que como ya lo habia on 
el alío anterior con ielación al que le precedió, hay que 
convenir en que la criminalidad, cuando menos, no tiende 
ó. decrecer en aquella provincia; como tampoco cree el 
de Zamora que pueda fundarse un juicio optimista en la 
disminución de 294 causas en su Audiencia durante el 
presente a50 con respecto al anterior, porque aun ast, pa- 
san de 1.000 las instrufdas; á cuya cifra no llegaba en 
aííos anteriores Si. los dos referidos; y ya que menciono al 
Fiscal de Zamora, entiendo que no debo prescindir de dar 
á conocer á V. E. lino de los pasajes de su Memoria que, 
por lo que á mi toca, confieso haber leído con cierta sor- 
presa; dice asi: «Al principio de esta llsmoria se apun- 
ataba como relativa novedad en este pnfs la aparición de 
*delitos de carácter comunista cometidos por los jornaleros 
»afiliados á sociedades obreras organizadas, de!itos consis- 
stentes, ya en coacciones 6 en simples amenazas, ya en 
>huelgas intentadas para poner condiciones, no siempre 
 justas y equitativas, á los patronos y terratenientes, y ya 
,en roturaciones arbitrarias de terrenos comunales, 6 pre- 
*tensiones inatendibles, dentro de la ley, para conseguir, 
>mediante la alteraci6n del orden público y la amenaza á 
.las Autoridades, el inmediato reparto de aqut5llos. Los 

- 

~partidos judiciales en que ese germen se manifiesta mhs 
»rigoroso y en que esos delitos suelen realizarse de tiempo 
.en tiempo, son 8610 los de Toro, Villalpando y Bena- 
>rente. En este último y en el pueblo de San Cristóbal 
*de Entreviñas, tuvo lugar en Mayo del aEo anterior una 
%de esas explosiones comunistas, en la que, no 6610 se 
>perturbó gravísimamente el ordcn, insultando y amena- 
azando al Alcalde y Autorjdades, Si. quienes se pidió el re- 



~ p w t o  de Ius prallrras comunales de un rnodo tiimultua- 
srio y agresivo, con el concurso tambien de las mujeres, 
,sino que fué víctima de las iras populares el Secretario 
,del A~untnmienfo que, habiendo salido á la calle en los 
smomentos de mayor efervescencia, fué perseguido por 
,los grupos ;Q alcanzado en la casa de un vecino, donde 
,tuvo que refugiarse, y alli acometido con palos y pie- 
.¿iras, hasta privarle de la vida. E n  el proceso que se 
sformó hay ~ e i s  acusados por el homicidio y ocho mujeres 
.por el desorden, habiéndose suspendido la vista comen- 
~ z a d a  pocos días hace para la práctica de una información 
nsuplementaria. a 

Lamenta el R ~ c a l  de la Audiencia territorial de Bur- 
gos el incremento paulatino, pero continuado y persis- 
tente que allí tiene la criminalidad, exponiendo sus caii- 
ñns con frase m en ti da y perfecta clarividencia, 6 igual nu- 
mento denuncia el de Valencia, no resistiendo ya al deseo 
de transmitir algunos de los párrafos de su Memoria, por. 
que en ellos se reflejan aspectos singulares de la delin- 
cuencia en lu iiltima de las citadas ciudades. «Los aumen- 
,tos habidos, dice, en los procesos por delitos de impren- 
ata, mayoies que los que indica la cifra de 14 antes 
napuntados y que 5610 se refieren á los comprendidos en 
.e1 art. 582 del Código penal y los observados en delitos 
 electorale es, se explica porque durante el año se han ce- 
slebrado dos elecciones generales, aquf siempre agitadas 
,porque toma parte en las contiendas del sufragio la 
~mayoria del censo, siendo casi para extraEado que no 
asumen más los procesos de esta índole en consecuencia 
adei choque que se prodrice entre tan considerables mn- 
asas de electores. Fenómeno es este que no debiera que- 
d a r  perdido en la indiferencia de los llamados al estu- 
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.dio psicológico de las muchedumbres, porque si ello sig. 
~nifica aptitudes para el ejercicio de los derechos de 
>ciudadanía, revela conjuntamente la existencia de una 
$fuerza social no contagiada do la tendencia moderna al 
>desvio de estas luchas legales por inclinación B otras 
>que se manifiestan en laborantismos clandestinos y 
»atentatorias á toda idea de orden, gobierno, familia y 
=propiedad. Esto expIica que en la comarca en que ma 
>hallo la vida polilica sea movida, con frecuencia tumuI- 
~tuosa,  influyendo también en ello causas meramente lo- 
.cales por desorgnnización y desgarramiento de colecti- 
svidades é influjo del exceso de esa vida libre á qne an- 
*tes me refería; pero es de consignar, en tributo 6 I:i ver- 
$dad, que tal estado no es signo de positiva crimiiiulidad, 
$porque no rtflrja un mayor número de delitos, y porque 
>respondiendo d motivos de cniicter circunstancial y tran- 
ssitorio, con ellos ha de desaparecerá plazo no lejano. Sin 
.embargo, ese estado produce las naturales inquietiides 
>y obliga á la Autoridad tí rivir prevenida en defensa 
>del orden público, haciéndose necesaria con mucha fre- 
~cuencia la concentración de la Guardia civil de l i ~  Co- 
amandancia, por ser escasa la dotación de la capital y de 
>poca confianza é insuficiente la de Guardias municipales 
.y de Seguridad; y esta ziención al mal mayor trae la  
>secuela del aumento de los delitos contra la propiedad, 
sporqiie los criminales dados al oficio del merodco y del 
.descuido, no pierden la ventaja que les reporta el haberse 
ade abandonar la vigilancia dc caminos y poblados y aun 
ala del interior de las ciudades. Tal vez sin esta anorma- 
~ l i d a d  en el servicio y contando con la eficaz cooperaci6n 
,del Jurado para la represión enérgica de los más graves 
.de estos delitos, se iniciaria descenso piogresivo, pues se 



radvierte que en ellos es en los que más se da la circuns- 
~ tanc ia  de reincidencia, lo que quiere decir qiie constituye 
.para muclios modo de vivir por el escaso riesgo dé ser 
*~orprendidos 6 descubiertos 6 por la esperanza de im- 
apunidad 6 de atenuaciones que reduzcan la pena 4 ter- 
~rninos inverosfrniles.. 

Otros puntos relacionados con la criminalidail estudia 
el aludido Fiscal de Valencia con la misma Iiicidez y al- 
teza de miras, en especial el referente 4 la Policía, en el 
que hay ideas originales 6 interesantes que esta Fiscalfa 
acoge desde luego y se propone utilizar como valiosos ele- 
mentos de información. 

Entre los Fiscales que con más energia y ahinco cla- 
man contra el estado de creciente desmoralización E in- 
disciplina ~ocial que aparece tras de esos auges de la de- 
lincuencia, figura el de Granada, qiiien dice que pone 
espanto en el ánimo el ni'imero de delitos de sangre que 
en aquella provincia se cometen, y cl espanto sube de piin- 
to ciiando se registran las hojas de los procesos y se obser- 
va que tales delitos reconocen una causa fútil, y hasta en 
la generalidad de los casos puede asegurarse que no tienen 
ninguna, por lo que asaltan 4 la mente, como hipótesis ex- 
plicativas, las tendencias regresivas 6 atávicas de que ha- 
blan los antropólogos. 

Dentro de los delitos contra las personas hay uno que, 
segdn el expresado Fiscal, se comete con frecuencia pas- 
mosa, que aumenta de dfa en dia y que no bastan á con- 
tener su desarrollo n i  la severidad del precepto legal que 
lo sanciona ni la inexorabilidad de los Tribunales. Ese de- 
lito es el de disparo de arma de fuego contra determinada 
persona; y juzgo ocioso decir, porque lo he dicho antes de 
ahora desde este mismo puesto, que el Fiscal de Granada, 



así como los demás Fiscales, no se limitan A denunciar el 
mal seííalando suscausas, sino que expresan la necrsi- 
dnd de que se acuda tiempo con el oportuno remedio. 
Igual aumento de crimiualidad acusan en sus respectivos 
territorios los Fiscales rle Las Palmas, Madrid y Znra- 
goza. 

Por último, el de la Audiencia de Barcelona, después 
de referir detn:ladamente el enorme movimiento de causas 
en aquella Audiencia, cosa que no debe producir estrañe- 
za si se tiene en cuenta el rápido y exuberante desenvol- 
vimiento de las fuerzas productoras y de la riqiieza en 
aquella hermosa región de Espaca, se fija en delitos espe- 
ciales que, aun cuando obedezcan i causas no imposibles 
de desterrar y á la tensión de los espíritus por desatenta- 
das propagandas dasosas y opuestas al bien común, fue- 
ron, y es justo que sean, objeto de serias preocupaciones. 
Lo que, pues, se diga acerca de esos delitos ofrece siempre 
interés de actnalidad; y yo creeria que mi labor no respon- 
día á los fines de utilidad pública si omitiera referencias 
que por la fuente de que están tomadas y por las condicio- 
nes del que las transcribe á este Centro, reclaman prefe- 
rente atención. Dejo, pues, la palabra al Fiscal de Bar- 
celona : 

<Delitos contra Ia integridad de la Patria en Catalu- 
n?ia.=En la Memoria que tuve e l  honor de elevar á V. E. 
\)en 7 de Diciembre último, cumpliendo lo que se sirvió 
»ordenarme en 3 del mismo mes, se consignaron las causas 
.próximas y remotas de los delitos contra la integridad de 
xlaPatria, la mayor 6 menor eficacia de los procesos para 
»contener ese género de delincuencia y la severidad 6 leni- 
.dad del Jurado en lo tocante 4 su represión. No se ha de 
Y repetir ahora lo que entonces se manifestó, pero importa 



,mucho hacer constar que esta clase de delitos produjo ex- 
Dtraordinaria preocupación, hasta el punto de hacer nece- 
~sar ia  la venida de V. E. á esta ciudad para apreciar el es- 
,tado de la administración de justicia respecto á ese géne- 
sro de delincuencia y después la publicación de la Circular 
,de esa Fiscalia de 7 de Enero dictando reglas severfsimas 
apara ver de obtener la rápida sustanciación de los proce- 
,sos y la efectividad de los castigos. Pero comprendióse 
.bien pronto que la acción judicial y fiscal no eran bastan- 
>te si no se suplían las naturales deficiencias de una legie- 
slación promulgada en época en que eran muy distintas 
alas condiciones de la vida nacional. En la citada Memoria 
,de 7 de Diciembre, expuso lealmente el que suscribe su 
>humilde opinión de que no se obtendrfa el castigo á los 
 ataques á la integridad de la Patria mientras conociera el 
2 Jurado de las causas á que aquéllos dieran origen, y así lo 
areconoció después el Poder legislativo, puesto que en la 
.ley de 23 Marzo último se somete el fallo de esos procesos 
sal Tribunal de derecho. Dolorosa experiencia demuestra 
oque ni se equivocó el modesto funcionario que tal predic. 
~c ión  hubo de consignar, ni dej6 de ser altamente previso- 
sra la acción legislativa, puesto que todas, absolutamente 
3 todas las causas criminales de que ha conocido el Jurado 
Dpor delitos contra la Patria en Barcelona, han terminado 
rpor ve;edictos de incuIpabiIidad, no sirviendo de nada el  
»recurso de revisihn, pues el nuevo Jurado ha venido á dar 
aidéntico veredicto: y es seguro que las causas aiín no 
>vistas, y las revisiones aún no pedidas ni efectuadas, ten- 
adrán exactamente igual solución absolutoria. Y téngase 
,)presente que no es que faltara en esos procesos materia 
.justiciable ni prueba acerca de la persona delincuente, 
>pues V. E. mismo apreció durante su estancia en esta ca- 



apital, con el detenido estudio que hizo de esas causas la 
 importancia de los hechos delictivos sobre que versaban, 
ay es demostración inequivoca de que ha116 cvidente delin- 
~cuencia y persona responsable, la misma Circular de V. E., 
~ f e c h s  7 de Euero, de que se ha hecho menci6n, y en la que 
.orden6 sc agotaran los recorsos 1cg:iles cuando las reaolu- 
rciones que recayeran no fuesen couforrnes con la acusación 
.fiscal. Pero, según ya expuse en mi Memoria de 7 de Di- 
sciembre, 6 el Jurado no da importancia á ese género d e  
~delincueucia 6 muchos se componen en su mayoría de in- 
~divicluos que simpatizan con las ideas separatistas del que 
>di6 lugar al proceso, 6 bien dicho Tribiinal popular halla 
smáa cómodo no exponerse á la censura de la masa que 
sacude á esos juicios, seguro de que, si el veredicto es de 
 culpabilidad, ha de ser recibido con demostraciones de 
=desagrado, y si, por el contrario, es en sentido absoluto- 
irio, dentro de los claustros de la Aodicncia han de resonar 
.los aplausos y las manifestaciones de jsbilo, miís que en 
>favor del delincuente, en son de protesta contra el orga- 
~ n i s m o  oficial encargado de promover y afirmar por medio 
.de un castigo merecido, el respeto al derecho y á le ley. 
 afortunadam mente, tan lamentable manera de juzgar ter- 
sminará en breve, puesto que s61o.podrá conocer el Jurado 
sde las causas incoadas con fecha anterior á la promulga- 
sción de la ley de 23 de Marzo que atribuye el conoci- 
.miento de las que á partir de esa fecha se formen 6 los 
%Tribunales de derecho. Por lo demás, he de hacer obser- 
.var una coincidencia harto sigcificativa. Desde que se 
.promulgó la tan discutida y combatida ley que acabo de 
.citar, puede afirmarse que no se han incoado en CataluEa 
aprocedimientos por delitos contra la Patria, y esteshecho 
.es máselocuente que cuanto pudiera expresarse en apoyo 



,de esa ley, pues demuestra que sus preceptos tienen vir- 
*tualidati suficiente para contener las expansiones de nnn 
>aspiración vituperable y criminal.> 

Los demás Piscales, unos prescinden de tratar la ma- 
teria por conceptnar sin cluda que les basta dar por re- 
producido lo dicho en anteriores Memorias, y otros ex- 
ponen que la criminalidad. no ha tenido sensible altera- 
ci6n durante los doce meses 6 que contraen su informa- 
ción. 

D e  preferido, Excmo. Sr., formar este capitulo, 4 m i  
entender el m8s interesante de la MEMORIA, con los ante- 
cedentes que me facilitaban loa fiscales de las Aiidiencias, 
procurando, cuando lo aconsejan la indole del ssunto 6 la 
,manera de tratarlo, qiie el informe no pierda la fisonomfa 
y el colorido que su autor le da, para lo cual inserto in- 
tegra la parte que lo requiere. De este modo aporto B mí 
trabajo elementos de gran valfa, y á falta de mCrito pie 
pio, podró ostentar el qiio me preste la colaboración de inis 
ilustrados y dignos subordinados. Y ya que cifro toda In 
esperanza en haber construido con materiales ajenos, su- 
pongo que no estara fuera de propósito y de lugar que 
para sintetizar el pensamiento que se transparenta en cada 

uno de los fragmentos que contiene 13 información que 
acerca de la criminalidad presento, termine con frases to- 
,madas de un publicista á quien no ha mucho me he refe- 
rido. 

<Si la honradez tiene derecho á que las leyes la protc- . 
jan contra el torrente avasallador del crimen, que crece y 
crece y sin cesar recorre impetuoso y desbordado de1 uno 
al otro extremo de los pueblos ciiltos, entonando en sn  r:i- 
pida carrera cantos de destrucción y de esterminio, y mar- 
caudo su como proceloso con lns tristisimas seiTales de! 
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ultraje, la sangre y la violencia, no ha de ser ni con 
diques ni con barreras como su marcha se contenga, sino 
acudiendo á las fuentes mismas donde nace para cegarlas, 
6 impedir al menos que broten con abundancia y fuerza 
tantas., 



~NSPECCIOJ SODRE 114 AOS~~Y~ST~ACIÓIY DE JUSTICIA 

La impresión que se saca de lo que los Fiscales infor- 
man acerca del enunciado que encabezs estas Ifneas, es 
que los Tribunales han funcionado d~irniite el año jiidi- 
cial que acaba de finar con cuanta regularid~d consienten 
los obstáculos que oponen las deficiencias cie algtinas le- 
yes y las inveteradas penurias del Erario. No escaaean en 
,el primer concepto los anatemas contra el sistema <le re- 
.cusaciones. Desde hace mucho enbrgicos clamores dennn- 
cian la imprevisión de la ley en esta materia, y todos los 
que aman él ideal de Ia justicia y el prestigio de  los Tri- 
bunales lamentan que no se haya acometido ya la rcfor- 
ma de las leyes procesales en lo tocante á ese particular. 
Hoy, como ayer y como siempre, los~funcionarios fiscales 
insisten en seasllar lo defectuoso de nuestro sistema, qne 
permite, tanto al acusador particular como al procesado, 
desembarazarse del Juez que estorba 6 sus fines 6 pnrali- 
zar indefinidamente el curso de los procesos. Entre los 
Fiscales que tocan ese punto:estiin los de Almeria y Cas- 
tellón, según los cuales, 'el abuso que de esa facultnd.6 
recurso legal se hace en sns respectivas provincias es in- 
tolerable. 

A juzgar p.or lo que dice el Fiscal de Castellón, donde 
.m&s se deja sentir la grnvedacl del abuso es en las causas 
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que se forman contra los Ayuntam;entos á raiz de los . 
cambios políticos. Los rencedores quieren arrojar de los 
Municipios B sus contrarios, y para ello no reparan en 
medios. Presentan querolla criininal por algiin delito ima- 
ginario, 6 acudiendo al ~ocorrido resorte de malversacibn 
de  caudales públicos, para lo que la manera de ser de 
nuestra Administraci6n municipal ofrece sobrados pretex- 
tos; Ee recuca al Jiiez 11ropictari0, a1 llamado ii su~ti tuir le  
y á su suplente, hasta llegar al de bienios anteriores, de 
antemano escogido, y óste, tal vez en cl mismo d í a ,  de- 
creta el  procceatniento y suspensión del Apuntamieuto 6 
de los Concejales que se pretende inutilizar, y con esto 
se ha  logrado por iin procedimiento expedito y eficaz lo 
que Ee buscaba. Despubs los expedientes de recusación 
continúan su turbo 6 se abandonan, y todo qued:~ reduci- 
do á unas pesefas de multa, si  es que no se ha podido evi- 
tar, que si  se sucle poder, esa responsabilidad. 

El tema es, ciertamente, antigito, y ha sido dilucidado 
anteriormente, no ~610 en las ME~IORIAS de esta Fiscalía, 
sino en  otras esferas y lugares que por sil elcreción in- 
f d d í a n  la esperanza de  que muy pronto cesaria ese es- 
pectiiculo bochornoso en la justicia, que queda sometida 
al capricho y al inteiés del que gestiona como actor 6- 
como reo. Ya e6 que hay pendiente un proyecto de refor- 
ma, en que con niano fuerte se procura cerrar la puerta 
a l  abuso; pero es listima que entretanto puedan los liti- 
g a n t e ~  de mala fe ampararse en la ley para consumar 
verdaderas iniquidades, 6, cuando menos, para impedir el 
desembarazado y regular ejercicio de la jurisdicción penaI. 

Aparte de esta y otras anomalias á que se presta el ac- 
tual enjuiciamiento, -j qne tendrán no tardia rectificación, 
hay en  las Memorias de los Fiscales los acostumbrados 
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Iamentos por la escasez de personal, que obliga á una la- 
bor riidu, y, aun as{, muchas reces imposible de realizar. 
Y, en efecto, B poco que se fije la atención se comprende 
que la distribución de funcionarios fiscales en las respec- 
tivas Piscalfas n i  es equitativa, n i  responde t í  las exigen- 
cias del servicio. Con frecuencia, comparando unas Au- 
diencias con otras, se ve que á mayor trabajo menor n&- 
mero de funcionarios, resultando de aqiif quejas, retrasos 
y entorpecimientos que no alcanza 6 vencer la mejor vo- 
luntad y el más ferviente celo por parte de los funciona- 
rios vfctimas de tales desigualdades. 

La reducida dotación de personal en las Piscalfa3 ori- 
gina de rechazo un mal, contra el que son inútiles los 
más decididos esfuerzos. Aludo al auxilio de los Abogn- 
dos fiscnles sustitutos con caricter de estabilidad y per- 
manencia, que vnrias reces se ha querido proscribir, sin . que jamás se haya logrado, pues de poco sirve que se dic- 
ten disposiciones si su cumplimiento es imposible. Ma- 
drid, Barcelona, Granada, Valencia, Albnccte y algunas 
Audiencias más tienen sus Piscalfas indotadas, tanto de  
personal como de material, y, 6 el despacho de las causas 
se abandona para que se acumule el retraso y llegue un día 
en que las Salas no puedan marchar, 6 hay que solicitar 
y aun agradecer la cooperación de esa jiiventnd que acep- 
' ta los cargos de Abogados fiocales sustitutos, sin eiperau- 
zn de recompensa para el presente n i  para el porvenir. 

Y cuenta que n i  el sacrificio que se les exige es peque- 
50, ni lo que ello8 dan es cosa de poca monta. E n  esta 
Corte se halla á la vista de todos el mórito contraído por 
los sustitutos, pues por una ú otra caura su asivtencia 6 
los juicios es diaria, y diario tambihn el despncho, no ya 
de causas determinadas, sino de negociados, respondiendo 



de modo tan brillante 8. la confianza en ellos depositada, 
- 

que se granjean la cordial estimación de sus superiores y 
el respeto de todoe los demhs, por cuanto contribuyen 
desinteresada, leal y acertadamente al ordenado curso de 
los procesos criminales. 

Aun cuando más perceptible en el Ministerio fiscal la 
escasez de funcionarios, proporcionalmente al trabajo que 
sobre ellos recae, tambihn mencionan algunos Fiscales 
igual escasez en el personal de Iíagistrados, y hasta el 
de Albacete, á la vez que transmite la súplica del de 
Cuenca para que se restablezca siquiera una de las dos 
plazas de Abogado fiscal que antes existían, me dirige el 
siguiente ruego: .El que suscribe se permite insistir en 
>rogar á V. E., por las razones repetidamente expuestae 
=en anteriores Memorias, que manifieste, si á bien lo tie- 
pne, al  Gobierno de S. M., 1% conveniencia de orear en 
>esta Audiencia una plaza de Presidente de la Sala de lo 
>criminal, 6 de Biagistrado á la misma adscrito, con lo 
D cual funcioi: arán perfectnmente las Salas, regularizan- . 

2 dose el servicio íi las mismas encomendado., Yo hago mío 
ese ruego, y3  que tanto por lo que el Fiscal de Albacete 
indica, como por otros datos que esta Fiscalía tiene, consi- 
dero de verdadera necesidad el aumento que se solicita. 

Mas grave aún es lo que expone el Fiscal de Oviedo. 
cNo son los niotivos indicsdos los únicos (alude it los que 
>originan el aumento en la criminalidad), existe otro de 
.tanta 6 mayor importancia, y del que me ocupe en la Me- 
>moría del ailo pasado. Me refiero á la falta de personal 
*en esta Audiencia. Imposible es, dado el número de asun- 
2 tos civiIes y criminales de que entiende, que puedan, por 
nmuchos que seun los esfuerzos de los Nagistrados, resol- 
.verse con la brevedad que fuera de desear, y esta demora. 



,de dos 6 tres afíos en señalar día para la celebración de 
alos juicios orales, trae como consecuencia la impunidad, 
.por la ausencia del procesado 6 de los testigos cuando lle- 
Dga el día ~cñalado, en ignorado paradero, sin perjuicio 
xde la acción que ejerce el tiempo en el recuerdo de los 
.sucesos, dsndose con frecuencia el caso de que el mismo 
=ofendido sea el que muestre más interbs en favorecer 4 
>su ofensor, teniendo, ademhs, que s&spenderse diaria- 
amente las sesiones de esos juicios con tanto y tan obli- 
=gado retraso señalados, efecto de no haberse podido citar 
=testigos de importancia por cambios de residencia, lo 
.cual, aparte del trabajo que supone, perjudica al  Estado 
.con el abono de dietas á los que han comparecido., 

Si yo no he entendido mal lo que dice el Fiscsl de Ovie- 
do, los dos 6 tres años de que habla, son desde que une 
causa sc pone en estado de señalar hasta que se puede ha- 
cer el señalamiento, y, siendo así, encuentro grave sobre 
toda ponderación, el hecho que se afirma, y aun añadirc, 
que estoy cerca de pensar que el estado á que la carencia 6 
escaEez de peikúnal ha traído 4 la administración de jus- 
ticia criminal en la Audiencia de Oviedo es deplorable y 
reclama urgente remedio. Malo sería que el retraso de dos 
6 tres años fuera desde que se incoa el sumario hasta l a  
celebración de1 juicio. No habría positivamente raeón para 
elogiar la rapidez en el procedimiento; pero dos 6 tres 
años suspeadido el proceso en espera de turno para ce- 
lebrar el juicio pilblico, me parece de tanto bulto, que por 
decoro de la administración de justicia, prefiero creer en 
un error de niimeros 6 en una mala inteligencia mía. De 
todos modos, habr4 de completar el conocimiento que 
ahora tengo para adoptar las medidas que la excepcional 
gravedad del caso haga pertinentes. 



Dentro de este concepto general de la inspecci6n sobre 
la administración de justicia, debe mencionarse la reor- 
ganización de los Tribunales de Barcelona, en cuanto á la 
categoría de los funcionarios que allí prestan siis sorvi- 
cios. Era una necesidad desde larga fecha reconociJa, que 
se colocara en oondiciones mhs decorosas, pqr lo q i ~ e  al 
sueldo se refiere, 4 los Magistrados, Piscalcs g Jueces que 
ejercían sus funciones en la mbs populosa é importante 
de las ciudades de EypaEa, á la vez que se anmentarn su 
número en consonancia con el extraordinario de negocios 
civiles y criminales en que entendian. LB ley de 15 de 
Marzo filtimo respondió á esas exigencias con aplauso de 
la opinión y con ventaja para la causa pública. El Piscal 
de aquella Audiencia se hace cargo de diclia reorganiza- 
ción para patentizar sus beneficiosas consecncncias, y 
manifiesta que en el tiempo transcurrido desde que se 
implantó la reforma, se nota mayor rapidez en la tramita- 
ción y más acierto en la formación de los sumarios. 

menciona también que con el aumento de pcrsonal ha 
. podido constituirse en la Audiencia una tercora secci6n 

para lo criminal, que permito ver y fallar un nilmero gran- 
de de causas que antes por prccisión llevaban iin curso len- 
to, abrigando la persuasibo aquel funcionnrio de que el 
afío próximo han de quedar pendientes muchas menos de 
las que aparecen en los estados que acompalla. De donde 
resulta que el refuerzo numérico del personal y el  aumen- 
to de la dotación por la elevaci6n de la categorfa, no a610 
redunda en mayor prestigio de los que en Barcelona des- 
empeGan funciones judiciales y fiscales, sino que garantiza 
la regularidad en el servicio, qiiitando raz5n de ser á las 
quejas y reclamaciones que antes se producfan. 

E n  justo tributo á la cultura de la capital de Cataluña, 



copio Ins manifestaciones con que finaliza esa parte de la 
Mrmoiia del Fiscal de quien estoy hablando: =Como con- 
~sccuencia, dice, de la reorganización de Tribunales se 
.hizo indifipensable realizar mejoras en el mobiliario de 
s11i Audiencia y Juzgados, presentando hoy un aspecto 
mmuclio más decoroso y digno de sil ohjeto. Tanto la Uipu- 
ntación conio el Ayuntamiento de esta ciudad se hallan 
 animados de los mejores propósitos para la terminacibn 
*del Palacio de Justicia, y en el pr6ximo presupuesto ex- 
~traordinario que ambas Corporaciones harán en este alio, 
.hay mny fundados motivos para creer que se incluirá la 
,cantidad nece~aria al efecto, con lo cual podrán estar 
~ m r j o r  atendidos los servicios O instalados los Tribunales 
>de un modo ~crdadernmente esp1éndido.a 

Y no 6610 con~igno lo que antecedo por el aplauso que 
merece el celo y desprendimiento de las Corporaciones 
populares de Barcelona, sino para que pueda servir de estf- 
mulo B alguna otra capital, donde lo que se relaciona con 
los Tribunales de justicia no se mira con tan respetuosa 
solicitud. Son varios los Fiscales, que aun sabiendo que 
sus lamentos se perderán entre el confuso ruido de otras 
mil a~piraciones no atendidas por circunstancias que se 
sobreponen á las voluntades mejor templadas, indican con 
mal encubierta pena la desdeílosa apatia con que tocan 
oada vez que intentan algo para reparar los estragos del 
tiempo en los locales donde la majestad de la justicia vive 
en con~orcio con la humildad y la pobreza llevadas 4 su 
m8s bnja expresión. 



El Fiscal como órgano de lii jiiriñdiecitin recguíi.ciiie. 

Tantas voces, tan autorizadas y elocuentes, han procla- 
mado las excelencias de la Institución fiscal, qiic seria te.  
merario empe50, más censurable en mí que en otro algu- 
no, el de enderezar mis pasos por ese ~eiidero, pues ni nada 
nuevo podría decir, n i  mi objeto en este momento es com- 
prometerme en una defensa teórica que ninguna apremian- 
te necesidad reclama. El arraigo, por otra parte, del Mi- 
nisterio público entre nosotros, con su base en la natura - 
leza del Estado y en la constitución politica de la sociedad 
española, harfan inoportuno el tema si por una indiscre. 
oión que difícilmente me perdonaría, osase desenvolverlo, 
cuando 4 través de la ruina de tantas otras instituciones, 
la nuestra ostenta, aqiif y fuera de aquí, una existencia 
cada día más vigorosa y robusta como encarnación de las 
leyes y baluart,e de las libertades. 

Pero, por más que concretamente no sea eee mi objeto, 
algo con él se relaciona lo que pretendo decir, ya que, si 
bien no he de remontarme á lucubraciones cientfficas y dc 
carácter abstracto, de ellas partiré como punto de arran- 
que para las observaciones que habrE de exponer. E1 Mi- 
nisterio fiflcal no es un organismo auxiliar dc la adminiq- 
trnción de jnsticia, sino una fuerza independiente, insus- 
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tituiblc y necesaria para la realizaci6n del derecho en el 
proceso criminal. La funciSn punitiva del Estado es ab- 
surda y tiránica sin el llinisterio fiscal, y su sola presen- 
cia en el juicio es un homenaje á IR justicia en favor de loa 
justiciables. Por eso decía uno de los más afamatlos j u r i ~ -  
consultos de nuestros días que en la evolución hist6ric:i 
do1 derecho, en el lento y fatal camino de la humanida~l, 
aparece siempre, en una 6 en otra forma, la austera figura 
do1 egregio representante de la ley. Restar, pues, faculfa- 
des y atribuciones al que tal investidnra tiene, es alterar 
la  naturaleza del juicio criminal si Cste ha de inspirarse 
en los dictados de la ciencia y en las exigencias de toda 
buena organización. 

De hecho en nuestra Patria, abiertas las puertas de par 
c ~ i  par á las corrientes modernas, el llinisterio fiscal tuvo 
uii desarrollo grande, encargóndose la esperiencia de ncre- 
ditar la bondad de la idea y el feliz acierto en su desen- 
volvimiento. Circunscrito 6 su misión, extra30 á los acon- 
tecimientos políticos y desligado de las pasiones de ban- 
dería, sil historia es la de los adelantos Iegislativos y ju- 
rídicos de que nos envanecemos, porque merced á ellos 
marchamos al nivel de las demBs Naciones cultas y vivi- 
mos en un régimen legal de garantía y de igualdad. J)es- 
terrados los abusos y las rutinas de doctrinas empiricas 
cuyo recuerdo sonroja, los ciudadanos están seguros de 
conservar su personalidad y los derechos á ella inherentes, 
seáles la fortuna próspera 6 adversa, que si los atributos 
de la ciudadania son estimables para el hombre venturoso 
que recorre el camino de la rida sin tropiezos, para el per- 
seguido por la desgracia son precioeos y sagrados. 

Paso á paso ha ido el linisterio fiscal ganando terreno, 
y hoy, con beneplácito general, su campo de acción se ex- 

6 



tiende y ensancha hasta el extremo de poder afirmarse que 
su oficio se requiere y se hace sentir en todos los órdenes 
relacionados con las leyes que habitual 6 escepcionalmen- 
t e  aplican los Tribunales. La variedad de casos que oom- 
prende el art. 838 de la ley org$nica del Poder judicial, 
explica lo complejo del cargo fiscal y lo importante y de- 
cisivo del papel que el legislador le encomienda. Defensor 
nato del orden legal y social, representante del poder pú- 
blico, centinela de los derechos otorgados por la Constitn- 
ción, tutor de los que se encuentran desvalidos, es el cije 
principal sobre que gira el mecanismo de la administra- 
ción de justicia. Con facultades regladas 6 sin otra regla 
que su prudencial juicio, investiga, inquiere, denuncia, 
impetra, acusa 6 defiende y despuEs inspecciona y vigila 
lo juzgado para exigir responsabilidades á los juzgadores, 
si á ello hubiere lugar, 6 hacer que se cumpIan las por 
ellas impuestas. 

Decir, no obstante, que el Ministerio fiscal no tiene im- 
pugnadores, suponer que aun aquellos niismos que le re- 
conocen como parte integrante de un sistema orgánico, ra- 
cional y cientifico no miran con recelo la extensión de sua 
atribuciones con el pretexto de peligros más 6 menos ima- 
ginarios y de daííos no denunciados por la realidad, pero 
si posibles, porque en lo humano no hay imposible nada, 
sería cerrar los ojos á la evidencia y precisamente para 
contetitar á esos enemigos, escribo estas lineas, que someto, 
como todo lo que expongo, al superior criterio de V. E., 
por si el razonamiento que va á servirme de apoyo tuviera 
fuerza bastante á evitar que las proyectadas reformas in- 
troduzcan innovaciones injustificadas y expuestas á malo- 
grar la obra legi~lativa que hoy rige sin levantar protestas 
ni suscitar conflictos. 



Anda por ahí la eepecie, escuchada de viva voz en oca- 
sión solemne, de que hay que depurar el sistema acusato- 
rio que convierte 4 los juzgadores en personajes pasivos y 
mudos sin facultad para emitir juicio mientras el Fiscal 
no acuse; y esto, dicho asf, 6 significa la abolición del si8- 
tema acusatorio, 6 no significa nada, porque la esencia de 
ese sistema estriba en que el acusador sea el dueño de la 
acción y los juzgadores meros jueces silenciosos del campo, 
según la frase del propio legislador, que vigilan la obser- 
vancia de las condiciones pactadas y conceden, terminada 
la lid, el galardón al triunfador. 

Mas, den qué razón puede fundarse esa idea de depu- 
ración, sinónima de supresión y aniquilamiento? Porque, 
al cabo de veintitrés años que lleva en rigor la ley de En- 
juiciamiento con su sistema acusatorio algo atenuado, esta 
Fiscalía, que ha estado atenta 4 los movimientos de la opi- 
ni6n, no tiene noticia de que hayan sufrido quebrantos los 
fueros de la justicia por mal uso que el Ministerio fiscal 
haya hecho de su facultad de  ost tener 6 retirar la acusa- 
ción; antes bien, si pecan los funcionarios fiscales, y estoy 
muy distante de creer que eso sea un pecado grave, es por 
exceso de parsimonia y meticulosidad. Actilian los Fiscales 
en público, después.de oidas las pruebas por todos y de 
conocidos todos los antecedentes de la causa, con respon- 
sabilidad moral y legal ante sus superiores y ante la socie- 
dad: sus deslices, sus complacencias 6 sus errores, tienen 
eimultánea comprobación; el crédito y el prestigio que 
arriesgan no es suyo sólo, sino también de otros que se 
hallan presentes,.y, si en estas condiciones la censura calla 
y las mil lenguas de la maledicencia enmudecen, bien po- 
demos asegurar que ni la maledicencia ni la censura en- 
cuentran nada digno de reparar. 



dQuerrii sostenerse, por ventura, que no debe oponerse 
un valladar infranqueable al juicio del Tribunal colegiado, 
que, precisamente por esta cualidad de colegiado, ofrcr e 
más garantia de acierto para el reconocimiento y triunfo 
de la rerdad, qiie un criterio personal, como es el del acu- 
sador público? En esto habría niuclio de arbitrario y con- 
vencional. Sin siiscribir yo en absoluto á la opinión de los 
qiie afirman Eer iin hecho constante de psicología colectiva 
que varios hombres reunidos tienen una capacidad media 
infeiior la de cada uno de ellos por separado, diré, sin 
embargo, qiie las colectividades son también susceptibles 
de error, y que ese error, cuando procede de un Tribunal 
de justicia, es infinitamente más gravoso y funesto que el 
que pueda cometer el Fiscal; pues el de éste 8610 puede 
consistir en sustraer á la pena como inocente al que es cul- 
pable, ya que los demás errores tiene potestad el Tribunal 
para corregirlos y enmendarlos, mientras que los que éste 
cometa en disconformidad con el Ministerio público, serfin 
á la inversa, condenando como culpable al que en realidad 
es inocente: contingencia temerosa que basta para enfriar 
el entusiasmo de los que de buena fe corren tras de una 
modificación por nadie pedida ni por ninguna necesidad 
reclamada. 

El transito del sistema inquisitivo al acusatorio se hizo 
sin dificultades, y el legislador, para calmar las suspicacias 
y recelos de los que fatalmente ven siempre en toda inno- 
vación espansiva un germen de corrupciún y desorden, es- 
tableció la limitación contenida en el art. 733 de la citada 
ley de Enjuiciamiento. Es  cuanto se puede admitir en esa 
materia sin desnaturalizar el sistema. El  error de enten- 
dimiento en que pucde incurrir el Fiscal, equivocando, á 
juicio de los juzgadores, la calificación del hecho justioia- 
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ble, se remedia y subsana por el mismo Tribunal del modo 
en la ley prévisto; pero, en lo que depende de la deterrni- 
nación de la voluntad en cuanto al ejercicio de la accibn 
accisatoria, el Fiscal es libre y señor de su albedrío, sin 
qiie el error que en ese punto cometa, si es que lo comete, 
piieda ser subsanado ni corregido. 

Insisto en lo que antes decía. El error es el patrimonio 
de todos, y está en tela de discusi6n si en ese respecto ofre- 
cen más garantía los Tribunales cnlegiados 6 el juicio uni- 
personal, supuestris, como es de rigor, las dotes indispen- 
sables de competencia y rectitud en unos y en otros; y, s i  
fuera posible despojar el argumento de la nota de van* 
gloria que el Xinisterio fiscal no quiere darle, diría que en 
la colección de sentencias del Tribunal Supremo se halla 
la demostración de que en la mayor parte de los recursos 
iiiterpiiestos por esta Fiscalía, el Tribunal colegiado fué el 
que incurri6 en error. Admitida esa falibilidad de las co- 
lectividades, considhrese cuán peligroso sería dejar al Tri- 
bunal colegiado el arbitrio de condenar al que el Fiscal no 
acusa. I 

En donde aparece más grave la cuestión es en el terreno 
de los principios. Cometido un delito, el Estado tiene á SU 
disposición todos los medios de que dispone el Poder píl- 
blico. La policía, la fuerza armada, la cárcel, el Juez ins- 
tructor y el sumario. Durante el primer período de la cau- 
sa el presunto culpable no pierde su personalidad, pero 
está sometido á la coacci6n que sclire 61 ejerce la sociedad 
organizada, y tiene limitados sus derechos, porque asi 10 
exige la defensa social que, depositaria del Poder, lo em- 
plea como le parece conveniente para preparar sus armas 
de ataque, reduciendo á la impotencia al acusado. Dejemos 
á un lado si debe 6 no ser asf, puesto que no se trata de 



eso; pero, terminado ese periodo de preparación y de defen- 
sa privilegiada, el Estado, el daíío causado por el delito y 
esa abstracción que se llama vindicta pública, constituyen 
una sola personalidad que, ni por razones de justicia, ni por 
motivos de conveniencia pública, es distinta en derechos 
y obligaciones del supiiesto criminal. En el juicio s610 se 
busca la verdad. El interés de la sociedad consiste en que 

. se cumpla la ley, castigando al culpable 6 absolviendo al 
inocente. El supremo ideal es la justicia, y, por consiguien. 
te, el que afirma y el que niega, el que acusa y el que ex- 
culpa, son igualmente acreedores á que se les oiga y atien- 
da, para lo cual deben disponer de idénticos medios y re- 
CUi'BOS. 

Planteada la contienda, la lealtad y la igualdad deben 
ser sus arman. La persona enjuiciada tiene pleno derecho 
B saber por qué se le acusa, y qué responsabilidad se le 
pide, sin que en ningún caso parezca tolerable que recaiga 
condena cuando el que acusa confiesa su error y retira la 
acción que ejercitaba; que, si en lo civil es un defecto que 
vicia la sentencia el que ésta otorgue más de lo pedido, en 
lo criminal seria el regreso á sistemas condenados por los 
fiombres de ciencia y por la razón: y hé aquf por qué dije 
al principio que el Fiscal, como genuino órgano de la juris- 
dicción requirente, es dueño de la acción acusatoria y de 
sus lógicas consecuencias. 

Sin necesidad de exponerlo habrá adivinado la penetra- 
ción de V. E., que, en mi mente, hago todo género de sal- 
vedades, por lo mismo que razono sobre uno de tantos pro- 
blemas de posible discusión en el porvenir, pero guardan. 
do los respetos debidos 6 las opiniones ajenas y el acata- 
miento obligado, cuando llegue la sazón, á los preceptos 
que las leyes contengan. 



El Fiscnl en sn fonelón inspectora. 

Desaparecidos los Promotores, se encontró el legislador 
oon un vacfo en lo que respecta 4 la vigilancia que al Esta- 
do incumbe en la instrucción de los sumarios, pues los Jue- 
ces de instrucción, instaurada la reforma llevada á cabo 
en 1883, se iban á encontrar sin la intervención directa y 
continuada y sin la cooperación que aquellos funcionarios 
prestaban, y se ocurrió á la dificultad del modo que de- 
termina el art. 306 de la ley de Enjuiciamiento, 6 sea en- 
comendando 4 los Fiscales de las nuevas Audiencias la 
inspección de las diligencias sumariales. La función, pues, 
del Fiscal en el proceso es doble, por cuanto obra como 
representante de la sociedad y como representante de la 
ley. La función eocial la ejerce en el sumario y la jurídica 
en el juicio. 

Para restablecer el derecho perturbado por el delito, la 
sociedad ofendida necesita aportar datos que desbaraten 
las maquinaciones del culpable, cuyo interes se cifra cn 
eludir la responsabilidad que contrajo, borrando las hne- 
Ilas de su accidn para dsspistar á la justicia, y aun crian- 
do el Juez tenga obligaciones en ese orden, ni el cúmulo 
á veces abrumador de sus ocupaciones, ni la índole del 
cargo que desempeña, son abonados para garantir el Bxito. 
La gestión del Fiscal, 4 quien son lícitas las investigacia- 
nes, lo mismo en el terreno oficial que en el confidencial, 
completa la obra de tutela social, haciendo, ademhs, im- 
posibles aqiiellos abusos que deben temerse cuando todo 
se ffa al esfuerzo y al celo de un solo hombre. 

Hasta qué punto se realice hoy este fin lo dicen 10s 
Fiscales en sus Memorias, trasunto rcproducci6n de las 



de años anteriores. Se incurriría de segiiro en inexactitud 
si se negare la existencia de la inspección fiscal en los su- 
marios, 6 si se dijera que esa funcirin no puede ejercerse 
con fruto; antes bien, á esta Fiscalfn consta que, no sólo 
en las capitales de provincia donde el Rscal reside y tiene 
ocasión oportuna de estar al habla con el Juez instructor, 
cuando no de asistirle con su presencia y consejo en los 
casos que mbs puedan exigirlo, sino en los demás Jnzga- 
dos tiene efecto la inspección, sin que al Juez le sea dable 
sustraerse á ella; pero resulta, en verdad, superficial y más 
débil de lo que importa al interés público. 

Convienen todos los Fiscales, ahora como antes, en que 
Ia única forma de inspección eficaz, de las tres que rnen- 
ciona el citado art. 306 de la ley procesal, es la personal; 
pero también la más dificil de todas, excepto en la capi- 
tal de la provincia. Fuera de ella se circunscribe it casos 
extraordinarios y excepcionales, á lo cual contribuye no 
poco el que para viajar tiene el funcionario qiie adelantar 
el importe de los gastos que el viaje le ocasiona en la se- 
guridad de que el reintegro ha de ser trabajoso y tardfo, 
como lo comprueba lo que expresé en mi ~ T I ~ ~ O R I A  ante- 
rior al tratar este mismo punto, aduciendo el ejemplo de 
lo ocurrido en Sevilla, donde el funcionario fiscal que fué 
á inspeccionar el sumario que se formó por delitos que tu- 
vieron resonancia universal, á los seis meses de prestado 
ese servicio, aún se le adeudaban los desembolsos que ha- 
bía hecho, y Dios sabe el tiempo que aíin tr:xnscurrirfa 
liasta reintegrarse. Por eso no es de extrazar que sean 
muy contadas las veces en que los Fiscales 6 sus auxilia- 
res acudan al lado de los Jueces instructores de fuera de 
la capital, y qiie las salidas con ese objeto no excedan de 
dos 6 tres durante el año en las Fiscalías qnc tuvieron que 



acudir á ese medio de inspección. La ejercida sobre lo3 
demás sumarios fiié por testimonios, con todos los incon- 
venientes y deficiencias otras veces puntualizados. 

No para aqui el daño, sino que lo acrecienta la inter- 
vención de los Jueces municipales en la formación de los 
sumarios, ya sustituyendo á los Jueces de instrucción en  
vacantes, ausencias y enfermedades, y ya practicando las 
primeras diligencias cuando el delito se ha cometido en al- 
gún pueblo rural y el Juez de instrucción no puede 6 no 
estima oportuno constituirse inmediatamente en el lugar 
del suceso. Varios son los Fiscales que discurren sobre eso, 
y, en la imposibilidad de transcribir lo que cada uno dice, 
opto por dejar la palabra al de Bnrgos, porque atendidas 
las condiciones topográficas de aquella provincia, apa- 
recen más perceptibles las anomalías y defectos. Se ex- 
presa así: 

K..... La ilustración y celo que ponen á contribución 10s 
»Jueces instructores, suplen hasta cierto punto la falta de 
»inspección personal. No puede decirse otro tanto respec- 
~ t o  á la ausencia de los Jueces de instrucción durante los 
nprimeros momentos de la incoación de los sumarios, fre- 
%cuente por desgracia, y que, si en ningún caso tiene fácil 
»sustituci6n, es en esta provincia mucho más lamentable 
,,por las especiales condiciones de la justicia municipal 
.»llamada á dicha sustitución. .El juicio que en general me- 
nrece esta institución, su irregular funcionamiento y las 
»deficiencias que acusa, son cosas que á nadie se ocultan. 
,Fruto las más veces del cacicato local, cuyas demasfns 
>nada respetan, los Jueces municipales dan un carácter 
>poco atractivo y recomendable á la administración de jus- 
~ t i c ia  en los respectivos términos municipales, no obgtan- 
,te los esfuerzos que para combatir el influjo deletéreo que 
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.que en esa materia ejercen, emplean los dignfsimos fun- 
~cionarios del Poder judicial en todas sus categorías. En 
,esta provincia es donde se tocan más de cerca los incon- 
xvenientes de la justicia municipal, incubada al calor de  
slas exigencias políticae, inspirada en el deseo de servir á 
.sus adeptos 15 influida 4 veces por pasiones malsanas. 
.Para una población de 340.000 almas, tiene la provincia 
2511 Juzgados municipales, fracciones territoriales mi- 
xcroscópicas en donde el que administra justicia conoce 
Dril detalle 4 sus administrados y puede fhcilmente, si no 
ale anima eapiritu de rectitud, hacer sentir sus arbitrarie- 
xdades, cuando sus inclinaciones, afectos 6  compromiso^ 
nle impulsan por torcidos caminos. Hay 40 términos mu- 
nnicipales que no llegan á 200 vecinos, y más de 50 me- 
anores de 300, resultando de aqui que los elegibles para 
.Jueces y Fiscales municipales apenas saben leer y escri- 
abir, y como los pueblos por su escasisima importancia 
*carecen de medios para tener un regular Secretario de  
.Ayuntamiento, que pudiera á la vez serlo del Juzgado 
.municipal y suplir ante los apremios de la realidad las 
.deficiencias del Juez, es imposible exigir de los que ac- 
>tualmente desempefian estos cargos ningiin servicio, por 
=sencillo que sea, en orden á la buena marcha de tales Juz- 
s gados. Impónese, pues, la necesidad de acometer iunova- . ciones en el modo de ser de los organismos en que encar- 
B na la justicia municipnl, fundiendo en agrupaciones rela- 
B tivamente grandes las demarcaciones municipales hoy 
.existentes, y sustituyendo la autoridad personal de los 
sactuales Jueces con la colectiva de los scabinatos tan en 
aboga en paises extranjeros. 9 



El .lncz instructor en s i ~ r  rclnclnnes cnn el  Biscrl. 

Intimamente enlazado con el tema anterior está el que 
acabo de enunciar. Rspreseutando el Fiscal y el Juez iu9- 
tructor intereses afines que se unen y compenetrau, slis 
relaciones preciso es que se funden en la armonfa y mutuo 
acuerdo. Dfe complace, pues, poder significar que ni  uno 
solo de los Fiscales formula quejas en ese concepto y, en 
cambio, bastantes son los que expresan hallarse satisfe- 
chos del comp~rtamiento y considerada atención con que 
los Jueces instructores reciben las peticiones 6 adverton- 
.cias que para los fines del proce3o criminal aquéllos les 
dirigen. 

En la ardua tarea de instruir los siimarios, e1 Juez no 
debe encerrarse en esclusivismos ni hacer intempestivos 
alardes de una independencin ¿'i la que nunca pe~judica 
prestar ofdos á los requerimientos razonables de quien ha 
.de tener el sumario como piedra angular de sus futuras 
pretensiones, porque del sumario sale el acta de acusación 
provisional y de esa fuente se han de tomar las pruebas 
que se articulan en el juicio y que tienen una importancia 
capitalfsima para el acusador, supuesto que ya no le ha de 
ger permitido articular otras, salvo lo que para cirmustan- 
cias especiales prescriben los arts. 729, 745 y 746 de 18 
ley procesal. ~ i j o  el Juez en esta consideración y sin per- 
der de vista que el sumario no lo instruye para sf sino 
para otros, que su jiirisdicción es transitoria y no llega más 
que hasta el auto de terminación, en tanto que aquí co- 
mienza lo más importante y grave de la rnisión fiscal, 8610 
debe emplear resistencias y oponer negativas cuando Io 



que por e1 Fiscal se interesa es de notoria impertinencia 
6 de conocida 6 incuestionable inutilidad. 

DespuBs de todo, esto no es un juicio mio, sino del pro- 
pio legislador. La  ley rituaria en su art. 311 manda que el 
Jnez que instruye el sumario, practicará las diligencias 
que le propusieren el Blinisterio fiscal 6 el particular que- 
rellante, si no las considera inútiles 6 perjudiciales; y este 
precepto ímperativo bien claro dice que no cabe negar lo 
que el acusador público, aquel que no tiene m8s objetivo 
que el de la ley y la justicia, interesa por divergencia de 
apreciación sobre la mayor utilidad y presumible resultado 
de la diligencia propuesta; no. El  principio legal está re- 
dactado de tal modo, que da á las diligencias que pide el 
Fiscal la presunción jzwis de pertinentes, que s610 cede 
ante una evidencia en sentido contrario; pero lo que IH, 
ley dice la razón lo coufirma.'~igente el sistema acusato- 
rio, el sumario es para el Fiscal y, en tal supuesto, el Juez 
qne en' la instrucción siga un procedimiento eliminativo 
con relación a l  Fiscal, conspira contra los verdaderos fines 
del juicio y siembra de obstáculos la marcha del proceso, 
ya porque el Fiscal verosímilmente conseguirá de la Au- 
diencia la revocación de las negativas del Juez, y ya por- 
qne el tiempo q ~ o  se invierte en la tramitación de los re- 
cursos á que esto dé lugar, es fuerza que se quita y opor- 
tunidad que se pierde en dafío de la sociedad y de la ac- 
ci6n que á su nombre se deduce. 

E1 proícsaúo como sugeto d e  dereclios y d e  neciones. 

A cambio de positivos males en otros conceptos, la ci- 
vilización y el progreso ha dado satisfacción á la concien- 
cia humana creando un estado de dereclio inspirado en l a  



razón y en el respeto á nuestros semejantes. Proscriptos 
antiguos métodos forjados por la rudeza y el prejuicio, des- 
cansamos todos en el amparo de la ley que jamás abandona 
a1 individuo, cualquiera que sea su condición y el mérite 
6 demerito de sus obras. A la arbitrariedad, á la preven- 
ción y al ciego furor en el trato del presunto culpable de 
iin delito, ha seguido la regla juridica equitativa, discreta 
y suave, sin tortura n i  mancilla, sin odio ni prevención. 
La idea de la venganza social se nos presenta mezquina y 
repulsiva, y nuestro instinto, nuestra razón y nuestro sen- 
timiento rechazan, como rechaza la ley, toda aedida co- 
activa y todo sufrimiento impuestos al reo que no estén 
aconsejados 6 requeridos por una elemental prudencia 6- 
por la ley imperiosa de la necesidad. 

H a  arraigado de tal modo entre nosotros el culto á la  
personalided humana y el sentimiento de lo justo, que por 
espantoso que sea un crimen, por mucho que hiera á las 
conciencias honradas y que alarme á la opinión, se levan- 
tara una protesta de profunda indignación contra la per- 
versidad del ciilpable, y se pedirá con ansias de justicia 
que se le imponga todo el rigor del castigo á que se ha 
hecho acreedor, pero nadie pensará ni nadie consentirfa 
que se le sometiese á un régimen de crueldad ni que se le 
negasen los derechos que asisten á los demás hombres, 
estén 6 no sujetos á un procedimiento criminal. 

Nodelo en esa parte nuestra ley de Enjuiciamiento, ha 
cuidado de que, con ocasión de perseguir delitos, no qne- 
den desconocidaslas garantías constitucionales,que podrán 
modificarse en alguna parte, si ello fuera indispensable 
para la investigación de la verdad, pero que subsisten en 
su esencia. La libertad personal, la de emisión del pensa- 
miento, la de asociación, la de residencia, la inviolabilidad 



del domicilio y de la correspondencia, todo esta reglado 
con tal escrbpiilo, que sólo un fallo judicial recaído tras 
amplio debate, con igualdad de medios sostenido, puede 
interrumpir, por más 6 menos tiempo, su disfrute y ejer- 
cicio. 

Timbre de honor es para el Tribunal Siipremo y para 
esta Fiscalía haber interpretado siempre con espiritu 
abierto los preceptos de la ley. Por la influencia de deter- 
minadas convicciones, por reminiscei~cias de otros méto- 
dos de enjuiciar 6 por un espíritu de defensa social no 
bien entendido ni  serenamente formado, cn ocasiones di .  
versas los Tribunales inferiores tomaron acuerdos y reso - 
luciones de las que salfan mal librados los derechos de las  
personas sometidas á proceso. Creyóse por algunos fun- 
cionarios que, por no mencionarlo el art. 354 de la tan- 
tas veces nombrada ley de Enjriiciamiento, el procesado 
no podfa apelar de los autos de procesamiento dictados 
por los Jueces de instrucción para ante las Audiencias. E1 
Tribunal Supremo no pndo resolver esa duda, porque con- 
tra tales autos no se otorga recurso de casación; pero esta 
Fiscalía, en repetidas ocasiones, encargó 5 sus subordina- 
dos que defendieran con tesón la doctrina contraria, y los 
razonamientos que adujo fueron cle tal fuerza y de tanto 
valor, que los Tribunales los aceptaron, y hoy la práctica 
es uniforme en el sentido de considerar esos autos apela- 
bles por los procesados. 

Otro tanto sucede respecto á si pueden reponerse 6 de- 
jarse sin efecto esas resoluciones por el mismo que las 
dictó, á instancia del procesado 6 del Fiscal, y más mar- 
cadamente aparece el criterio de estricta legalidad de esta 
Piscalfa, favorable á. las garantías de que siempre ha de 
estar asistido en el proceso la persona del supuesto culpa- 
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ble, en lo relativo á la forzosa presencia de éste en las se- 
siones del juicio, anatematizando como ilegftimo y absur- 
do el que pudiera recaer una condena á sus espaldas, 
pues ei eso no cabe hacerlo cuando la ausencia es volun- 
taria, menos cabrá cuando obedece á un motivo legitimo, 
como lo es la imposibilidad por enfermedad crónica 6 de 
muy larga duración. Esto significa que e1 procesado no es 
ya siervo de la czrria, como elocuentemente le llamaba la 
exposición que precede 4 la ley refiriéndose á tiempos 
anteriores, sino sujeto hábil de derechos y acciones, sin 
que con ello la cansa pilblica haya perdido lo que la hu- 
manidad y la justicia indudablemente ganan. 

En  esos tres grsndes ciclos de la justicia punitiva, el 
crimen, el juicio y la pena, se presenta el ministerio de la 
defensa ostentando los mayores títulos á la conrsideración 
pública y los timbres más legftimos de honorabilidad. Si 
el Ministerio fiscal tiene la augusta representación de la 
ley y de la sociedad organizada para los fines de la vide 
colectiva, el defensor representa los fueros de la humani- 
dad y del individuo que, sujeto en prisiones 6 sometido A 
iin poder para el incontrastable que le avasalla y le arro- 
IIn, sufre una persecución tal vez injusta y necesita igua- 
lar la lucha con un enemigo prepotente para salvar su 
vida 6 arrancar de manos de su acusador, siquiera sea en 
jirones, su libertad y su honor. 

Defender al inocente, proteger al débil, agotar todos 
los recursos de una nobilisima profesión para reparar in- 
justicias y restañar dolores en beneficio del desvalido á 
-quien la sociedad señala con el estigma del deshonor, an- 



ticipando juicios que aoaso se confirmen, pero que hasta 
tanto que esto ocurra no son mhs que un sentimiento de 
agresiva impiedad para con la miseria y la desgracia, 
constituye la más alta de las prerrogativas y la más bella 
de las funciones It que da lugar el proceso criminal. Puede 
la justicia humana tener sus privilegios en orden á la in- 
vestigación y comprobaci6n de los delitos y aseguramiento 
de Ia persona del ciilpable, mae todo eso no afecta á los 
derechos de la defensa. Por uno ií otro camino, por el de 
la acusación 6 por el de la esculpación, se inquiere la 
verdad, que es el gran ideal del espíritu y que no está 
vinculada en ninguna entidad ni en ningún cargo, por 
preeminente que sea. El hallazgo de la verdad es el inte- 
r6s socid y el fin de justicia, y desde cse punto de vista, 
tan santa y tan noble es la acusación como la defensa, tan 
respetable é inmune el ministerio del acusador como el 
del defensor. 

Esto sentado, si la sociedad se ha organizado para rea- 
lizar el derecho, y la esencia del derecho es la justicia y 
la verdad, en el debate judicial la sociedad está represen- 
tada lo mismo por el que acusa que por el que defiende, 
sin contar con que el triunfo de la inocencia encarcelada y 
oprimida es, no sólo el triunfo de la justicia, sino el triunfo 
de la humanidad. Por eso ilustres pensadores de corazón 
generoso han patrocinado la idea de una magistratura de 
defensa, 5 semejanza de la fiscxl, cuyas condiciones de 
competencia y rango oficial contrapesasen la autoridad y 
prestigio que, en opinión de las gentes indoctas, hacen 
que la balanza se incline con sobrada frecuencia del lado 
del Ministerio piiblico. 

Sea 6 no quimérica tal aspiración, lo que está fuera 
dc doda, es el que el defensor ejerce en el proceso crimi- 



nal, y, sobre todo, en el periodo del juicio, un ministerio 
también pGblico y social; que sus derechos, sus recursos y 
sus prerrogativas, son las prerrogativas, los recursos y los 
derechos del representante de la acusaci6n; que si el de- 
fensor viene obligado á rectitud, mesura y comedimiento, 
debe, en cambio, facilitarsele el desempeño de un come- 
tido de siiyo espinoso y difícil, porque es la lucha de un 
hombre contra todas las fuerzas en acción y contra todos 
los prejuicios de la sociedad; y qiie la desigualdad, el d e s  
vfo 6 la resistencia para con la defensa, puede estorbar al 
conocimiento de la verdad, con daño, de fijo involuntario, 
pero no por eso menos gravoso para el interés de la justi- 
cia que se pretende servir. 

Temía el preclaro autor de la ley procesal vigente que 
el carftcter individualista de ésta y las concesiones que se 
liacian al principio de libertad parecieran á una parte de 
nuestros Jueces y Magistrados sin duda exhorbitantes. 
Acaso fuera asi entonces, mas hoy es justo decir que nues- 
t ra  Magistratura se ha identificado con el espirita de la 
ley y la aplica con su acostumbrada lealtad. Sabe perfec- 
tamente que al hacerle el legislador (me contraigo á las 
causas que no son de Jurado) soberano de los hechos, con 
la facultad inapelable é indiscutible de apreciar las prue- 
bas sin m$s reglas que las que le dicte su prudeucia y con- 
ciencia, no se propuso tan solo condenar y proscribir sis- 
temas en que ra excesiva preponderancia del elemento 
social obligaba á aplicar no pocas veces un criterio artifi- 
cioso, del que con frecuencia salían maltrechos la razón y 
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la justicia, sino que rompió airejas trabas que impedfan la 
humanización del derecho criminal, que por su dureza 6 
inflexibilidad parecfa cerrar la entrada á todo piadoso 
sentimiento que tuviera por objeto concordar lo justo con 
lo equitativo, el precepto legal con la infinita variedad de 
matioes, de gradaciones y de atenuaciones que admite la 
realidad de los hechos. 

El Tribunal de derecho en las causas de su exclusiva 
competencia, se ha dicho, es un Jurado en cuanto á 108 
hechos. Está bien. La afirmación es rigurosamente exacta. 
La caracterfstica del Código procesal en el trámite del 
juicio, es la pasividad de la jurisdicción decisoria durante 
el desarrollo do las pruebas ci la mnnern de 20s jz6ece.s del 
ca92po en los nntigtcos tonzeos, y su absoluta libertad de es- 
tablecer en el fallo las premisas de hecho; y esa libertad 
de que es raíz el art. 741 en consonancia con el mecanis. 
mo todo de la ley, es de tal modo dogma del procedimien- 
to, que ya no se consiente en lo sucesivo discusión que de 
cualquier modo tienda á limitada 6 desconocerla. Llena- 
rían un volumen las declaraciones del Tribunal Supremo 
que así lo reconocen y declaran. A los efectos de la casa- 
ción, ha dicho el expresado Tribunal con insistente repe- 
tición, los principios por que se rige la prueba y las reglas 
de critica cientifico-legal, decaen ante la apreciación sin- 
tbtica de los hechos procesales que la Sala sentenciadora 
forme según su conciencia. 

Soy el primero en reconocer que no valdría la pena de 
entretenerse en estas disquisiciones, triviales en fuerza de 
conocidas, si no fuera otra la mente de la ley que la de 
sustituir, por via de ensayo, un sistema desacreditado con 
otro nuevo, sustancialmente distinto, y cuyo éxito se fia- 
ba á los ignorados azares del porvenir. Ciencia evolutiva 



la  del derecho en todas sus ramas, 8610 la acción del tiempo 
en las costumbres y el cambio en la organización de los 
Tribunales bastarían & explicar la novedad; pero la refor- 
ma tuvo una significación de mayor alcance y trascen- 
dencia. El juzgador no era ya un instrumento del poder 
constitufdo que habrfa de abdicar de su juicio personal 
para juzgar con arreglo 4 una medida que de antemano 
se le marcaba, sino una conciencia libre que, sin más pauta 
que la honradez y la rectitud, estimaba las pruebas con 
criterio individual y subjetivo, y como el hecho es la base 
del derecho, la jiisticia penal dejaba de ser un empirismo 
y una cruel ironía para transformarse en un juicio psíquico 
que, en cuanto lo permitieran las estrecheces y angosturas 
de la ley sustantiva, inaugurase la era de desagravio para 
la justicia mediante el empleo de normas de razún en lo 
tocante 6 individualizar las responsabilidades. 

Todo es congruente y lógico en la ley. El otorgamiento 
de concesiones y ventajas al interés social durante el pe- 
ríodo de preparación del proceso criminal para impedir 
que la astucia 6 la malicia del cuIpabIe malogre la obra 
de restauración del orden legal perturbado por el delito, 
sin que por esto se prescinda de los derechos que á aquél 
asisten como ciudadano y persona juifdica. La identifica. 
ción, llegado el juicio, de la defensa y acusación en cuanto 
-a1 ejercicio de acciones y derechos, equiparando el interés 
público al privado, 6 mejor aún, reconociendo que en ese 
período no hay interés en el juicio que no sea público. La 
publicidad de los debates que implica, de un lado la par- 
ticipación de los ciudadanos, siquiera por modo indirecto, 
en el ejercicio de la soberanía, y de otro el propósito de 
que el juzgador respire el sano ambiente de la conciencia 
popular. Y el libre arbitrio del Magistrado para apreciar 
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las pruebas como medio (le llevar iil fallo aires de despra- 
ooupación y de templanza. De esta suerte, las institucio- 
nes toda8 que actúan en el proceso criminal, a1 qiie dan 
estado definitivo los Rlagistrados qiie lo deciden, e8 la con- 
sagrnei6n de los principios de justicia y un homenaje á los 
derechos individuales inseparables de la personalidad hn- 
maun. 

Formú parte del trabajo que el año auterior, en tal dia 
como hoy, elevá al Gobierno de S. hl., un capítulo dedi- 
cado al ciimplimiento de la condena. Daba entonces; y 
sigo dando ahora, extraordinaria importancia á la materia, 
porque es sin discusi6n la parte del procediinie~ito penal 
que se halla más descuidada y en más lamentable atraso. 
Manifesté allf el propósito de reunir datos para ofrecer á 
los Poderes piiblicos y á la Nación un estudio práctico 
todo lo completo que me fuera posible sobre el particular. 
EJ empresa más dificil de lo que yo imaginaba, mas no 

por eso desisto, y si obstáculos superiores $mi voluntad 
uo lo impiden, el pensamiento, que considero de utilidad 
suma, tendrá en plazo relativamente breve la debida rea- 
lizaci6n. 

Kotas sueltas, sin embargo, que encuentro diseminadas 
en las 3Iemorias de los Fiscales, penosas y casi desalen- 
tantes como todas las que rodean y entretejen ese magno 
problema, me impulsan á esbozar algunas reflexiones, aun 
cuando no sea mhs que para dar testimonio de que.persisto 
en mi la idea de asociar el nombre del Ministerio pilblico 
á una obra de transformación que el sentimiento de cari- 
dnd cristiana aconsejaría si no lo impusiera la necesidad 
do r i r i r  la vida de la civilización y del progreso. 



Que el cumplimiento de las condenas en Espaiía res- 
ponde á un sistema anticuado, defectuosisimo y en muchos 
casos irrisorio é irritante; que el regimen carcelario, por 
RIL carencia de razonable orientación, por la falta de loca- 
les apropiados y por la desmoralización que fatalmente 
ocasiona, reclama urgentemente un esfuerzo enérgico por 
p:trte de todos para mejorar la condición del penado y pu- 
rificar la atmósfera que respira, y que los edificios, la ali- 
nientación y la educación forman un conjunto armónico, y 
pcrdónesenos la antifrasis de suponer armonía donde reina 
el desorden. son cosas que V. E. no ignora, por más que, 
como todos, lo lamente. Pero con ser eso mucho, aun tie- 
ne IR cuestión otro aspecto no menos lastimoso. Me refie- 
ro 4 la situación en que se halla el penado una vez cum- 
plida su condena. 

Viene á mi memoria á este propósito el vigoroso con- 
cepto con que el legislador condenaba en la exposición que 
encabeza la ley la antigua práctica de la absolución de In 
instancia, diciendo de ella que convertía al absuelto en 
un liberto de por vida, verdadero siervo de la curia. [Ah! 
También hoy el penado está sometido á ignominiosa ser- 
vidumbre, si no con relación á la administración de justi- 
cia, con relación á la opinión de las gentes, que es muclio 
peor; porque de la primera podrfa redimirse, y la segunda 
'no tiene redención. No parece sino que en la coriciencia 
piiblica persiste y se transmite de generación en genera- 
ción el espiritu de odiosidad, de venganza y de eliminación 
para el delincuente que informó las anteriores legislacio- 
nes y que encarnó en los antiguos hábitos, como la expe- 
riencia enseña que encarna en los modernos. La ley se da 
alguna vez por satisfecha, pero la opinión no. Cumplida 
la condena de prisión, comienza un nuevo calvario para e l  



culpable, porque su cualidad de expresidiario ie cierra 
todas las puertas, le hace objeto de menosprecio y le se- 
grega, digámoslo así, del trato de los que se tienen por 
honrados, cual si al penetrar dentro de los muros de su 
encierro se le hubiera marcado en la frente con el hierro 
infamante del deshonor, como signo de que ha muerto 
para la comunidad de los hombres de bien. 

Yo no sé si en esa repulsión que inspira el que ha su- 
fiido condena de privación de libertad influye la mala 
fama de nuestros presidios, 6 si es falta de fe en el arre- 
pentimiento del que una vez delinquió. Sean estas 11 otras 
las razones del fenómeno, el hecho es que aun los mismos 
que teóricamente lo lamentan, en la práctica huyen del 
penado, todos le miran con desconfianza y todos de este 
modo conspiran á que se perpeti'ien los efectos de la pena, 
relegando para siempre al que la sufrió á la condición de 
rhprobo, y privándole del agua y el fuego. 

Con frecuencia los expresidiarios tienen que buscar - 

asilo en paises extranjeros, 6 que aceptar los trabajos m8s 
rudos y peligrosos, tales como los de minero, donde for- 
mando parte de una masa humana compuesta de elemen- 
tos cosmopolitas, su trabajo encuentra retribuci6n. Fuera 
de ahi, todo le es hostil y adverso, y todo le incita á la  
desesperación, colocándoles de nuevo en la pendiente del 
crimen. A ello atribuye la escuela positiva el incremento 
de la reincidencia en nuestros dias, y correlativamente la 
total ineficacia de las actuales penas, que no sirven, según 
aquélla, para otra cosa más que para satisfacer el secular 
eapfritu de venganza contra el criminal, sin que en cam. 
bio se realice ningi'in fin jurídico. 

Los medios individuales para la rehabilitación del pe- 
nado son de escaso éxito, porque el esfuerzo particular 



lucha con los egoismos y las prevenciones de la masa ge- 
neral. Los Patronatos de creación oficial adolecen de la 
fria rigidez que de ordinario acompaña á los organismos 
de esa especie, pero constituyen la bhica manera de ir mo- 
dificando la opinión y preparando un cambio en las cos- 
tumbres. A esto puede y debe aíiadirse la suspensión con- 
dicional del cumplimiento de la pena en los delitos de 
poca gravedad y que no revelan en el culpable especial 
perversidad de ánimo ni producen extraordinaria alarma 
en la opinión; sistema adoptado en otras Naciones y que 
funde los sentimientos de equidad con una tendencia 
esencialmente regeneradora. 

Si el régimen penitenciario es anticientifico 6 inhnma- 
no; si está envenenado el ambiente de cárceles y presi- 
dios; si los penados, despues de cumplida su condena, tro- 
piezan con la hostilidad general, y si esta repulsión y 
aquel ambiente son fecunda semilla de nuevos crímenes 
y reincidencias, justo será que se piense en revestir las 
penas personales de un carácter prácticamente correctivo 
y moralizador y en facilitar á los penados cumplidos la 
readaptabilidad al medio social en que antes de su caida 
vivian. 



L a  experiencia adquirida en el desempeño de mi cargo 
me hace abrigar la profunda convicción de que son muy 
aventuradas las afirmaciones categóricas acerca del fun- 
cionamiento del Jurado en España, porque lian de entrar 
tantos componentes á formar el juicio, que 1% menor alte- 
mción en alguno de ellos produciria oscilaciones en opues- 
ta dirección. E n  tesis general la situación se diferencia 
poco de la del año pasado, y los informes de los Fiscales, 
también como entonces, son en su mayoria desfavorables. 
Y, sin embargo, de los documentos qiie tengo 4 la vista, 
mirhndolos desapasionadamente, me atrevería 4 afirmar 
que se desprende un visible mejoramiento y que, sobre 
todo, aquellos pesimismos tan acentuados y aquellas alar. 
mas que hacian presentir la ruina del orden y de la jus- 
ticia, han perdido sn razón de ser, sin perjuicio de que 
cada cual siga creyendo mejor aquello qne más en conso- 
nancia esté con sus ideas y con sus afecciones: que en estas 
materias en que tanta parte toman la pasión y el senti- 
miento, seria en vano pretender demostraciones que 4 
todos convencieran. 

No me satisfaría, por más que V. E. me hiciera el honor 
de dar como buenas mis impresiones, prescindir de las qiie 
consignan los Fiscales de las Audiencias, que están en 



..contacto mús directo con el organismo en que Re ocupas 
y que por las circunstancias que en ellos concurren, 
constituyen una base autorizada de iriformacibn; y, en s n  

virtud, á semejanza de lo que hice al tratar de.la crimi 
nalidad, expondré un conciso recuento de opiniones, si 
bien tan sólo daré cabida á las más saIientes 6 que por al- 
gíin concepto ofrezcan carhcter de singularidad. 

El Fiscal de Bilbao empieza con un jiiicio un tanto equf. 
voco y reticente, pues dice que el Jurado funciona ea 
aquella provincia de modo satisfactorio en todas las causzs 
en que los reos son extraños al pafs 6 carecen de relacio- 
nes en él; y como aquéllos figuran en mayoria, piiede &. 
cirse qne el Tribunal de hecho cumple con los fines de I:e 
Institución: lo cual entendido en su sentido natural sig- 
nifica que cuando en las causas figuran individuos del 
país, el resultado ya es distinto. Algo parecido expoimfa eZ 
mismo Fiscal en la Memoria del año iiltimo, y, aunque ne 
sea buena justicia la que s610 se hace á los forasteros y 
extraños 4 la provincia, con respecto B é ~ t o s  es justicia 
al fin. 

Sigue manifestando qiie casos de vcrcdictov anúmalos 
se dan muy pocos, y refiere dos que siu duda se lo pare- 
cen: uno, contra cierto anarquista por propaganda de sus 

ideas que, á pesar de que en el juicio se confesb reo y for 
muló solemne protesta en el sentido de profesar y defen- 
der las ideas ácratas m&s disolventes, el Jurado dictó ve 
redicto de inculpabilidad, atribuyéndolo cl Fiscal á qu:: 
los jneces de hecho obraron bajo el influjo del temor á un:¿ 
venganza; y otro, en que cierto funcionario era acusado dt: 
falsificación de doce mil pliegos de papel timbrado, delito 
que se calificó como comprendido en el art. 311 dcl C<i- 
- 

digo penal, y el Jurado, de acuerdo con la defcnsa, dcc1ur.S 
8 



- 58 - 
que se trataba 8610 de una falsificación de cuños (art. 288), 
destinados á su vez á la falsificación de papel, no querien- 
do ver los miles de pliegos que se le presentaror' durante 
el juicio. 

Mucho más grave es la opinión que emite el Fiscal de 
@lidia. Cree poder afirmar que la administración de jus- 
ticia sufre d:iño irreparable con los veredictos que recaen 
en las causas por delitos de sangre, siendo frecuente la 
impunidad, no ya en los homicidios, sino aun en los ase- 
sinatos, sin que sirva de remedio la revisión ante nuevo 
Jurado, porque éste hace lo mismo que el anterior, ya 
que rara vez se obtiene por ese medio veredicto de culpa- 
bilidad. Consiste, á juicio de aquel funcionario, en el 
desamor de los ciudadanos al desempeño de esa magis- 
h b n r a  popular, repugnándole hasta los que profesan 
ideas más avanzadas. Los más aptos é ilustrados se es-  
eusan, los de fuera de la capital dejan de asistir, d8n- 
dose el caso, hasta cierto punto anómalo, de que, por 
la necesidad de acudir 4 sorteos supletorios, la mayor 
parte de los que componen el Tribunal de hecho son de 
la misma ciiidad de Cádiz, bastardeándose así el prin- 
eipio qiic informa la ley. Si son de fuera y el delito es de 
sangre, piie(1e contarse con la impunidad. De la misma 
manera afirma que se abusa del derecho de recusación sin 
causa con el fin de conseguir formar un Jurado compuesto 
de aquellas personas con quienes de antemano se cuenta. 

Segiiu el Fiscal de Gerona, á pesar del mayor cuidado 
pwsto en la confección de las listas, los resultados no han 
sido satisfactorios, supuesto que de los 42 juicios celebrados 
durante el a50 con la intervención del Jurado, 8610 se han 
obtenido 15 veredictos de culpabilidad; en siete se retiró 
Iqacusación visto el resultado de las pruebas, siendo en 



junto 20 los veredictos de inculpabilidad. Aparentemente 
hay desproporción entre estas cifras; pero ni el Fiscal in- 
dica ni hay datos para inferir la naturaleza de los hechos 
sobre que versaban las 20 causas en que recayó veredicto 
absolutorio, circunstancias que concurrieron y elementos 
de prueba aportados nl juicio, sin lo cual las cifras careoera 
de todo valor en sf, por mhs que sin duda lo tengan eoih 
respecto al autorizado juicio del digno funcionario que las 
produce, quien entiende, ademhs, que debían cesar las r e  
cusaciones sin causa y limitar la competencia de los jueees 
de hecho á los procesos en que, isegún la calificación, eo- 
rrespondiera aplicar pena aflictiva. 

Frotesta el Fiscal de Jakn de su profundo respeto ii la 
ley y de su leal decisión para defenderla, y por lo mismo 
se duele de que existan Jiirados de oficio, debido 6 que 
dejan de asistir los Jurados forasteros, viendose el Tribo- 
nal en la alternativa de suspender el juicio 6 acudir por 
medio de sorteos supletorios 4 los Jurados de la capital, 
fáciles 4 los llamamientos judiciales y que siempre son los 
mismos. Prescindiendo de esto, que el Fiscal de Ja6u 
achaca 4 la escasa consignación para el pago de dietas, 
que hace no se satisfagan éstas con la apetecible puntaa- 
lidad, no hallo juicio desfavorable aoerca del funciona- 
miento del Jurado en aquella provincia, pues si bien habla 

,el aludido funcionario de que predomina en los veredictos 
un criterio de benevolencia, singularmente en los delitos 
contra las personas, añade que no llega á degenerar en im- 
punidad. 

Tampoco incluyo entre los informes adversos el del Fis- 
cal de León, por más que mencione la benignidad do Ioa 
Jurados al juzgar los delitos contra las personas, y su se- 
veridsd con los que atacan 4 la propiedad, ya que, aparte 



8e esto, nada ekpóne que constituya un cargo por la ma-' 
liem de funcionar la Institución en esa provincia, tauto 
más, cuanto qiio al establecer que el ciudadano espalíol Re 
~ 1 ~ p t a  mal 6 la funci6n del juez popiilar, pues desempeña 
este cargo, no par amor á la justicia, sino por deber, y juzga 
p r  sentimiento, dt ja en realidad á salvo las principales 
mi:ilidades qiie han de adornar 6 los Jurados, siempre que 
el deber resiilte cumplido y el sentimiento en que se ins- 
piren al resolver las ~uestiones'~iio se les proponen no sea 
qreesto á la justicia y á la equidad. 

Tndieaba al principio que al informar sobre el Jurado 
h a b h  que tener en cuenta muchos factores, siendo uno (le 
t 110s la condici6n á que por circiinstancias especiales se 
e n m t r a s e  sometida cada localidad, y de ahi que no haya 
mot iro para sorprenderse de qire, aun siendo los mismos 
lo.: puntos de vista y el criterio técnico de los que infor- 
man, resiilte el Jurado bueno en iinos sitios y malo en 
otros. E1 Fiscal de Nurcia, por ejemplo, que manifiesta 
gdndes esperanzas para el porvenir, siente pesadumbre y 
dosrnliento por lo que al prrsente hace referencia. <Hoy, 
d i c e ,  que rienen 4 compartir con nosotros los ciudadanos 
~ d c  todas las clases sociales las arduas y dificiles funcio- 
-nes de la ad~ninistracióu de justicia, es más necesario 
.que nunca el ontusiasmo profesiolial para no perder la fe 
-en la virtiraiidad de nuestras leyes penales, y para sobre- 
rllevar con calma y resignación la amargura que esperi- 

mentan los representantes del Ministerio piíblico, cuando 
7 por ingerencias malsanas resulta estéril su labor acusa-' 
2 twia, si  despubs de un juicio laborioso y abrumador por 
ñctl námero de testigos examinados y por el esfuerzo rea- 
~ l i aado  en defensa de la sociedad y de la ley, ven con des- 
aconsuelo qne cl criminal so burla de ~ i i  acusación fun- 



>dada y justa, parapetándose cn la trinchera iuexpugna- 
sble de un veredicto de inculpabi1idad.n 
' Cuida enseguida el referido funcionario de hacer cons- 

tar que esta no es una acusación contra los jueces popula- 
res, acusaci6n que no podria formular sin faltar á sus con- 
vicciones en la bondad del organismo que nos ocupa, pero 
entiende que estamos todavia en el periodo de aclimata- 
ción y que hay que continuar sin desfallecimientos riria 
campaña tenacisima de selecci6n en el personal de los Ju- 
rados que los coloque por encima de las acechanzas que 
hoy conspiran contra el regular y acertado funcionamiento 
de la Iiistitución. 

Confirma la tesis que sustento sobre la variabilidad de 
los resiiltados en el funcionamiento del Jurado, segun los 
paises y las circunstancias, lo que expone el ilustrado y 
estudioso Fiscal de Falencia. «Ha manifestado esta Fisca- 
~ l i a ,  son sus palabras, en anteriores Memorias, juicios Ea- 
.tisfactorios sobre el espiritu y decisiones del cuerpo de 
w Jurados en esta provincia; pero durante el año transcu- 
~ r r i d o  se han dado algunos casos, no muchos, de veredic- 
D tos notoriamente improcedentes, sin justificación alguna, 
=ni por el resultado de las pruebas, ni por las dificulta- 
>des que ofreciera la indole de los asuntos de suyo senci- 
D llos y perceptibles; y, si tales hechos no constituyen ailin 
suna nota permanente y general del Jurado en esta rc- 
~gión,  si son un sintoma de la ingerencia política 6 de in- 
~tereses privados en el Jurado y de debilidad de éste ante 
DIOS asedios de que es objeto en determinados casos, y que 
~4 cuantos aentimos celo por la sinceridad é independen- 
D cia de la justicia ha de alarmarnos previendo que en lo 
~~uces ivo  el mal vaya en aumento y se reduzca triste- 
=mente el niámero de las contadisimas Audiencias en que 



.los Fiscales no tengamo~ que informar del Jurado tan 

.desfavorablemente como de ordinario se informa.* 
Bastante más acentuado resiilta el juicio pesimista del 

Piscal de Pontevedra, y, como aspiro en esta parte de mi. 
trabajo á ser fiel narrador, no me es Iíoito omitir siquiera 
lo más sustancioso de lo que dicho fiincionario indica. Se 
lamenta de que todo el cuidado de Jueces y Fiscales y toda 
la vigilancia que ejercen en la confección de las listas, no 
logren depurarlas, llevando á ellas las personas más aptas 
6 independientes, porque en los partidos rurales, que es 
donde el cacique mora subordinándose todo á su capricho 
y conciipiscencias, las expresadas listas contienen tan 
a610 los nombres de aquellos ciudadanos que están respec- 
to á ellos en cierta especie de servidumbre que anula pot 
completo la voluntad. «Como ejemplo de estas afirmacio- 
anes, sigue diciendo, y por lo que respecta á los Juzgados 
»que componen el territorio de esta Audiencia, he de oi- 
star el de ..., cuyos Jurados, formando mesnada y bajo la 
»dirección de técnico y obligado mesnadero, que antes 
,habrá tenido el solfcito cuidado de prepararlos conve- 
unientemente, pronuncian, por rara excepción, veredictos 
.)de culpabilidad aun en las causas por delitos que no sean 
»de los llamados de sangre, y evidencian lo solidario y fir - 
,)me de sus propósitos, rechazando en el momento solem- 
»ne de las deliberaciones toda discusión que de buena fe - 

s e  pretende entablar sobre las preguntas, poniendo un No 
.)por unanimidad á todas ellas, incluso también en alguna 
aocasión á la fecha del interrogatorio que se les habfa en- 
» tregado.. 

Me inclino á sumar el Fiscal de Toledo á la serie de los 
que informan desfavorablemente, porque si bien afirma 
que se nota algún progreso en cuanto á mayor severidad 



respecto B los delitos contra las personas, tal mejora es 
m8s aparente que real, pues se debe á que por efecto de 
la ausencia de los Jurados de partidos rurales y la conei- 
guiente frecuencia de sorteos supletorios, entran á formar 
parte del Tribunal popular Jurados de la capital, que son 
m'ds ilustrados y por lo general más rectos; y véase cómo 
lo que el Fiscal de Jaén y algunos otros encuentran mal, 
designando á los que de esa manera entran á suplir con 
el nombre desdeñoso de Jurados de oficio, lo halla útil en 
sus resultados el Fiscal de Toledo; por donde ee viene á 
parar B mi conclusión de que en esta materia hay mucho 
de circunstancial y contingente. 

De los Fiscales territoriales, los de las Audiencias de 
Albacete, Cáceres, Palma, Pamplona, Sevilla y Valla- 
dolid, dan informes francamente adversos al buen fun- 
cionamiento del Jurado. El de Madrid, insistiendo en 
lo que otros años manifestó, funda su informe desfavorable 
eu que la experiencia acredita que el Jurado no arraiga en 
13 0pini6n, que los ciudadanos siguen desdeñando el ejer- 
cicio de ese derecho, y forman el Tribunal la mayoria de 
los cuatrimestres personas sin las necesarias aptitudes; 
que por influencias extrafías prescinde de las pruebas y 
admite hechos no justificados; que no da nunca veredictos 
de culpabilidad en las imprudencias temerarias; que la 
antigua benignidad en los delitos contra las personas al- 
canza hoy ya á los delitos contra la propiedad; que en los 
ascsinatos y homicidios llamados pasionales, aunque haya 
prueba no la tiene en cuenta, y que por desamor de los 
que figuran en las listas hacia la función de Jurado, son 
frecuentes los sorteos snpletorios. El de la Coruña con- 
cuerda en muchos puntos con el anterior, y, como 61, ase- 
gura que !los Jurados dan veredictos de inculpabilidad 



cuando juzgan sobre hechos realizados por imprudencia, 
porque no alcanzan á comprender que sea piinible lo que 
110 es intencional; y el de Opiedo, que señsla anhlogas de- 
ficiencias, asade que <en el último cuatrimestre parece 
.haber reaccionado en cuanto ii 103 delitos contra las per- 
.sonas, quizis debido á la campaiía qiie por la prensa se 
,viene haciendo contra el matonismo, dandose el caso d e  
que el periódico que se publica en Gijón, titulado El No- 
roeste, tiene abierto un concurso para premiar la mejor 

J Memoria que se presente sobre los medios que deben 
xsdoptarse para extirpar dicho matouismo~. 

IIasta aquí lo que podrfamos llamar proceso contra el 
Jurado, con sólo la advertencia de que he omitido, en 
gracia á la brevedad, los informes de aquellos de mis 
subordinados que, emitiendo juicios desfavorables, no loa 
'razonan 6 reproducen lo que hsbian dicho en las Nemo-  
rias que formularon los años precedentes; poro no esca- 
sean los que más ó menos resueltamente aportan datos 
autorizados y valiosos en aeutido más halagüeño. 

A juzgar por 10 que indica el Fiscal de Castell6n, y se  
trata de un f~ineionnrio qiie, sobre merecerme la confianza 
que todos me inspiran, reune condiciones relevantes, e l  
Jurndo funciona en aquella provincia con toda regula- 
ridad, y se advierte en los que constituyen el Tribimal 
popular propbsito de que se realice la justicia, corres- 
pondiendo el éxito á esa rectitud de intención, como 10 
- 

demuestran los datos estadísticos que el propio funciona- 
rio acornpaíia y sobre los que llama la atención, y lo co- 
rrobora el hecho de no haberse verificado un solo sorteo 
supletorio durante el aso, piies los Jurados no han de- 
jado de asistir á llenar su cometido, excepto los pocos 
.que han alegado causa legitima y siempre justificada, 

0 



E l  de Ciudad Real enumera las causas que generalmente 
obstan al mejor éxito de la Institución; pero comparando 
el afío que'acaba de terminar con el anterior, encuentra 
que la situación ha mejorado, pues en el presente los JLI- 
rados han mostrado más asiduidad y pronunciado vere- 
dictos en su mayorfa justos. Igual mejorfa acusa el Rscal 
de Huelva, porque aun cuando sei'iala esa repugnancia de 
los ciudadanos á desempeEar funciones de Jurado, do que 
tanto se ha hablado, y que achaca, no sólo al deseo de evi- 
tarse molestias, sino al disgusto que les produce adminis- 
trar justicia á vecinos y conocidos, de quienes pudiera 
provenirles algiin daño 6 con los que no qiiieren malquis- 
tarse, esto no obstante, el Jurado ha funcionado en aquella 
provincia normalmente, sin que esa normalidad pueda 
considerarse desvirtuada por la mayor benevolencia hacia 
el procesado en. los delitos contra las personas. 

Hace prudentes observaciones el Fiscal de Liigo acer- 
ca de la convenicncia de elevar el nivel de los que han 
de formar Jurado, y de que se sustraigan, en lo posible, 
á la acción del caciquismo; pero de sus conceptos se des- 
prende qne también en esa provincia la instituciún arraiga 
y mejora, lo propio que sucede en Málaga, afirmando el 
Fiscal de esta 6ltima iludiencia que se advierte reacción 
favorable en cuanto á la manera de juzgar los delitos con- 
fra las personas, singularmente en el ciiatrimestre iiltimo, 
durante el cual se alcanzaron veredictos de culpabilidad 
que en otros anteriores no se hubieran conseguido, cosa 
que ven con satisfacción los amantes de la justicia y los 
interesados en que se restablezca bajo ese aspecto la nor. 
malidad; yendo mis adelante el Pisca1 de Orense por lo 
que toca á su provincia, pues afirma que el Jurado de la 
capital tiene una historia br i l l~nte  p demuestra espíritu 
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de justicia y de rectitud en toda clase de delitos, sin que 
en los Jurados rurales se note m88 que tendencia B la be- 
nignidad en los delitos contra las personas y de severidad 
en los atentados que afectan á la propiedad. Tambien los 
Fiscales de Tarragona, Teruel y Zamora, consignan apre- 
ciaciones míis lisonjeras, ya en el sentido de que el Ju-  
rndo responde R sus fines, 6 ya en cl de que va m~jorando 
de modo visible su funcionamiento. 

Se congratula el Fiscal de Burgos de haber vaticinado 
en época anterior mejores dfas para el Jurado, pues sus 
predicciones se van cumpliendo, al menos en aqiiella pro- 
vincia, y concretándose al  perfodo de tiempo sobre que 
informa, expone qile <durante los tres cuatrimestres ante- 
mriores, especialmente durante el iíltirno, han pronunciado 
.(los Jurados) veredictos que por el acierto que revelan, 
 la equidad en que se inspiran y el sentimiento de acen- 
sdrada justicia á que responden, no desmerecen de las 
»sentencias que dictan los Tribunales de derecho mhs ilus- 
~ t rados  y rectos. Al logro de este resultado han contri- 
~buído caiisas que fuera injusto no enumerar. Una de las 
.principales es la selección que se verifica al confeccionar 
nIas listas, en las cuales se procura reclutar todo lo mis 
.granado del partido judicial respectivo. Además, se hace 
))todo lo posible por terminar los juicios en una sola se- 
asión, á fin de evitar que los Jurados puedan ponerse en 
.contacto con personas interesadas en el asunto y aperci- 
*bidas á torcer el ánimo de los juzgadores. Se abrevia la 
aduracibn del juicio procurando que los informes sean 
*breves y ceííidos á la índole de las cuestíones que se de- 
,baten. Pero la causa determinante de la aaludable reao- 
ación que, en bien de la administración de justicia, se ha 
 operado en la conducta y modo de proceder de los Jura- 



>dos, es el convencimiento que han adquirido de que la 
*benevolencia con los culpables y la impunidad que de ahí 
?resulta perjudica á éstos y á los juzgadores; á los prime- 
#ros, alentándolos para cometer nuevos delitos que lea 
D hagan contraer nuevas y más positivas responsabilidades, 
,y ú. los segundos, haciéndoles participes de  la inseguri- 
#dad que produce el aumento de la delincuencia en las lo- 
.calidades donde viven y tienen sus afecciones más caras. = 

Algo, aunque poco, dice el Fiscal de Granada, que ha 
mejorado el modo de fiincioi~ar el Jurado en  aquella pro- 
vincia; pero para advertirlo, añade, es preciso acudir á un 
estudio comparativo, pues 6 primera vista no es bien per- 
ceptible, debiéndose la ventaja á un mayor ciiiclado en la 
formación de las listas. Por lo demás, sigue alli la benig- 
nidad en los delitos de sangre, como no vayan acompaña- 
dos de circunstancias reveladoras de perversidad excep- 
cional, y sigue también el alejamiento de los ciudadanos 
más idóneos, que son después tal vez, según aquel fiincio- 
nario, los que con mBs acritud censuran la injusticia de 
loa veredictos; y el Piscal de Zaragoza, reconociendo que 
persiste el alejamiento de los ciudadanos que más garan- 
tiaa podrian ofrecer para el interés de la josticia, y que 
continila en los veredictos la excesiva benignidad respecto 
á los delitos de sangre, consigna que en el último coatri- 

7mestre ha habido algo de reacción en esta parte. 
Deliberadamente he dejado para el final de este relato 

el ocuparme de lo que informa el Fiscal de la Audiencia 
de  Valencia, y no porqiie sus manifestaciones sean más 
laudatorias para el Jiirado que las de los demás Fiscales, 
pues no lo son en realidad, sino de un lado, porque el alu. 
dido funcionario ha hecho un estudio acabado y profundo 
acerca de cada lino de los puntos que trata en u11 Memo- 



ria, realizando, por el fondo y por la forma, un trabajo 
que, en justicia, estimo digno de meditación y de encomio; 
y de otro, porque requiere singular atención, excluyente 
de toda otra que la embarace y estorbe, cuanto se refiere 
6 la rida pública de la ciudad de Valencia, no exenta á 
veces de inquietudes y azares que preocupan al resto de 
la Nación. Creo, pues, que en el siotema de exposición de 
jiiicios por que he optado, hallará V. E. justificado que 
conceda algún mayor espacio á los que sobre el Jurado 
que actiia en su Audiencia emite el mencionado Fiscal. 
H e  aquí ahora lo que sobre el particular dice: aconcluia 
se1 a80 pasado sobre este punto (el Jurado) con la opi- 
~riión de que tal vez se hiciera de necesidad el proponer 
ná V. E. que se dignara meditar sobre la (:onveniencia de 
wsuspender en esta provincia el funcionamiento del o'rgx- 
anismo popular para la administración de justicia. De tan 
>dusastrosa man era acababa aquel aso, que no me ocurria 
>otro medio menos radical, pero de seguro éxito, si los 
~reredictos continuaban por los derroteros de lo injusto y 

- 

ndc lo inmoral. Razoné acerca de las causas m á ~  compren- 
~s íb les  de aquellos resultados; presenté ejeinplos de reso- 
wluciones dadas sin muestra de ningíin pudor por parte 
,de quienes las votaron; y al presente me siento satisfecho 
.con la creencia de que no incurrí en nota de exageracihn 
npcsimista, aun cuando informaba sin base de conoci- 
mmiento completo del e.jerccicio de la Institución, porque 
"S" es la prensa local quien toma alguna Tez turno en el 
*comentario de la obra del Jurado, no con la tendencia 
ssuspensiva que iniciE, pero sí para estimular á los jueces 
,populares á que no escuchen otros requerimientos que los 
ndel deber de conciencia y honren á la soberana función 
9 que desempeíían. fi indudablernen te por la autoridad del 
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.consejo y por el influjo que su publicidad ejerce sobre 
>todos á quienes directa 6 indirectamente se dirige, ha 
*reaccionado algo el extraviado criterio de estos jueces 
~clesde poco tiempo acá, levantando los corazones de los 
sque teniamos perdida toda esperanza. Bien saben los 
apropulsores de la opinión pública en dónde radica el 
apriucipio del mal y de dónde puede venir el remedio; un 
resfuerzo más dando á las justas quejas la conveniente 
>claridad, y el Jurado dejería de ser instrumento de cs- 
*candalosas impunidades. Demanda, además, el esfuerzo 
nnn principio de jiisticia, pues si la prensa sc ocupa con 
.indiscutible derecho, aiinque no siempre con acierto, de 
*los actos judicial y los comenta, sin que la contenga el 
.*posible error respecto á la obra de los func;ionarios á 
.quienes coge la censura, no debe limitarse á la simple 
>referencia del resultado cuando de juicios por Jurados 
ase trata, llegando, por el contrario, á la entraíía de las 
.causas del error, si lo hay en grado indisculpable, y de 
.este modo se sabría si la Institución fracasaba por ser 
.planta exútica en E.ipaíía, 6 si los fracasados bramos nos- 
*otros por falta de aptitudes indispensables para el bien 
nilustrar y dirigir 6 los que han de resolver. E l  dfa que 
*esta labor se emprenda por censores ilustrados, compe- 
rtentes é imparciales, cu:il si  se tratase del estudio de una 
.*cuestión social, quizás más importante que todas las dis- 
scntidas en la actualidad con preferencia, será el de la 
aselección de todo lo que arraiga y vive de la savia del 
*Jurado y lo aniquila, y de todo lo que sea rama seca del 
*árbol judicial que perjudique al desarrollo vigoroso del 
%organismo pop;ilar. Y si despu6s de esta monda sigue el 
.Jurado dando pruebas de trastorno de su sentido moral, 
.poniendo en salvo á autores de robos, de falsedades, de 



.corrupción de menores, de expendición de billetes y de 
>moneda falsa, de malversaciones y it hábiles homicidas 
,que saben enmendar la plana al Juez iustructor y presen- 
P tar los hechos en el juicio de manera qiie la inciilpabili- 
.dad no resulte justa sin la cruz de Beneficencia, la prensa 
adebe ser la primera y más alta voz que se eleve contra la 
xInstitnci6n y pida que sea suprimida en nombre de la li- 
~ber t ad  y seguridad personales y del derechode propiedad. 
*He dejado antes hecha una indicación que tiene sil des- 
.arrollo en este lugar: me refiero á lasingerencias de la poli- 
~ t i ca ,  de la baja política, en esta clase de asuntos. Despues 
>de iniciados algunos de ellos por Ia misma, 6 aprovechán- 
>dose de otros, los hace objeto de transacciones capitula- 
.das que describen la trayectoria de los juicios hasta parar 
.en los veredictos votados con tanta inconsciencia como 
*votartan aquellos Jurados una candidatura á la voz de 
.mando de quien la manipuló. Dificil es corregir. esta co- 
~rr iente  contra la rectitud de la justicia popular, y sin 
~emhargo, logrado que fuera esto último, la otra purifica- 
~c ión  quedaría en marcha por el mayor relieve de las in- 
>tromisiones, que, por lo mismo, no encontrarfan eco en 
.el Tribunal, temeroso de poner al descubierto su falta de 
  justificación y de índependencia. Por lo demás, ha fun- 
wionado el Jurado en esta provincia normalmente. Le 
*hace falta todavía el que las secciones de derecho sean 
*inexorables en la imposición y exacción de las multas á 
,los que no asisten ni se excusan en forma legal, pues es 
>de costumbre no revisar esas excusas n i  preocuparse de 
alos no asietentes, en cuanto hay suficiente número para 
~constit.uir el Tribunal. La decidida conducta.de este Mi-. 
~nisterio de no tolerar recusaciones intenoionadas, utili- 
azando el medio de excluir á todos menos los iiltimos, e n  
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*cuanto aquéllas se inician con tal apariencia, ha dismi- 
snuido el niímero de las mismas. Y en cuanto (i resultados, 
shanse impuesto dos penas de muerte, otras dos perpetuas 
~y varias temporale~ de todos los grados de las escalas; de 
*manera que, si no mediara el fenómeno antes indicado 
scle visible reacción del criterio de los Jurados por las cul- 
npabilidades justas, serian esos resultados motivo sufi- 
s cien te para no perseverar en la creencia que es de nece- 
nsidad la suspensión, pues ellas son también base racional 
,de buenas esperanzas y punto de apoyo para la acción 
*fiscal en el combate que debe continuar contra todo lo 
.que es obotáculo á la realización de la justicia con estas 
iformas procesales, que son ejemplo de educación socia1 
Den todos los paises cultos... 

Admirador del Jurado, con fe inquebrantable en su vir- 
tualidad como organi.smo encargado de administrar la jus- 
ticia penal con arreglo tan sólo á los dictados de una con- 
ciencia honrada, mi entusiasmo no es de tal naturaleza 
que me haga apartar la vista de la realidad para vivir en 
el mundo de la quimera y de la ilusión. Unos son mis de- 
seos y otros mis deberes, y, si entre éstos y aqiiéllos no 
hay correspondencia, podrá el desacuerdo afectar á mis 
sentimientos, pero jamás á mi sinceridad; y ésta me obliga 
4 reconocer que los informes de los Fiscales siguen siendo 
desfavorables en cuanto al funcionamiento del tribunal 
popular, pues aun cuando haya varios que hablen de re- 
.acción y mejora y de cuyas plumas no salgan esos toques 
de viva y, 4 trechos, acre censura que con tanta esponta- 
neidad prodi'gan los demás, el elogio, ouando lo hay, va 
dirigido más á la Institución en teorfa, que á la manera 
practica de desenvolverse entre nosotros, y, aun eso en 
forma tal, que parece dar á entender que el Jurado en de- ' 



terminadas provincias no es tan malo como antes, pero 
que todavfa no ha llegado á ser bueno. 

Aun concediendo 6 tales informes toda la importancia 
que tienen, aconseja, sin embargo, la priidencia, ser par- 
cos en la deducción de conseciiencias extremas para pre- 
venir efectos de espejismo que, por una ilusión óptica, pu- 
dieran hacernos ver los objetos invertidos. Los Fiscales 
de las Audiencias cumplen sir deber transmitiendo siie 
personales juicios sin escatimar censuras cuando las creen 
fundadas, porque de este modo, ademhs de dar satisfac- 
ción 6 su conciencia, proporcionan elementos de útil dis- 
cusión y facilitan el conocimiento de lo que verdadernmen- 
te  sea defectuoso 6 abusivo á fin de que la acción de esta 
Rscalia, y, si preciso fuera, la de los Poderes supremos, 
pueda acudir con el oportuno remedio; pero esto no se 
opone h que las referencias y antecedentes suministrados 
se examinen y depuren serenamente para dejarlos reduci- 
dos á siis natiirales y jiistas proporciones. 

Andan revueltas con la manera de funcionar el Jurado 
miichas afirmaciones que, cuando no son puros convencio- 
nalismo~, efitán destitiiidaq de sólido fundamento. Dicen 
8 una, por ejemplo, todos los Fiscales, siquiera algunos 
consignen ciertas atenuaciones, que el ciudadano español 
sigue repugnando ejercer la función de juez popular y que 
no perdona medio de excusarla, y esto que auc siendo 
cierto significa muy poco en orden il que sea biieno 6 malo 
el funcionamiento del organismo, se aduce como argumen- 
to de gran fuerza para probar una tesis con la que no tiene 
relación alguna, porque una cosa es que se repugnen las 
molestias y el sacrificio que lleva consigo la aceptación de 
un cargo que obliga á dejar la habitual residencia 6 inte- 
rrumpir los quehaceres propios sin esperanza de adecuada 



,compensación, y otra muy distinta, que una vez aoeptado, 
se desempeñe mal. Puede faltar á nuestro pueblo aquel 
abnegado espíritu que se requiere para prestar el concurso 
individual al bien común, y hasta la educación social in- 
dispeiisable para comprender y estimar en lo que vale el 
aprecio de los derechos y el cumplimiento de los deberes 
inherentes á la ciudadanía, mas eso no es una razón para 
que no se imponga coactivamente lo que siendo por su 
naturaleza obligatorio, se repugna hacer sblo por un een.. 
timiento de egoismo que, si se atendiese, harfa ds nos, 
otros una excepción en la progresiva marcha de los pue- 
blos cultos. Por eso sería de desear que en todas las Aii- 
diencias sc procediera con la energia que echa de menos 
el Fiscal de Valencia, imponiendo multas de irremisible 
exaeción 4 los Jurados que no comparecen en la capital el 
día seííalado sin causa justificada, haya 6 no presentes los 
necesarios pnrn proceder al sorteo de los que han de for- 
mar el Tribunal, ya que este es el medio más eficaz de 
crear costumbres y acabar con esa reprensible y egoista 
repugnancia de que los Fiscales se quejan. 

Del inconveniente á que acabo de referirme, asi como 
.de la perjudicial benignidad de los Jurados respecto 6 los 
delitos contra las personas, podrfa considerarme relevado 
de hablar porque de ambos puntos me ocup6 el año pasa- 
80. Insisten los Fiscales, sin embargo, en uno y otro, y, en 
cuanto al segundo, relacionándolo con el aumento de la 
criminalidad en ese orden por lo que alienta el espíritu de 
matonismo que tanto se va extendiericio en la clase baja. 
Si esa benignidad es sistemática, implicarfa perversi6n del 
sentido moral, y claro estti, que s61o puede merecer al hom- ' 

bre honrado la más enérgica reprobación, sobre todo s i  se 
traduce en total impunidad que la estadfstica no denuncia. 

10 



Por lo demás, en esto como en todo lo que al Jurado se re- 
fiere, no hay que perder de vista que no esth llamado á 
juzgar con criterio legal, sino racional y humano, y que 
cabe que estime 6 deseche circunstancias atenuantes 6 
agravantes sin que el hecho de que se separe del patrón 
que la ley traza 6 los Jueces de derecho constituya demos- 
traci6n de injusticia, antes por el contrario, es posible que 
entre en los dominios de la equidad lo que, según los 
.técnicos, se escapa de la esfera de estricta y formal lega- 
lidad. 

Iría muy lejos y necesitaría más espacio del que es dis- 
creto que á esta materia dedique si hubiera de ocuparme 
de todos y de cada uno de los cargos que hoy como siem- 
pre se alegan para combatir la Institución del Jurado Es 
la lucha eterna entre lo que se va y lo que viene; la3 re. 
sistencias del pasado contra el porvenir; el apego 4 una 
tradición qiie la luz de la civilización y del progreso han 
condenado ti desaparecer. Bo importa qiie las imperfeccio- 
nes que quedan en la superficie, al examinar cómo se ex- 
terioriza la gestión de los Jurados á quienes toca adminis- 
trar justicia, se empleen como arma de combate. Imperfec- 
ciones tienen todos los organismos, y las del Jurado, mu- 
chas ya no existen y otras se irhn corrigiendo, debido prin- 
cipalmente al celo del Ministerio fiscal, que ejerce una tu- 
tela incesante y 4 la que en gran parte corresponde el 
arraigo que hoy tiene la Institución confiada desde el prin- 
cipio c a ~ i  exclusivamente á su solicitud y cuidado. A esa 
labor coxtribuyen por igual todos los f~~ncionarios fiscales, 
lo mismo los que acusan deficiencias y ejercen con severidad 
el derecho de critica, que los que adoptan puntos de mira 
de mayor benevolencia. Dando, pues, de lado á reflexiones 
de carácter general, me cefíiré s610 á tres extremos en que 



coinciden variari de las Memorias, y que por apoyarse en 
la estadística 6 en la observación personal y directa de los 
Fiscales, se presentan á la controversia con cierto aparato 
de seriedad y con pretensiones de demostración mate- 
mfítica. 

Conceder6 lugar preferente al supnesto de que los Jura- 
dos llevan al desempeño de sus cargos un prejuicio y una 
resolución inquebrantables, y que van derecliamente 4 la 
realización de lo que se habían propuesto, sin que les pre- 
ocupen las pruebas que se practiquen en e! juicio, de las que 
prescinden, ni les hagan mella las razones de la acusación. 
Elimino el caso de una confabulación consciente para frug- 
trar la acción de la ley y salvar al criminal de la justa res- 
ponsabilidad que hubiere contraido, ya que eso es una mal- 
dad, y el que 1u ejecuta pierde todos los títulos que pudie. 
ra tener á la estimación de los hombres honrados, por lo 
mismo queno puede reputarse tal el que de ese modo falta 
á los deberes de conciencia y escarnece á la justicia; pero 
planteada la cuestión en otro terreno, habr6 de repetir lo 
que tengo dicho antes de ahora: la conciencia del Jurado 
es libre y á esa libertad no se le pueden fijar más reglas 
que las de la honradez ni más limitación que la de su pru- 
dente arbitrio. 

La estimación de la prueba .no es un problema cienti- 
. fico. Si lo fuera, la mayor parte de los hombres estaria 

incapacitada para juzgar de las cosas ordinarias de la vida, 
puesto que el raciocinio que se ha de formar respecto á 
éstas, no es en su esencia distinto del que se aplica en los 
juicios criminales. Es cuestión de buen sentido, de luz na- 
tural que permita ver tal como son los hechos reales y 
descubrir su relación con otros sometidos 4 examen. Los 
Jueces de derecho, estraííos al pafq poco familiarizados 
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con sus hábitos y costumbres, retraidos del trato social 
por exigencia de sus funciones y desconocedores de cosas. 
y personas, no son los más á propósito para'formar con- 
cepto de las responsabilidades dimanantes de delitos in- 
fluidos y condicionados por el ambiente local. 

No otro es el fundamento del juicio oral, establecido 
para quitar á las pruebas el carácter de ficción y poner al 
Magi~trado en condiciones de descubrir la verdad Ií través 
de  la astucia y maquinaciones de procesados y testigos. 
Pues bien, este ideal lo realiza el Jurado, que conoce 4 to- 
dos, que oye á unos y íí otros, que sabe los móviles inti- 
mos del delito, y 6 quien, por tanto, no es dable sorprender 
con pruebas maííosarhente preparadas, como se sorprende 
B los Jueces de derecho y, en tal concepto, el Jurado, den- 
tro del proceso criminal, no es otra cosa más que la apli- 
cación del buen sentido á la apreciación de las pruebas y 
el  reemplazo de un sistema artificioso y falso por otro en 
que, pese 6 todas las reglas de la preceptiva cientifica, se 
busca y se encuentra la verdad. El criterio del Magistrado 
obedece á reglas de generalización; el Jurado circiinscribe 
y particuIariza, llegándose por este camino á Ia individua- 
lización del delito, que es la suprema aspiración del dere- 
cho penal y la ventaja m6s cierta y positiva que ofrece el 
Jurado. 

Entregada la declaración inapelable sobre el hecho al 
Juez popular, por su cualidad de ciudadano, de vecino y 
de conocedor de cosas y personas, seria un contraseii- 
tido pretender que su convicción responda á tales 6 cuaIes 
pmebas. Si su juicio es libre, libres han de ser tambien los 
elementos que le han de servir de base. No se concibe que 
se culpe al Jurado porque prescinde de las pruebas sumi- 
nistradas en el juicio cuando ni aun obligan á la Magis- 



tratura togada en las causas que son de la competencia 
del Tribunal do derecho. Los Jueces letrados pueden pres- 
cindir y prescinden con frecuencia de la materialidad de 
las pruebas, á las que niegan todo valor cuando se con- 
vencen de su fhlsia. Y si esto es lfcito á los Magistrados, 
dc6mo no lo ha de ser á los Jurado-s, si tienen noticia se- 
gura 5 les consta de cualquier modo que todo lo dicho por 
los testigos es inexacto? 

En el afhn de sujetar el criterio de los Jurados á con- 
diciones que desnaturalizan su funci6n, se ha dicho que el 
articulo 58 de la ley que regula ese Instituto manda que 
aquóllos aprecicn sin odio ni afecto Iris pruebas que se les 
tlieren, por cuanto ese particular forma parte integrante 
de la fórmula de su juramento. Es cierto; pero la ley se 
limita á hacerles una recomendación de desapasionamiento 
y rectitud de ánimo, sin aconsejarles ni prohibirles que 
aprecien ni dejen de apreciar otros datos probatorios dife- 
rentes de los aportados al juicio, si los tuvieren; que ii 
t a ~ t o  no podrfa llegar el legislador sin que resultase des- 
conocida la libertad de juicio y de  conciencia, que es la 
base de la justicia popular y Ia garantia que en el Jurado 
se busca. 

El  Fiscal de Las Palmas, discurriendo con muy buen 
sentido en su Memoria sobre este mismo tema, evoca el re- 

.cuerdo de un caso ocurrido, no ahora ni en Canarias, sino 
en una provincia de Castilla, y que evidencia la exactitud 
de lo que estoy diciendo. Un padre, practicando imprevi- 
soramente cierta manipulación, tuvo In desgracia de oca- 
sionar la muerte de uno de sus hijos, á quien idolatraba. 
El hermano del muerto, al ver el dolor y la angustia de 
su anciano padre, concibió el proyecto de ocultar lo ocu- 
rrido para librarle del tormento de sentarse en el ban- 



quillo de los acusados. Llevó el cadaver de su hermano á 
un barranco aprovechando las sombras de la noche, y, 
formada causa, fué acusado con robusta prueba, pues 
aun cuando los vecinos estaban enterados de cómo habia 
tenido lugar el suceso, guardaron silencio cumpliendo el 

' 
juramento que el procesado, ansioso de salvar á su padre, 
les habia exigido de no descubrir la verdad. Los Magis- 
trados y el Fiscal nada sabfan, pero los Jurados si. Los 
Magistrados, si la causa hubiera sido de su exclusiva com- 
petencia, habrian condenado al procesado, porque las 
pruebas del juicio eran concluyentes y terminantes. Los 
Jurados ante quienes desfilaron los testigos y los elemen- 
tos probatorios, excitando siis sonrisas 6 provocándoles tal 
vez á enojo, pusieron fin al sacrificio del hijo dictando ve. 
redicio de inculpabilidad. 

Este caso, en una 6 otra forma, ya por efecto de un sen- 
timiento noble, 6 ya como resultado de combinaciones mhs 
prosáicas, cuando no critninales, se repite sin cesar.En torno 
de la mayoria de los crímenes y delitos flota algo misterioso 
y oculto que los Jueces de derecho no alcanzan 6 descnbrir 
y que imprime fisonomia al hecho criminal, acerca del que 
saben más los Jurados antes de comenzsr las sesiones del 
juicio que los Magistrados después de terminadas. La  ley 
le  dioe al Jurado: juzga como quieras, con tal que juzgues 
honradamente. E n  la mayoria de las ocasiones, al juicio 
va todo lo que hay de favorable y adverso para los proce- 
sados; mas, eso no quita que, á veces, malas artes des- 
figuren la verdad tratando de desorientar al juzgador. 
jEntreguemos, pues, confiados á Ia conciencia del pueblo el 
porvenir de la justicia penal, seguros de que entre las rui- 
nas de f6rmulas y reglas juridicas surgirán nuevos crite- 
rios de justicia que liumanicen el derecho srincionador me- 



diante uua más amplia adaptacibn á las condiciones del 
sugeto y al medio en que vivimos1 

Abogan también algunos Fiscales (y es el segundo pun- 
to que queria tratar) porque se reduzca el número de de- 
litos de que conoce el Jurado, mencionando como uno de 
ellos el de falsedad en documentos, diciendo que por ser 
de naturaleza complicada, no llegan los Jurados á pe- 
netrarse bien de todos'sus detalles, y faltándoles el nece- 
sario conocimiento del asunto, prefieren dar un veredicto 
de inculpabilidad; á más de que oon delitos de habilidad 
que cuando no llevan el fin inmediato de apoderarse de lo 
ajeno, no hieren con viveza la imaginación para que la 
conciencia general se subleve contra cllos, y por esa razón 
10s Jurados propenden á no castigarlos. 

Esto no es otra cosa que la reproducción de argumentos 
que ampliamente se expusieron al discutirse la ley, y que 
de ser valederos, con anhlogo motivo habrfa que sustraer 
á la competencia del Jurado otro sinnúmero de hechos 
delictivos. Ninguno de los expresados Fiscales alega que 
haya impunidad por ese concepto, sino qne consideran 
que los Tribunales de derecho tienen más aptitudes para 
juzgar esa clase de delitos que el Jurado. Los casos que 
registra la jurisprudencia del Tribunal Supremo y los dn- 
tos que contiene la estadistica, demuestran que no hay 

'motivo de alarma, y que el Jurado comprende bien lo que 
se le pregunta y da veredictos de culpabilidad cuando lo 
cree oportuno. 

No tengo inconveniente en admitir que el Jurado ee 
menos severo en las falsedades que el Tribunal de dere- - 
cho, y que éste impondrfa á veces condena donde aquél 
dicta absolución y, repito á este propósito, lo que dije al 
tratar de la benevolencia del Tribunal popular para con 
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los que delinquen contra las personas. Merece reprobación 
toda injusticia donde quiera que se encuentre; pero no se 
olvide que el Jurado no ha venido á conservar las tradi- 
ciones dc la justicia reglada, sino á romperlas para borrar 
la inflexibilidad de la ley y suavizar sus asperezas. E9 
comiln opinión que el vigente Código penal castiga coi1 
excesivo rigor las falsedades en documentos públicos, 
y que, además, cuando la falsedad es medio de realizar 
una defraudarjión, cosa frecuente, y hay que aplicar el 
articulo 90, la pena deja muy poco margen al criterio ju- 
dicial. 

¿ Q L I ~  extraíío es que el Jurado, si no se le abre camino 
para declarar responsabilidades más benignas, puesto que 
siempre está enterado de la pena que se pide, se arredre 
y, entre dos males, la impunidad 6 el castigo excesivo, 
opte por el menor? En este mismo capitulo se encuentra 
una prueba elocuente de lo que acabo de indicar. El Pis- 
cal de Bilbao acusó á un funcionario de autor de la falsi- 
ficación de más de doce mil pliegos de papel timbrado 
que estaba sobre la mesa á la vista del Jurado. EL hecho 
era al parecer evidente; pero, como la responsabilidad que 
habia que declarar era de bastante gravedad, el Jurado 
no quiso ver el papel falsificado y declaró nada más la fal- 
sificación de cuños 6 marcas, delito que el art. 255 del 06- 
digo penal czstiga con menos severidad que el justamen- 
te calificado por el representante de la ley. 

Otro grupo de delitos que, según varios Fiscales, de- 
biera excluirse del conocimiento del Jurado, es el de las 
imprudencias, bien temerarias, 6 bien simplcs con infrac- 
ción de reglamentos, porque los Jueces de hecho, á quie- 
nes repugna que pueda constituir delito lo que está fuera 
de la intención, pronuncian siempre veredi(:tos de incul- 
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pabilidad; y como la afirmación de los funcionarios que 
de esto se quejan es categórica, yo debo entender que, en 
efecto, por la especialidad de estos delitos, el Jurado los 
mira desde un punto de vista equivocado y erróneo; de 
donde acaso resulte que la ley, huyendo de un escollo, ha 
cafdo en otro. Porque el objeto del legislador, al entre- 
gar al Jurado la competencia sobre tales hechos, fué se- 
guramente evitar que en una materia tan circuns~ancial 
como ésta, en que se confunden muchas veces las líneas 
de la malicia, de la simple culpa y de la total inculpabili- 
dad, y en que el azar y la fatalidad, no la voluntad del 
agente, entran como factores del daño causado; se apli- 
cara iina regla fija igual para todos. 

Que los delitos llamados culposos no deben quedar i m -  
punes cuando reunen los requisitos necesarios para que 
sean imputables. en la vía criminal, no cabe descono- 
cerlo. El orden social y la seguridad individual así lo exi- 
gen; y, aunque haya habido escritores que les nieguen el 
carácter delictivo por la ausencia de1 elemento ético de Ia 
volición, que es el generador de la responsabilidad de esa 
clase, todos los pueblos y todas las legislaciones han esti- 
mado que el daño que se produce por negligencia 6 por 
omisión de aquellas naturales precauciones á qile nos 
obliga el respeto 4 la existencia y al interhs de los demás, 

, sale de los linderos del derecho civil para entrar en los 
del crimina!,porque tales negligencias y omisiones, cuando 
emanan de una voluntad consciente, implican un cuasi 
dolo, y sus consecuencias, por 10 que afectan al bien gene- 
ral, requieren una acción pronta, rápids y de suficiente 
fuerza coactiva como castigo y como saludable preven- 
ción. Y si esto ha sido siempre, con mhs motivo deberá . 
serlo hoy en que el industrialismo centuplica los peli- 
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gros, constituy6ndonos en un estado de constante zo- 
zobra. 

Pero estas consideraciones, 4 todo el mundo percepti- 
bles á poco que sobre ellas se medite, dejan subsistente la 
idea de que se trata de delitos szci generis en que predomi- 
na el aspecto social sobre el individual. Los mismos trata- 
distas no están de acuerdo en cuanto 4 fijar los limites pre- 
cisos de ese género de delincuencia, y hasta uno de los más 
notables ha dicho que nuestro Código la ha definido mal, 
y la jurisprudencia del Tribunal Supremo no siempre la 
ha entendido bien. Si, además, se tiene en cuenta que por 
dificil que sea para los hombres de ciencia establecer teó- 
ricamente dónde debe empezar y dónde concluir esa in- 
criminación, presenta aún más dificultades en la pr6ctica 
conocer y definir la clase y extensión de la culpa contrai- 
da por las gradaciones que eso admite, atendidas las mil 
modalidades de que son susceptibles los hechos, se sacara 
en consecuencia que 8610 conociendo éstos en todas sus fa- 
ses y detalles, se podría juzgar del acierto 6 desacierto con 
que el Jurado los trata. E n  la imposibilidad de tener ese 
conocimiento, hay que aceptar los datos con que los Fisca- 
les corroboran sus afirmaciones; porque si la experiencia 
enseña que el Tribunal popular, concepción errónea 
de los delitos culposos 6 por espíritu de conmiseración al 
que causó un daño sin intención ni propósito de causarlo, 
los deja siempre sin castigo, los mismos intereses que así 
resultnn desamparados demandan que se ponga un pronto 
remedio. 

Dicho esto, 8610 me resta para terminar este ya largo 
capítulo, manifestar que, aparte los defectos que son pro- 
pios de un organismo de tanta complicación como el del 
Jurado, el funcionamiento de éste durante el aíio último 



no ofrece nada anormal, antes bien, se deduce de los in- 
formes de los Fiscales, que el Jurado tiene ya sólida raíz 
en las costumbres, y que, aunque con paso lento, se me- 
jora y perfecciona, contribuyendo ya hoy poderosamente 
á la consolidación de las libertades pilblicas y á la reali- 
sación de los ideales de justicia. 



Cumplimiento de las penan perpetnaa. 

Suscita el Fiscal de Valencia una cuestión no $610 inte- 
resante, sino que revela deficiencias que pueden irrogar, 
é irrogan de hecho, irreparables perjuicios. Un sugeto fu6 
condenado á una pena de muerte y á otra de cadena per- 
petua, y por conmutación de la primera resultó que habia 
de extinguir, y está extinguiendo, dos perpetuas. Obtuvo, 
y se le aplicó, el abono de prisión provisional, de confor- 
midad con lo que dispone el art. 6.0 de la ley de 17 de 
Enero de 1901, y se le indultó, ademhs, de la sexta parte 
de la condena, con arreglo al Real decreto de 17 de Mayo 
de 1902. Ambos preceptos disponen expresamente que 
los beneficios que otorgan son para los efectos del art. 29 
del Código penal, que limita á treinta años la duraci6n de 
la pena perpetua, teniendo el penado de buena conducta 
derecho al indulto del resto, pues dice el expresado ar- 
ticulo sercin i~dultados; y el 89, regla 2.a, del mismo cuer- 
po lega1 establece el mdxinzzcn~ de cuarenta años de pri- 
vación de libertad para el caso de acumulación de penas. 

Apoyado en esto y en llevar treinta y dos años próxi- 
mamente cumpliendo condena, pretendió el recluso ante 
la Audiencia que se le declarase, totalmente cumplido, á 
cuya pretensión se opuso el Fiscal, alegando que ni  e1 



abono de prisión provisional ni el indulto general son 
computables sobre la base de los cuarenta años, sino con 
el únicb efecto del art. 29 antes citado; que en debida 
aplicación de aquéllos pudo en 17 de Mayo de 1902 de- 
clararse extinguida una de las dos condenas, no por reso- 
lución de la Sala sentenciadora, sino por Real gracia, 
aconsejada por el Gobierno de S. M., iínica fórmula legal, 
y de haberse hecho así, desde aquella fecha habría comen- 
eado el cumplimiento de la segunda; pero aun dando por 
supuesta esa situación en beneficio del penado, y que el 
Tribunal tuviera competencia para poner término á las 
condenas perpetuas, 10 cual es función privativa del Po- 
der Real bajo la responsabilidad del ejecutivo, no podría 
en este caso accederse á lo solicitado, porque estamos, 
como si dijéramos, en el principio del cumplimiento de la 
segunda perpetua, y que suponiendo también, por con- 
cepto de equidad, más que legal, que el límite de cuarenta 
aEos expresado en la precitada regla 2.a del art. 89 com- 
prendiera á las penas perpetuas solas 6 no acumuladas á 
otra ii otras temporales, al llegar dicho tiempo de extin- 
ci6n día por dia, y no antes, sería ocasión de otorgar la 
libertad solicitada. La Audiencia aceptó este criterio, y 
resolvió el caso como el Fiscal proponía. 

La doctrina está expuesta con la lucidez que acostum- 
bra el digno funcionario que da cuenta del caso; pero, 
habfa dicho que con tal motivo se ponían al descubierto 
deficiencias de la ley, y así es, en realidad, porque si el 
espíritu del art. 29 del Código es humanitario y lauda- 
ble, su letra puede prestarse á grandes desigualdades 
é injustas pretericiones. Ese precepto concede una espe 
ranza no más al penado de que obtendrá el indulto 
$. los treinta años de cumplimiento de condena, si sn 



buena condncta aemuestra que se halla arrepentido y 
que no es indigno de tal gracia. El  plazo de liberación 
cs demasiado largo, porque treinta años en la irida del 
hombre son una eternidad, pero aiin lo hace más largo la 
forma de darle efectividad. Para qiiien se corrige no debe 
Iiaber pena perpetua. La sumisión al castigo, la buena 
condiicta y el arrepentimiento conquistan el perdón y 
crean derecho á la libertad. Treinta años de expiacióp no 
puede decirse que sean escaso tributo á la justicia. Ni la 
ejemplaridad ni  la proporcionalidad entre la pena y el de- 
lito, por grave que éste fuera, sufren quebranto con el in- 
riulto; pero si éste no pasa de la categoría de una prome- 
sa consignada en la ley y dependiente del arbitrio guber- 
namental, en los casos en que la esperanza no se realice, 
y acaso sean muchos, el efecto será contraproducente y 
quedarán sin recompensa, matando todo estimulo en los 
demás, los afanes del penado para desarmar el brazo de 
la sociedad mediante su buen comportamiento. 

Lo que es una gracia debiera ser un derecho. E l  arbi- 
trio debiera trocarse en obligación por virtud de la cual, 
transcurridos loa treinta años, si una reforma m48 benigna 
de la ley no acorta el plazo, el penado obtuviera su libe- 
r:ición, sin más que el informe previo de buena conducta 
que diera el jefe del respectivo establecimiento. Ericomen- 
dar ese asunto á la gestión privada del recluso y some. 
terlo á los trámites burocráticos con la incertidumbre del 
éxito, ea fomentar la desconfianza en el precepto legal y 
afirmar Ia fe que el vulgo tiene en los milagros del favor, 

V. E., que á sus muchos méritos une el de sus nobles y 
fecundas iniciativas, estimará en lo que valgan las indica- 
ciones que me permito exponer, para el caso de que en su 
mayor ilustración creyera, como yo, que puede hacerse 
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+efectivo el pensamiento del legislador, estableciendo re- 
glas á fin de que los condenados á penas perpetuas que 
observen buena conducta obtengan el indulto en el acto 
mismo de cumplir los treinta años en esa situación. 

I'iigo (le In penn <le multa por nn tercciuo. 

Es desde tiempo antiguo materia de discusión, y sobre 
ello razona ahora uno de mis subordinados, si puede admi- 

, tirse que un tercero satisfaga la pena de multa á que haya 
sido condenado el reo, con el fin de librar á éste de la res- 
ponsabilidad personal que por insolvencia le correspon- 
diera; y con tal motivo refiere el Fiscal á que aludo, que 
su  Audiencia resolvió el caso afirmativamente, contra 
cuya resolución dedujo aquél recurso de súplica, apoyán- 
dose en que, con objeto de dejar á cubierto de la malicia 
de los procesados que pudieran ocultar sus bienes inmue- 
bles, metálico, etc., los intereses de los perjudicados en 
las causas, del Estado y de los servidores del mismo que 
tienen que percibir costas procesales, dispuso sabiamente 
el art. 49 del Código penal cierta prelación para el pago 
de responsabilidades pecuniarias, dejando en 6ltimo lugar 
la pena de multa; que indudablemente se propuso el legis- 
gador, por medio de esa prelación, obligar por un lado á . 
que pagara las responsabilidades que no tienen señalada 
prisión subsidiaria, si quería librarse de sufrir la corres- 
pondiente á la multa, y por otro, que, en caso de faltar 
bienes, se sufriera prisión por esta responsabilidad, que 
es la única que tiene la condición de pena; que por el me- 
dio empleado en el caso á que se alude queda burlado el 
precepto de la ley, no debiendo ser los Tribunales de jus- 
ticia los que sancioneri esa burla; que la insolvencia, en 



primer lugar, y 4 despecho de los Tribunales, puede apa- 
rentarse siempre que no haya bienes inmuebles, y una ver 
aparentada, bien fácil es librarse de todas las responsabi- 
lidades que no lleven prisi6n subsidiaria con sólo buscar 
un amigo oficioso que dadivosamente pague las responsa- 
bilidades que en si la llevan, y que la insolvencia siempre 
se declara con la salvedad de sin perjuicio de si el penado 
adquiere bienes, siendo notorio que en el momento en que 
alguien entrega alguna cantidad en provecho del proce- 
sado, Este la hace suya, sea por el concepto que se quiera, . 
y desde ese momento tambi6n desaparece la insolvencia 
total del condenado, puesto que existen pocos 6 muchos 
bienes de su propiedad, respecto 4 los cuales hay que 
hacer aplicación de lo dispuesto en el art. 49 del citado 
Código. 

H e  transcrito casi literalmente todos los argumentos 
aducidos en apoyo de la tesis discutida, y confieso con 
gusto que el razonamiento estit expuesto con claridad y 
energía; pero, asi y todo, entiendo que la Audiencia lia 
procedido cuerda y prudentemente al admitir'óomo válido 
el pago de la multa verificado por un tercero, sin que esa 
resolución quebrante ningiln principio n i  regla algiina de 
derecho. La argumentación en contrario es un tanto espe- 
ciosa, por lo mismo que su fuerza es m6s aparente que 
real. Cierto que el art. 49 del Código establece el orden 
de preferencia con que se han de satisfacer las responsa- 
bilidades pec~niarias que en el fallo se impongan, pero es 
en el solo caso de que, teniendo bienes el procesado, no 
alcanzaran á cubrir todas las de la causa, y por consi- 
guiente, tal precepto, de rigorosa aplicación cuando el reo 
es solvente en todo 6 en parte, deja de ser aplicable si est4 
acreditada la completa insolvencia y es otro el que intenta 



pagar. De modo que tenemos que la resolución impugnada 
no  infringe el citado art. 49 por hallarse el caso fuera de 
su texto. 

Se alega que por ese medio el procesado puede burlarse 
de la ley, fingiendo tal vez una insolvencia que 8610 res- 
ponde al propósito de defraudar á los demás perceptores, 
10 cual consigue con que sólo haya un amigo dadivoso 
.que, por el pago de la multa, le libre de la prisión snbsi- 
diaria, burla que vendria á ser amparada y sancionada 
por el Tribunal que admite tal componenda. Es verdad, 
pues eso esta en lo posible, por no decir que sea lo proba- 
ble en la mayor parte de los casos; mas, ni puede tomarse 
.como base para resolver en derecho aqiiello que única- 
mente constituye una sospecha, ni aiin cuando ésta se con- 
,virtiera en certidumbre sería motivo legal para rechazar 
la oferta. 

Concedido sin reservas que tal procedimiento puede ser 
un subterfugio para perjudicar otros intereses tan dignos 
de respeto como el pago de la multa; y aun añado por mi , 
cuenta que esa ingerencia de un tercero, una vez acep- 
tada, contraría la naturaleza y los fines de toda pena: la 
naturaleza, porque la pena es personalísima y no con- 
siente siistituciones; los fines, porque entre ellos está la 
.corrección del ciilpable por medio del castigo que perso- 

, nalmente se le inflige, lo cual obligarfa siempre á recha- 
zar la liberalidad de un tercero, caso de que fuera libera- 
lidad, en cuanto á la multa y costas procesales que tam- 
bién tiene el caricter de pena con arreglo al art. 26 del 
citado Código. A pesar de todo esto, y después de bien 
pensado el pro y el contra, me parece mejor la doctrina 
.en que se inspiró la resolución de la Audiencia que la que 
eirvió de fundamento á su impugnación, teniendo en 
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cuenta que se trata de una pena de índole especial que no 
pesa sobre el cuerpo del penado más que en el caso de 
que sea pobre y que, sin esta condición, redunda iínica- 
mente en perjuicio de sus bienes con el consiguiente be- 
neficio para el Erario príblico. 

Para sostener mi tesis es claro que necesito mirar por 
otro prisma la cuestión. Siento como base, que estimo in- 
discutible, que la pena de multa es de carhcter misto: cri- 
minal, en cuanto es pena y representa el justo castigo im- 
puesto al responsable de un delito; y civil, en cuanto en- 
vuelve una obligación de hacer 6 de dar que afecta á los 
bienes de1 reo condenado y que, como tal obligación civil 
dimanante del hecho criminal, se transmite á los herede- 
ros, segiín aparece del art. 132 del mismo Código, si el pe-, 
nado falleciese después de ser firme la sentencia conde- 
natoria y antes de haber satisfecho esa responsabilidad; y 
considero de igual modo incuestionable que en lo relativo - 

al carácter civil que la pena tiene, son aplicables los pre- 
oeptos de la ley de este orden. 

Ahora bien; el art. 1159 del Código civil prescribe que 
cualquiera puede pagar por otro lo que éste deba, tenga 6 
no interés en el cumplimiento de la obligación, ya lo co- 
nozca y lo apruebe, 6 ya lo ignore el deudor. Queda, pues, 
fuera de toda duda, que con arreglo á los preceptos de la 
ley civil, puede un tercero pagar la multa en que el reo 
de un delito fuera condenado, dado que tal responsabili- 
dad, mientras no se convierta en apremio personal por in- 
solvencia y falta de pago, está regida por los preceptos del 
derecho civil. 

No parece que se discuta esto por el funcionario que su- 
plicó de la resolución de la Audiencia por creerla infun- 
dada é improcedente, y, sin embargo, admitido que el ex- 



traño tiene derecho á pagar por otro, desaparece la cuee- 
tión, porque, des sostenible, por ventura, que consignado el 
dinero importe de la multa por un tercero concretamente 
para ese objeto, se prescinda de su voluntad y se destine 
4 cubrir atenciones que serán todo lo preferente que se 
quiera para el procesado, pero que legal y moralmente ca- 
recen de toda preferencia para el donante? Tal suposición 
es absurda. Los Tribunales de justicia.no podrían hacer se- 
mejante cosa sin descender de su altura, y ,gin que la 
arbitrariedad ocupara el lugar de la justicia.pl pago de 
lo indebido es en derecho un cuasi contrato perfectamente 
licito, que produce sus legales consecuencias, y la primera 
de éstas es que e! deudor quede relevado del pago de lo 
que por él se ha pagado, aunque el acreedor á quien se 
paga tenga carácter menos preferente que otros, cuyos cré- 
ditos permanecen sin solventar, porque el pago en ese 
caso es un acto de libre voluntad y que s610 por la volun- 
tad está determinado, sin que tengan los Tribunales, n i  
nadie, facultad para alterar la naturaleza de la convención, 
ni menos para infringir la ley implfeita del mencionado 
cuasi contrato, lo cual, por otro lado, sería opuesto 6 la 
seriedad y á la nobleza que deben presidir en toda clase de 
resoluciones judiciales. 

Esto sentado, una vez hecha la consignaci6n de la multa 
por el tercero, s610 hay dos caminos: 6 admitir la cantidad 
consignada con el destino que el donante le diera, 6 recha- 
zada bajo el pretexto de que el Código penal establece una 
gradación de preferencia y en.ella figura la multa en 61- 
timo lugar, por lo que no puede darse ésta por satisfecha 
en tanto que las otras permanezcan sin satisfacer. Si lo 
primero, el penado queda exento de prestar la responsa- 
bilidad personal subsidiaria á cambio del ingreso en 1:~s 



arcas del Tesoro de la cantidad á que la multa ascienda,. - 

no sufriendo más daño los demás acreedores que el que- 
siifririan si el tercero no hubiera tenido ese rasgo de ge- 
nerosidad, verdadero 6 aparente. Si lo segundo, el Estado 
dejará de percibir una suma sin ventaja ni utilidad para 
nadie, como no sea la de que el reo pobre pague en la cár- 
cel, no sólo Ia pena de su delito, sino la de su pobreza, á. 
diferencia de lo que le pasaria al rico. 

Téngase arlernás presente que puesto que la reparación 
del daño causado por el delito y la indemnización de per- 
juicios, así como las costas del acusador privado, llevan, 
consigo prisión sustitutorin, caso de insolvencia, quedan 
reducidos, segfin el art. 49 del repetido Código, las parti- 
das preferentes al importe del papel sellado empleado en 
la causa y á los derechos de los curiales, y por lo que á 
aquélla dice relación, seria anómalo pretender que ya que 
el Estado no podfa reintegrarse por ese concepto, debia 
negarse á percibir el importe de la multa. 

Mi opinih, por tanto, se funda en una razón de dere- 
cho y en otra de alta conveniencia. La de derecho consiste 
en la perfecta legitimidad del pago de lo indebido, con 
sus naturales consecuencias; y la de conveniencia, en que 
nadie está autorizado, y menos los funcionarios públicos, 
para perjudicar al Estado, negándose á recibir, pues el 
recibo con un destino posterior distinto del señalado por 
el que paga seria ofensivo para la lealtad y la formalidad 
de los Tribunales, la cantidad por taI concepto debida y 
en favor de aquél consignada; aun sin contar con que  
toda otra interpretación adolecería de un formalismo es- 
téril, y degenerarfa, segdn mi criterio, en nimiamente c* 
suista. 



Dnaos en los eal~les condcietores cle elcetriei<lntl 
pnrn e l  nliimbrndo. 

La priictica de los Tribunales está poniendo á cada paso 
de manifiesto los inconvenientes que ofrece el vigente 
Código penal, siendo uno de ellos, y no seguramente el 
menor, su falta de ajuste y de exacta correspondencia con 
las necesidades que van creando el progreso y la civiliza- 
ción. Cada secreto que el hombre arranca á la naturaleza 
es fuente de sucesivas aplicaciones que introducen nove. 
dades y continuas transformaciones en la vida de relación, 
que la codicia y la malicia de los que prefieren vivir en 
pugna con la ley, aprovechan para ensanchar las fronte- 
ras de la delincuencia. Casos mil podrian citarse en corro- 
boración; pero mi objeto ahora es dar á conocer á V. E. 
uno muy reciente en que, á la vez que constituye un ejem- 
plo de esa deficiencia de que hablo, revela el elevado es- 
pfritu que anima al Tribunal Supremo y la sana orienta- 
ción por que se halla inspirada la doctrina de ~ i u  jurispru- 
dencia. 

Ocurrió cierto dia que N. N. se subió á uno de los pos- 
t e ~  que sostienen el cable que conduce la energía eléctrica 
para el alumbrado de Vallecas á Vicálvaro, y cortó, con 
ánimo de apropiación y lucro, doscientos metros del ex- 
presado cable, siendo valorado en diez pesetas el daño que 
con ello se causó en la lfnea y en ochenta y cinco el per- 
juicio ocasionado con la interrupción de la corriente. Sor- 
prendido el culpable cuando acababa de realizar la ope- 
ración, abandonó el alambre y se di6 á la fuga, lográndose 
su captura poco después. Formada causa y llegada á opor- 
tuno estado, el Fiscal de la Audiencia, acomodando sra 



conducta á la circular de este Centro de 16 de Enero 
de 1905, calificó de dos delitos: uno de hurto y otro de 
desordeii público por interrupción de comunicaciones; mas 
la Sala que conocía del suceso, castig6 sólo como hurto, 
sosteniendo que no era de aplicación el art. 275 del C6- 
digo penal, en que el Fiscal apoyaba su acusación en la 
parte referente al desorden piíblico. 

Preparado oportunamente el recurso de casación, se en- 
contró esta Piscalfa con que el caso era nuevo en la juris- 
prudencia, y con que en la ley no estaba previsto de modo 
expreso, aunque si podia estarlo de modo genérico. No lo 
estaba expresamente, porque el art. 275 arriba citado 
s610 dice que incurrirán en la pena de prisión correccio- 
nal, en su grado minimo al medio, los que causaren des- 
perfecto en los caminos de hierro 6 en las líneas telegrá- 
ficas, 6 interceptaren las comunicaciones 6 la correspon- 
dencia; y puesto que el cable en que se causó el daño no 
es una línea telegrhfica, el precepto legal no podía tener 
aplicación por ese concepto. 

Hace bastante tiempo que se suscitó una oxestión bas- 
tante análoga con motivo de los dafíos que se causaban en 
las líneas telefónicas, cortando los alambres para sus- 
traerlos y aprovechar su importe. Tampoco los teléfonos 
se nombran en el Código, ni podfan nombrarse, porque 
cuando éste se publicó, aquéllos no se conocían aplicados 
á las comunicaciones. Rlucho antes de que este caso Re 
presentase á la resolución de la Sala de Casación, esta Fis. 
calia, entonces como ahora, había comunicado instruccio- 
Iies á sus subordinados en el mismo sentido en que des- 
pués la resolvió la jiirisprudenoia. E n  la MEMORIA de 1891 
se consigna que aunque el C6digo mencionaba sólo á los 
telégrafos, habia la misma razón en cuanto á los teléfonos, 



y debia, por tanto, perseguirse como delito el daño que en 
éstos se produjera. No creyéndose eso suficiente, en 28 
de Marzo de 1892 se publicó una circular afirmando lo 
dicho en la anterior y llamando la atención sobre que el 
hecho de la corta de alambre telefónico era siempre cons- 
titutivo del delito de d.esorden público, previsto en el ar- 
ticulo 275; pero podia constituir además el delito de hur- 
to, y ser de aplicación el art. 90 de aquel cuerpo legal, si 
el propósito del delincuente fué lucrarse con el importe 
del alambre cortado. 

Once anos después, 6 sea en 3 de Octubre de 1903, la 
Sala de lo criminal del Tribunal Supremo hizo igual de- 
claración, siquiera parezca que ésta se funda en que las li- 
neas telefónicas están equiparadas á las telegráficafi; aun 
cuando bien se colige que el verdadero fundamento está 
en que el precepto legal erige en delito la interrupción de  
las comunicaciones, que es el único sentido en que para 
estos-efectos se pueden equiparar á las lineas telegráfica8 
las telefónicas, pues unas y otras tienen por objeto servir 
al público facilitando á todos el medio de comunicarse. 

Alguna mayor dificultad presenta adaptar el art. 275 
la interrupción de las conducciones eléctricas por corta de  
cables destinados á ese fin, pues, si bien el sustantivo co- 
mztnicnción se aplica lo mismo á las personas que á las co- - sas, la ley lo emplea evidentemente en el primer concepto. 
Conocia, sin embargo, demasiado este Centro la amplitud 
de criterio y la elevación de miras del Tribunal Supremo 
para que vacilase un solo instante en someter á su resolu- 
ción un punto de tanto interés como el que se refiere á l a  
protección especial que necesitan esas lineas de alambre 
establecidas para satisfacer necesidades de carácter ge- 
neral. 



Decidióse, en su rirtud, á interponer el recurso adii- 
ciendo como razones que los hilos condiictores de energfn 
eléctrica para el alumbrado de las poblaciones, están en 
realidad afectos á un servicio piliblico, no s610 por hallarse 
destinados á satisfacer necesidades de la colectividad, prc. 
vio el cumplimiento de los requisitos prevenidos en las dis- 
posiciones vigentes y la autorización del Ministerio de PO. 
mento 6 del Gobierno civil de la provincia, segiín los ca. 
sos, sino porque la ley de 23 de Marzo de 1900 lo recono- 
ce implicitamente al establecer la servidnmbre forzosa por 
r;ausa de utilidad plíblica para el paso de corrientes eléc- 
tricas, cualquiera que sea su destino, tanto sobre las pro. 
piedades particulares, como sobre las carreteras y canales 
del Estado, cauces, vías férreas y demás obras piíblicas; 
disponiendo dicha ley en su art. 7.0, que incurren en res. 
ponsabilidad penal los que de cualquier miinera ataquen 6 
destruyan las conducciones de esa clase. Se añadfa, que si 
bien el art. 275 del Código no menciona expresamente las 
transgresiones de que se trata, n i  era dable que las men- 
cionara atendiendo la fecha en que el repetido Código se 
publicó, no puede negarse, sin negar la lógica é i r  contra 
lo que el buen sentido dicta, que su precepto es aplicable 
á todos los que, por cansar daiio 6 por estímulos de codi- 
cia, interceptan las comunicaciones, bajo cuya denomina- 
ción es forzoso comprender, tanto las postales, telegrhficas 
y telefónicas, como las demás que tengan por objeto servir 
el interés común al amparo de las leyes 6 disposiciones 
emanadas de los Poderes públicos, pnes si asf no fuera 
se darfa á la palabra co~nicnz'cnciones, de que se vale el ar-  
tículo 275, una significaci6n incompatible con su natural 
sentido, así como con el que le nsigca el Diccionario de la 
Academia de la Lengua, y se dejarían sin sanción hechos 



de naturaleza criminal que perturban gravemente la vida 
.de las poblaciones. 

Como era de esperar, el Tribunal Supremo aceptó en to- 
das sus partes este razonamiento y declaró por su senten- 
cia de 22 de Junio iíltirno, aún no publicada en la Gaceta 
al escribir estas cuartillas, que el hecho de cortar un cable 
conductor de energia eléctrica para el alumbrado de una 
población, constituye el delito de desorden público, defini- 
do y castigado en el art. 275 del Código penal, cuyo delito 
es conjunto del de hurto á los efectos del art. 90 del mis- 
mo cuerpo legal, si además el ciilpable tuvo el propósito 
de lucrarse con el alambre cortado. Pruébanse con ello dos 
cosas: una, que el vigente Código resulta anticuado y es 
deficiente en ésta como en no pocas materias; y otra, que 
esas deficiencias son en lo posible subsanadas por la sabi- 
durfa y por el alto sentido que el Tribunal Supremo aplica 
á sus resoluciones. 

Iiiterveneicin obl igatoria de l  F iscal  e n  !:as causas por ilelitos 
n o  rerervados a l o  gesticin  privad:^. 

Da cuenta el Pisca1 de Bilbao de un caso verdadera- 
mente extraño. Existe, segiín dice, en aquella Audien- 
cia una causa seguida á querella de un Concejal de cierto 
Ayuntamiento en que se persegufa el delito privado de in- 
jurias. Se tramitó, como era de rigor, sin intervención del 
Ministerio fiscal, observándose el procedimiento estable- 
cido en los arts. 804 y siguientes de la ley procesal, y al 
llegar el oportuno momento el querellante calificó el he- 
cho de autos como constitutivo del delito de desacato; vi- 
niendo á resultar que se halla abierto el período de juicio . 

oral en una causa en qiie, calificiindose de delito público 
15 



el imputado al presunto culpable, no interviene el Minis- 
terio fiscal, creyendo el funcionario nombrado al principio 
que al verificarse las sesiones públicas, la defensa habría 
de protestar de la anomalía procesal y dictaría la Sala una 
resolución que colocara el juicio en condiciones normales. 

Atendida la fecha en que los Fiscales de las Audiencias 
provinciales han de elevar sus Memorias al de la territo. 
rial, es de suponer que ya la anomalía no exista por ha. 
llarse la causa terminada; pero no obsta para examinar la 
cuestión en sus diversos aspectos, porque ese estado proce- 
sal irregular anómalo pone al descubierto, no sólo erro- 
res de concepto, sino negligencias y descUidos que no 
alcanzan á explicar satisfactoriamente los apremios del 
tiempo en relación con los apuros del trabajo. 

En otra parte de esta Exposición hablo de lo que es y 
significa el Ministerio público en el actual sistema proce- 
sal g del carticter esencialmente acusatorio que tiene el 
período del juicio. Aunque la organización del Ministerio 
fiscal no responda hoy por entero á las causas de su esta- 
blecimiento, como indica el actual ilustre Presidente de 
este Supremo Tribunal, pues éstas no son otras que la 
necesidad que tiene el poder público de vigilar por el sos- 
tenimiento del orden en cuanto es 6 puede ser perturba- 
do por el delito y por el delincuente, donde está el de- 
lito, allí forzosamente ha de estar el Fiscal, sin más limi- 
tación que la establecida en la ley respecto á ciertos he- 
chos, que por afectar en alto grado á la honra y al interés 
del ofendido 6 de su familia, reserva á la gestión privada. 

E l  art. 105 de la citada ley de Enjuiciamiento, dispone 
que los funcionarios del Ministerio fiscal tendrán la obli- 
gación de ejercitar con arreglo á sus disposiciones, todas 
las acciones penales que consideren procedentes, haya 6 



no acusador particular en'las causas, menos aquellas que 
el C6digo penal reserva exclusivamente 6 la querella pri- 
vada, y otro tanto ordena, en términos no menos categó- 
ricos, el art. 838, niím. 8.0, de la ley orgánica del Poder 
judicial, y e610 en esa forma es permitido á los Tribunales 
de lo criminal ejercer su jurisdicción, implicando cualquier 
otra una flagrante nulidad y una infracción manifiesta, no 
8610 de los preceptos indicados y de los demas que con 
ellos concuerdan, sino del sistema orgánico en su relación 
con el Estado y con el interés piíblico. 

Importa para el caso muy poco que la calificación de 
desacato asignada por el querellante al delitó en sus con- 
clusiones provisionales, obedeciera 8610 al deseo de agra- 
var la respon~abilidad del que suponía le habfa ofendido, 
ya que el desacato sólo se puede cometer contra la Auto- 
toridad, carácter que no tiene el simple concejal; mas por 
equivocada qne fuera tal calificación, del error que con- 
tenga no puede juzgarse i c  priori, y, entre tanto, aquella 
constituye norma del juicio; sobre ese delito se articu- 
lan pruebas y sobre él se va á discutir eu las sesiones pií- 
blicas, y, como el desacato es un delito que se persigue 
de oficio, una vez afirmado por el acusador particular, el 
Tribunal no debe ni puede consentir que se discuta sin la 
intervención del representante de la ley. 

Convengo en que el caso es anómalo, como le llama el 
Fiscal de Bilbao, y que habiéndose presentado la querella 
por delito privado de injurias y seguido el sumario por la 
tramitación especial de los arts. 804 y siguientes de la ley 
de Enjuiciamiento, arguye contradicción calificar en el 
juicio oral de desacato. ¿Qué debió hacerse? Eso ya es pare 

\ 
mi mas difícil resolverlo, porque seria necesario saber los 
términos del poder que presentó el querellante y otros de- 



talles de importancia que ignoro, y, segiin ellos procedería, 
6 devolver al acusador particular el escrito de conclusiones 
para que se atuviera al ejercicio de la acci61i propia del 
msndato conferido al procurador, 6 dar traslado al Minis- 
terio fiscal para que Bste tomase en el proceso la interven- 
ci6n que su cargo y la naturaleza del delito calificado le 
imponen. Todo, menos sostener una situación procesal le- 
galmente absurda é incomprensible. 

Tan singular y tan fuera de toda regla jurídica está el 
suceso que nos ocupa, que entiendo que difícilmente vol- 
verá h, presentarse en análogas condiciones; y asf como la 
Audiencia de Bilbao habrá corregido indudablemente' el 
defecto que llev6 al procedimiento la inconsecuencia en 
el ejercicio de sus acciones por parte del querellante, asf 
debertín estar apercibidos los funcionarios fiscales para 
cumplir en todo lugar y tiempo el primer deber que les 
impone el antes mencionado art. 838 de la ley orgánica 
del Poder judicial. 

Cuiintlo s e  Iin de  eolender qno e l  peyjudic-ndo renuncia 
nl dereclio de  ser  parte en  In enusa. 

Llama m i  atención el Fiscal de Cuenca acerca del di- 
verso criterio con que se aplica por los Tribunales lo que 
disponen los'arts. 109 y 110 de la ley de Enjuiciamiento 
criminal, y expone que debiera dictarse una aclaración que 
uniformase las prácticas, pues mientras en alguna Au- 
diencia se entiende que la manifestación que hace el per- 
judicado por un delito, según la fórmula m8s comunmente 
adoptada de que, no se muest~a p a ~ t e  y no relzuncia ci la in- 
de?nnizacibn. de perjuicios, tiene todo el valor de una re- 
nuncia definitiva relativamente al ejercicio de la acción 



penal y al derecho de personarse antes del período de 
calificación, en otras, entre ellas la misma de Cuenca, se 
estima que esa manifestación debe entenderse por ahora 
en atención á no ser renuncia expresa de un derecho. 

La acción penal, que no es más que el derecho de per- 
seguir en juicio el delito y al delincuente, está hoy y Iia 
.estado siempre sujeta á reglas y limitaciones que varian 
según las circunstancias y los sistemas de enjuiciamiento. 
Estos pueden ser tres: encargar el ejercicio de dicha acción 
exclusivamente á oficiales phblicos, admitir como coadyu- 
v a n t e ~  de éstos á los perjudicados por el hecho criminal, 
6 conceder esa facultad, sin perjuicio de la obligada ges- 
tión del delegado oficial, á todos los ciudadanos hábiles. 
Nuestro Código procesal vigente, respondiendo á los prin- 
cipios que lo informan y á las tradiciones españolas de 
conceder gran amplitud en el ejercicio de esta clase de 
derechos, optó por el último de los tres indicados sistemas, 
encomendando al Ministerio fiscal, como representante del 
Poder phblico, la obligación iie instaurar procesos para la 

. persecución de los delitos, con las excepciones en la pro. 
pia ley marcadas, y permitiendo 6 los ciudadanos todos, 
sean 6 no perjudicados por el delito, que mantengan el 
papel de acusadores dentro de las condiciones y en los 
plazos al efecto establecidos. - Digo esto para sentar como precedente demostrativo del 
carácter y tendencia de nuestras reglas procesales en la 
materia de que se trata favorables á la intervención del 
ciudadano en el proceso criminal, como medio de contrastar 
y asegurar la realización de los fines de derecho y de ro- 
dear el fallo judicial de mayor autoridad y prestigio. No 
hablemos de la llamada acción popular á que se refieren 
los arts. 101 y 270 de la ley, porque ésta no exige invita- 



ción ni renuncia previas, la ejercita quien quiere y cuando- 
quiere, con sólo observar los requisitos de plazo y demás- 
que son sus condiciones previas, y vayamos á la que co- 
rresponde al perjudicado, pública también porque lo es 
siempre, pero respecto á la cual se impone á los funcio- 
narios judiciales ciertos deberes consignados en el ar- 
ticulo 109. 

Con su acostumbrado acierto dice el Sr. Martínez del 
Campo en la obra citada en el punto anterior, que, no obs- 
tante las declaraciones y concesiones hechas á favor de los 
particulares, la acción pública es de la sociedad, no de 
persona determinada, y su abandono por todos los españo- 
les, inclusos los perjudicados, les alejará de su interven- 
ción en un proceso, pero no afectará á la integridad ni á 
la eficacia de la misma acción delegada en los Fiscales. 
Carece, pues, la acci6n piihlica, en cuanto es ejercitada 
por los particulares, de carácter necesario y, por lo tanto, 
parece lógico que todo lo que tiene de amplia en cuanto 
á las personas favorecidas con esa facultad, lo tenga de 
restringida en lo que respecta á la forma de ejercitarla, 
pues de lo contrario podria perjudicarse el interés y el 
derecho del inculpado, para quien las reglas del procedi- 
miento son una garantía de vital importancia. 

Preceptúa el art. 109 de la ley citada que al recibirse 
declaraci6n al ofendido que tuviera la capacidad legal ne- 
cesaria, y, no teniéndola, á su representante, se le instru- 
ya del derecho que le asiste para mostrarse parte en el 
proceso y renunciar 6 no á la restitución de la cosa, re- 
paración del daño é indemnización del perjuicio causado 
por el hecho punible, sin que se deba hacer en lo sucesivo 
á los interesados ninguna otra notificación relativa á eEie 
particular; y dispone el 110 que los perjudicados por un 



delito 6 falta, que no hubiesen renunciado su derecho, po- 
drán  mostrarse parte en la causa, si lo hiciesen antes del 
trámite de calificación, y ejercitar las accionen civiles y 
penales que procedan, 6 solamente unas 6 otras; prescri- 
biendo el segundo párrafo de ese mismo articulo que caun 
>cuando los perjudicados no se muestren parte en la cau- 
.sal no por esa se entiende que renuncian el derecho de 
»restitución, reparación 6 indemnizaci6n que á su favor 
>pueda acordarse en la sentencia firme, siendo menester 
*que la renuncia de este derecho se haga de una manera 
.expresa y terminante>. 

Lo primero que salta á la vista es que el legislador im- 
pone al funcionario judicial que instruye el sumario la 
obligación de enterar al perjudicado de su derecho á mos- 
trarse parte, si le conviene, pero no le exige que mani- 
fieste si va 6 no á utilizar esa facultad. La práctica, puee, 
generalmente seguida de preguntar al perjudicado sobra 
si quiere ser parte y sus propósitos con respecto á la res- 
titución, reparación 6 indemnización que puedan corres- 
ponderle, es oficiosa y poco conforme con el texto de la 
ley, como ya lo tiene declarado este Centro en su MENO- 
RIA de 1899, añadiendo yo ahora que, además, puede dar 
lugar á errores en perjuicio del que contesta á una pre- 
gunta acaso no todo lo expresiva que fuera menester, ni 

-, bien entendida á los efectos de conocer todo su alcance. 
Demostración evidente de lo que acabo de indicar es lo 

que se inserta en la consulta á que contesto, y que parece 
obedecer á una fórmula que se emplea con frecuencia, 6, 
al menos, en los Juzgados instructores de la provincia de 
Cuenca. La afirmación hecha por un  perjudicado de que 
no se muestra parte en la causa, admite distintas inter- 
pret,aciones, pero en rigor se contrae á un hecho presente, 
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que no implica la renuncia de un derecho para el porve- 
nir. La  fórmula á que aludo es ambigua, y no es equita- 
tivo que su ambigiiedad se convierta en daño de quien 
tiene que contestar, ignorando las consecuencias que la 
contestación puede tener; y si se arguye que el segundo 
párrafo del art. 110 exige 8610 la renuncia expresa al tra- 
tar de la acción civil, lo cual presupone que la renuncia 
de la penal puede ser tácita, y autorizar el supuesto .de 
que la manifestación de no querer ser parte en el momen- 
to preciso en que se pregunta equivale á un desistimien- 
to, responderé que la prescripción legal es bien clara: el' 
no ejercicio durante el plazo que la ley fija 4 los particu- 
lares de la acción meramente penal no renunciada, tiene 
todo el valor de una renuncio; pero la acción civil prove- 
niente del delito, si no se renuncia, vive y es eficaz aun 
cuando no se ejercite. 

La doctrina de casación se aparta también de todo cri- 
terio rigorista en esa parte, habiendo llegado á declarar 
que aun la renuncia categórica y expresa puede no surtir 
efectos legales si de las circunstancias del caso se des- 
prende que aquélla fué inconsciente 6 dada con error. En 
una causa seguida con motivo del choque de dos trenes, 
uno expreso y otro de mercancias, á consecuencia de no 
haber cumplido sus deberes los Jefes de las estaciones, 
respectivamente, de salida y de llegada, en virtud de cuyo 
choque resultó el maquinista del expreso con lesiones 
que, aun cuando en un principio no parecfan tan graves, 
produjeron la casi inutilidad del lesionado para la ocupa- 
ción á que estaba dedicado dicho maquinista, á raiz de 
incoarse el sumario, renunció 4 la indemnización que pu- 
diera corresponderle; mas después de ver que la Compa- 
ñía no le respetaba en sil cargo y se negaba 4 resarcirle 



e n  debida forma el perjuicio que sufrió, compareció de 
nuevo, reclamando su derecho á ejercitar la acción que 
por error habfa abandonado. E1 Tribunal inferior accedió 
á esta pretensión, y el Tribunal Supremo, por su senten 
cia de 3 de Enero de 1887, fundándose en que era un he. 
cho probado que la renuncia se habfa hecho con error, no 
di6 lugar a1 recurso de casacibn interpuesto por el conde- 
nado á satisfacer la indemnización. 

Para que, pues, el perjudicado por un delito pierda el 
derecho á ejercitar la acción en virtud de renuncia, se re- 
quiere que ésta sea clara y consciente, y como no hay 
bastante fundamento para estimar consciente ni claro lo 
que se dcsprenae de la contestación dada á una pregunta 
formularia, que, como sucede con la que el Fiscal de 
Cuenca copia, se presta á distintas interpretaciones, tanto 
para el que la da como para el que la recibe, estimo que 
en buenti ley no puede atribiiírsele más significado que el 
de  una decisión mcmentánea y transitoria que lleva e:i 
ai la consiguiente reserva para lo sucesivo, según lo en- 
tiende la Audiencia de Cuenca y las que, como ella, 01) 
servan la misma práctica. 

Uiin cniis:i con doseicriios seseriln y oclio proeesndos. 

Tomándolo del Fiscal de Toledo, aduje en mi anterior 
Exposición, al tratar del juicio oral, las dificultades que se 
presentaban en aquella Audiencia para ver y fallar dos 
causas, una procedente del Juzgado de Talavera, en que 
figuraban nada menos que 268 procesados, y otra que pro- 
cedía del de Lillo, g en que estaban procesadas 151 muje- 
res, y entonces me permití vaticinar que, dentro del ac- 
tual sistema procesal tal como lo interpretan nuestros Tri- 
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bunales !y no quiero con esto significar que la interpreta- 
ción sea mala), podía asegurarse que los juicios en las dos: 
causas mencionadas, á no ser una casualidad rayana en lo 
milagroso, no se celebrarían jamás. 

Ahora el Fiscal de la Audiencia de esta Corte, se vueE 
ve á ocupar del asunto 6 indica que el de la de Toledo 
le manifiesta hallarse pendiente de la celebración de jui- 
cio por Jurados la cansa de Talavera contra los 268 proce- 
sados, que tienen distintas participaciones en los hechos 
que se persiguen y en cada uno de los cuales concurren 
diversas circunstancias, que siendo forzosamente de apre- 
ciar, han de dar lugar próximamente á un millar de pre- 
guntas para el veredicto, imposible á s i i  jiiicio de contes- 
tar  en la forma y manera que disponen los arts. 74 y 80 de 
la ley de 20 de Abril de 1888, toda vez que la delibera- 
ción de los Jueces de hecho ha de invertir un espacio d e  
tiempo durante el cual la incomunicación no podrá man- 
tenerse del modo prevenido en el segundo de los referidos 
artículos. 

Entiende el Fiscal de Toledo que para poner remedio 
al mal, podrían declararse fuera de la con~petencia del Ju- 
rado casos excepcionales como el de que se trata, 6 bien 
señalar un procedimiento especial que cabría fuese el es- 
crito, 6 cuando no, au t~ r i za r  la formación de piezas sepa- 
radas á la manera de lo prescrito para los delitos flagran- 
tes en el art. 792 de la ley de Enjuiciamiento; á lo que 
contestó el de la Audiencia de Madrid que lo pondría en 
mi conocimiento por si creía oportuno exponerlo á V. E. al 
objeto de promover la reforma de la ley. 

Si espontáneamente el año pasado dediqué un lugar en 
mi trabajo á ese singular caso, con más motivo lo hago 
este año respondiendo á la excitación del digno Fiscal 



d e  esta Corte. Ese estraordinario número de I;rocesados, 
.que constituye la mayor parte de los vecinos de un pue- 
blo, revela por si sólo el sinnúmero de dificultades con 
que  la administiación de justicia ha de tropezar para la 
.celebración del juicio, supuesto el criterio que informa la 
práctica de la mayorfa de las Audiencias de estimar como 
requisito esencial la unidad de acto, 6 sea que concurran 
á la vez todos los procesados no declarados rebelde*; por- 
.que es punto menos que imposible que entre 268 personas 
no haya alguna incapacitada de concurrir el dfa seílalado; 
pero, si logran vencerse tales obsthculos, quedan los rela- 
tivos á la redacción de más de mil preguntas para el ve- 
 edicto y á la deliberación de los Jurados. 

Ningún recurso legal se podría utilizar con éxito por e1 
Ministerio público, pues el que se explana en anteriores 
MEMORIAS consistente en que se aplique por analogía el 
procedimiento establecido en la ley para los delitos fla- 
grantes y reos rebeldes, esto es, que se celebre el juicio 
.con los presentes y se suspenda en cuanto á los imposibi- 
litados de comparecer para juzgarlos cuando haya des- 
aparecido la imposibilidad, encuentra en los Tribunales 
resistencias nacidas de escrúpulos dignos de respeto, por 
más que sean origen de conflictos de imposible solución. 
La suspensión indefinida del procedimiento relaja los res- - petos á la ley y desautoriza á los Tribunales encargados 
de aplicarla, sin tener en cuenta que aun conseguido que 
se celebre el juicio, se producirfa una situación dificilisi- 
ma con respecto o1 Jurado por las razones ya apuntadas. 
'Todo lo cual me decide á rogar á V. E. fije su ilustrada 
aonsideración en el asunto por si estimase que podia ser 
4bjet.o de medidas de Gobierno. 



Accinn fiwnl en loa delitos di, iutprenln. Coiiti.ci cliiii?nes 

tlel)e clirigirse.. 

De gran interés práctico son las ciiesticnes que tratar 
en su JIsmoria el Fiscal de Palencia, relacionadas con el 
tema que sirve de epígrafe ti este capítulo. El estudio que. 
con tal motivo hacc dicho Fiscal es de verdadero mérito,. 
pues no hay un solo aspecto del indicado tema que no ra- 
zone con acierto y lucidez. 

Un periódico de aquella capital publicó iin artículo in- 
jurioso para la Autoridad. El Fiscal hizo la oportuna de- 
iiuncia y se formó :sumario, confesándose antor real del 
escrito un individuo contra quien se dirigió dcsde luega 
el procedimiento. Mas, el individuo en cuestión se vi6 que 
era absolutamente incapaz por su incultura de escribir 
cosa alguna, y se descubrió que era un infeliz dependiente. 
que desempeñaba en la admipistración del periódico los 
servicios manuales más humildes, por lo que el Fiscal pi- 
di6 y obtuvo que se dejara sin efecto su procesamiento. 
Reclamados los originales á la imprenta, resultó que las 
cuartillas estaban emitas  de puño y letra de uno de los. 
redactores, si bien éste, que negó ser el autor real, ex- 
plicó que por tener muy mala letra el primer procesado,. 
le dictó á éste el contenido de sus cuartillas que ensegiii- 
da rompió; de manera que el redactor no venía á ser más 
que un mero amanuense, insistiendo en que el verdadero, 
autor era el dependiente. E1 Fiscal, como era lógico, pidió- 
se declarara procesado al aludido redactor, en vista da 
los indicios de criminalidad que contra E l  resultaban por 
estar escritas de su letra las cuartillas aportadas como ori-- 



giuales y ser inverodmil la explicación que habfa preten- 
dido dar. 

Cuestiones que ahora se presentan. Hallándose negati- 
vo el redactor de ser el autor real del escrito, aunque eon- 
feso de haber escrito mateiialmente las euartilas, ¿podrá 
considerársele como autor conocido del delito, según lo. 
exige el art. 14 del Código penal para el efecto de excluir 
el procesamiento de otra persona? Si no fuera conocido, 
¿,proceder8 el sobreseimiento en cuanto á él y se estará en  
cl caso de declarar procesado al director del periódico 
como reeponsable subsidi:irio? ¿Poclrán coexistir ambos 
procesamientos? Llegado el periodo del juicio, djer8 legal 
uiia calificación alternativa, no en  cuanto al delito, sino 
en cuanto á la persona? 

No pone las cuestiones por este orden el Fiscal de Pa- 
lencia, pero se lo doy yo eii obsequio h la brevedad, y por. 
que 6610 tomo lo esencial del concienzudo trabajo á que 
me refiero y lo que inhs puede interesar para resolver los- 
casos que con frecuencia se presentan en la práctica, des- 
componiendo con la misma ley el juego ideado por los cul- 
pables para burlarla. 

El art. 14 del Código penal reputa autores de los deli- 
tos cometidos por la imprenta, grabado ú otro medio me- 
cánico de publicación á los que realmente lo hagan sido 
del escrito 6 estampa publicados; y, para el caso de que 
éstos no fuesen conocidos, establece la responsabilidad pe- 
nal subsidiaria de los directores, editores é impresores por 
su orden. Sentado esto, ¿puede decirse que el procesado. 
contra quien resultan indicios de criminalidad, pero que 
está negativo, es autor conocido? Basta formular la pregun- 
t a  para que quede contestada negativamente. EL que se  
encuentra en ese caso es antor indicado, autor presunto,. 



yero autor conocido, no: y claro es que faltarido la condi- 
ción que exige el art. 14, el que haya un procesado con 
indicios de culpa, pero que niega, no s610 no impide, sino 
que obliga, con arreglo al mismo testo de la ley, á sujetar 
al procedimiento al director. 

Pero, el procesamiento del director no impone el sobre. 
seer respecto al anterior procesado, 6 sea en este caso el 
redactor que escribió materialmente las ouartillae, porque 
ese sobreseimiento lo ordena el art. 821 de la ley de En- 

juiciamiento, si durante el curso de la causa aparece algu- 
na persona que, por el orden establecido en el articulo res- 
pectivo del Código penal, debe responder criminalmente 
del delito antes que el procesado, y aquí el procesado es 
el que debe responder antes, si  se llega b probar lo que 
ahora niega; de modo que tampoco es el caso de sobre- 
seimien to. 

¿&lié inconveniente hay, por tanto, en que coincidan 
ambos procesamientos? Se ha demostrado que el procesa- 
miento del redactor que escribió las cuartillas es perfecta- 
mente legal, porque contra 61 existen indicios racionales 
de culpabilidad no desvanecidos hasta el presente, y se ha 
probado, asimismo, que por no ser éste autor conocido, sino 
presunto, aparece con responsabilidad criminal subsidiaria 
el director; luego, los dos procesamientos, no súlo pueden, 
sino que deben coincidir, y el sumario evtaría defectuoso 
si asi no fuera. 

Más dificultad aparente ofiece la calificación alternati- - 

va, porque el precepto del art. 653 de la ley procesal y de 
su concordante el 732, parecen referirse á los hechos y no A 
las personas. Esto no excluye, sin embargo, que en la va- 
riedad que admiten los sucesos y las situaciones haya que 
formular la alternativa con relación á las personas, y la 
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prudencia y el interhs de la jus'ticia obligan al Ministerio 
fiscal á llevar á ambos al juicio, porque ambos resultan 
con responsabilidad que su propia conducta impide deta- 
llar previamente. S610 en 91 juicio, y por virtud de las 
pruebas que se practiquen 6 de la convicción que se ad- 
quiera, con la amplitud de medios que proporciona y las 
garantías que da la presencia de los doe procesados, cabrá 
hacer ese deslinde. Así lo sostiene, aunque con más dete- 
nido razonamiento el Fiscal de Palencia, y asf cntiendo 
que deberán sostenerlo los funcionarios todos del Miuis- 
terio fiscal en casos iguales 6 semejantes. 

Siispensiitn pnra I:r pr;lclien de prnelm pcrieial de nn jiiieio 
por diirntlos yn 'conienzaclo. 

Presenta también el Fiscal de Valencia otra cuestión de 
interés práctico, que examina y resuelve con sumo acierto, 
en mi concepto. En una causa cle la competencia del Ju-  
rado, la defensa articuló en sus conclusiones provisiona. 
les prueba de peritos médicos que fué admitida, pero sin 
que se hiciera á éstos la notificación con la oportunidad 
necesaria por causas sólo imputables d la secretaria. Abier. 
ta  la primera sesión y después de constituido en legal for- 
ma el Tribunal, la defensa expuso que no habia tiempo 

-. material pnra que los médicos observaran a1 procesado y 
pidió la suspensión de laa sesiones, y como Ia petición era 

- razonable, las demás partes no se opusieron y la Sección 
de derecho accedió, señalando dia para la continuación; 
mas, como entre tanto habfan sido trasladados dos de los 
Magistrados que formaban el Tribunal de derecho, éste, 
fundado además en que faltaban sólo seis dias para termi- 
nar el cuatrimestre, y en que era de presumir por el poco 



t iempo transcurrido que los médicos no hubieran comple- 
tado su estudio, dejó sin efecto .lo actuado y ordenó que 

-,entrase la causa en  el alarde del cuatrimestre próximo, 9, 

lo que el Fiscal tampoco tuvo inconveniente en acceder. 
Demuéstrase con esto que en la labor diaria de los Tri- 

bunales Eurgen problemas procesales que estiin fuera de 
los términos y previsiones de la ley y que han de resol- 
verse por reglas de analogfa y por temperamentos de pru- 
dencia. La  primera dificultad que se presenta es ésta. La 
petición de la defensa de que se concediera un plazo ti los 
Médicos para que llevaran :i cabo la observación del pro. 
.cesado y la suspensión del juicio con tal objeto, ¿se ajus- 
taba á los preceptos legales? No está ciertamente en su 
letra, porque n i  el caso se halla comprendido en ninguno 
d e  los niímeros del art. 746 de la ley de Enjuiciamiento, 
n i  concuerdan aquellas pretensiones con el art. 745, apli- 
cable á las causas de Jurado segiín prescripcibn del 101 de 
la por que se riqe este organismo. 

A tenor del segundo de los citados artículos, el Presi- 
dente del Tribunal podrá. suspender la apertura de las 
pesiones cuando las partes, por motivos independientes de 
su voluntad, no tuvieran preparadas las pruebas ofrecidas 
en sus respectivos escritos. Una vez, pues, abierto el jui- 
cio, ya no cabe silspenderlo aunque alguna de las partes 
n o  tenga preparados, por motivo á ella ajeno, los elemen. 
tos probatorios de que intente valerse, y éste es también 
el criterio que sustenta el T;ibunal Supremo en su sen- 
tencia de 14 de Junio de 1902; y sin embargo, aunque las 
palabras del texto legal no se amolden exactamente al 

.caso discutido, es indudable que lo comprende su espiritu. 
E l  defensor debe creer que se hati llenado todas las forma- 
lidades y que los Médicos fueron notificados á su tiempo 



y con el indispensable para que pudieran desempeaar su 
cometido. Si al comenzarse el juicio se ve que no ha sido 
aai por culpas que no son siipns, la equidad y aun la jus- 
ticia exigen que no se sacrifiquen los intereses de la de- 
fensa á una interpretación de la ley rfgidamente literal y 
en oposición con sil mente. El Fiscal que coadyiivó 4 la 
pretensión de la defensa y la Sección de derecho que acce. 
di6 á lo que sc Ic proponia, ~ u ~ l i e r o n  con su buen juicio 
uno de tantos vacfos como la prirctica descubre en la apli- 
cación de toda clase de leyes. 

Otra duda, muy racional y fundada, es la de si el tras- 
lado de dos de los Magistrados que formaban la Sección 
de derecho era bastante para autorizar la resolución de 
dejar sin efecto todo lo actuado y remitir la causa á nuevo 
ciiatrimestre. Nada en contrario dice la ley sobre esta si- 
tilación, verdaderamente anómala, que debe producirse 
con frecuencia. En los juicios por Jurados todas las inicia- 
tivas son del Presidente de la Secci6n de derecho. Los 
Magistrados que con él la formau tienen un encargo pa- 
sivo, aunque no tanto que su intervención en las cuestio- 
nes que se suscitan no puede ser decisiva, porque si bien 
In discusión la dirige el Presidente, y éste también es el 
que redacta las preguntas del veredicto, las reclamaciones 
que se produzcan contra sus decisiones se someten al voto 
de toda la Sección, y claro es que si, por lo que toca al de- 
talle de las pruebas, no influye gran cosa e! cambio que 

'pueda ocurrir en el personal de los jueces de derecho, por- 
'que la reclamación que en ese orden se produzca puede 
de ordinario resolverse con sólo los datos que haya de mo- 
mento, las que se entablen contra el interrogatorio 4 que 
Iian de contestar los jueces de hecho, exige conocimiento 
de las pruebas príicticadas que no pueden tener los Magis- 

16 
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trados que no las han presenciado, y con más motivo si lo 
que se reclama fuera la nulidad del veredicto mediante la 
alegación de ser notoriamente injusto. 

La suspensión, no obstante, del juicio por esa causa, y 
la anulación de lo actuado para llevar el proceso a1 alarde 
de otro cuatrimestre, no se ajusta con medida exacta al 
artfculo 749 de la ley procesal, que es uno de los que 
el 101 de la del Jurado designa como aplicables á las in- 
terrupciones que hayan. de sufrir los juicios que se cele- 
bran con intervención del Tribunal popular. Por eso sin 
duda el acuerdo de la Sala se funda, además, en la falta 
de tiempo para que los Médicos verificaran la observación 
del procesado, que viene á ser algo parecido, ya que no en 
sus causas, cuando menos en sus efectos, á una informa- 
ción suplementaria; y todo ello constituye una prueba más 
de que los caminos de la justicia son fáciles cuando se re- 
corren con auxilio de un recto juicio y de una buena vo- 
luntad. 

¿Puede el Fiscal qiie reíir6 In acusaeion en el juicio de he- 
ello nnle el durado, maníenidn por el acusador privada), 
tlcilucir prelensioncn aeiisalorias en el jaiicio de tlereeho? 

Muy pocas son las ocasiones en que el Ministerio fiscal 
ve desconocidas sus atribuciones por alguna resolución de 
un Tribunal de justicia, y el que tiene el honor de diri- 
girse á V. E. no diría lo que siente si no manifestara que 
nadie como la Magistratura ha contribuido al prestigio y 
enaltecimientb de nuestro Instituto. Aun en aquellos con- 
tados casos de excepción que puedan señalarse, hay siem- 
pre una cuestión legal, mejor 6 peor entendida, pero que 
no menoscaba el mutuo respeto que se deben cuantos in- 



tervionen en la función de administrar jiisticia, ' bien pi- 
diendo la aplicaci6n de las leyes 6 bien aplicándolas. 

En una de las Secciones en que se divide la Audiencia 
provincial do ciita Corte ocurrió, segiín expone el Fiscal 
de la misma, que, celebrándose un juicio orai por Jurados, 
y después de practicadas las pruebas, el representante de 
la ley estimó desvirtuados los cargos que antes existían 
contra el procesado y retiró la acusación que por su parte 
mantuvo el acusador particular. Formuladas las preguntas 
h. que habian de contestar los jueces de hecho, recayó ve 
redicto que la Sección de derecho consideró de culpabili- 
dad, fuéralo 6 no, abriendo el juicio de derecho. Pretendió 
en él deducir pretensiones el Fiscal, y la Sala se lo negó 
apoyada en que, aun cuando el art. 91 de la ley manda 
que en ese trámite se conceda la palabra al Fiscal, tal pre- 
cepto se refiere, por más que no lo expone, al caso de que 
aquel funcionario hubiese mantenido la acusación en el 

- 

periodo correspondiente, 6 sea al establecer conclusiones 
definitivas por virtud de las pruebas practicadas. 

Lamenta el Fiscal de la Audiencia, y yo por mi parte 
lo lamento también, que los diguoe Magistrados que for- 
maban la Sección no hubieran tenido en cuenta el car4c- 
ter que ostenta el Ministerio piiblico, pues de no haber 
sido así, de seguro no habría llegado h. dictarse semejante 
resolución que, no sólo coarta las legitimas facultades del 
representante de la ley, sino que altera la esencia de uno 
de los periodos del juicio. 

No necesitaré, me figuro, hacer salvedades, puesto que 
en esta misma Exposición, al tratar del proceso criminal, 
y más adelante al discurrir sobre otros puntos, consigno 
declaraciones que alejan de mi la sospecha de exclusivis- 
mo y parcialidad. El  Ministerio fiscal no aspira ni quiere, 



en cuanto ir los medios y recursos de que dispone en el jui- 
oio, otras prerrogativas y otros derechos que los que la ley 
reconoce al procesado; pero de ahf á abdicar de su persona- 
lidad y hacer renuncia de su especial investidura, hay una 
distancia inmensa, porque ni las obligaciones son renun- 
ciables, n i  cabe que el Fiscal haga conce~iones á costa de  
lo que no es suyo. 

La potestad de perseguir los delitos corresponde al b s -  
tado, y éste la ejerce por medio de sus delegados natos que 
son los Fiscales. Donde aparece un delito, allí ha de estar 
la acción del Estado ejercida por el Fiscal para perseguir- 
lo, no por voluntad y por consejo, sino por precepto y obli- 
gación. Por eso en las causas que se siguen de oficio no 
puede haber juicio sin Fiscal, sin que obste el que hubiera 
pedido el sobreseimiento, porque, si  6 gestión de parte pri- 
vada se abre el juicio, se le comunica la causa para con- 
clusiones y, si  entonces interesa la absolución, sigue in- 
terviniendo en la prueba, oye la sentencia que recaiga y 
promueve y vigila mis  tarde su cumplimiento, contrayen- 
do responsabilidad por las faltas de celo en que incurra; y 
es que el Fiscal de tal manera encarna la representación 
del Poder público, que sin su presencia y gestión, el jui- 
cio es nulo y la acción social ineficaz y baldía. 

E n  varias MEIUIRIAS de este Centro, y puedo citar ahora 
las de 1883, 1897 y 1898, se tratan materias que tienen 
puntos de contacto con la presente. E n  la segunda de ellas, 
hacibndose cargo de la conducta que debería seguir el Fis- 
cal que hubiera pedido el sobreseimiento si se ab>fa el  jui- 
cio oral á solicitud de un querellante particular, se decía 
que aquel tenfa una múltiple representación que le obli- 
gaba íi seguir las peripecias de la prueba con la mayor 
atención y cuidado, á fin de recoger su acción acusatoria, 



cuyo abandono era siempre condicional y subordinado á 
sucesos futuros, y ejercitarla en el momento mismo en que 
surgiera la demostración de un delito; y si hubiera. un Tri- 
bunal, que no 10 ha habido, que apoyado en la renuncia 
de acción por su naturaleza circunstancial, impidiera al. 
Fiscal la intervención sucesiva en el proceso, el rechazado 
y proscrito no serja el Fiscal, sino la Sociedad y el Esta. 
do, aun prescindiendo del vicio que tal medida imprimiría 
e n  la marcha del procedimiento. 

Pero, fijémonos en la razón de la negativa opuesta por 
laaudiencia de esta Corte al ejercicio de la acción fiscal en 
e l  juicio de derecho; que el art. 91 de la ley del Jurado ce 
refiere al caso en que el Fiscal hubiere acusado, pero no 
al en que hubiere retirado la acusacibn. ¿Qué precepto lo 
dice?, den qué regla procesal se apoya tal aeerto?, ¿qué doc- 
trina de la jurisprudencia lo autoriza? Porque para elimi- 
nar á un funcionario cuya misión es perseguir 10s delitos 
6 intervenir en los juicios, no s61o para acusar á los cul- 
pables, sino para que las leyes se observen en toda fiu iu- 
tegridad, es necesario que haya un texto obligitorio que 
así lo ordene, pues, de no haberlo, la conclusión ha de ser 
forzosamente la contraria de la que la Audiencia adopta. 

Haya mantenido 6 retirado la acusación el  Fiscal des- 
pués de las praeb as, la causa toma nuevo estado por razún 
del veredicto firme, única verdad legal que existe, única 
norma de las pe ticiones sucesivas. E l  juicio ha  desapare- 
cido sin que de él quede rastro alguno que influya en el 
valor de las solemnes declaraciones de los Jueces de he- 
cho, cuando éstas no han sido impugnadas en forma legal. 
Podrii el veredicto ser concordante 6 discordante con las 
oonclusiones definitivas de las partes en el juicio de he. 
C ~ O ;  podriin las preguntas conteatadas no corresponder 



con exactitud á las calificaciones; esa discordancia pudo 
y, en su caso, debió discutirse y reclamarse á su tiempo; 
mas, una vez el veredicto pronunciado, con car6cter irre- 
vocable y firme, toda la cnusa se resume en él, toda vir- 
tualidad juridica en él reside, y toda acción acusatoria de 
él emana. ¿Qué importa, pues, que el Fiscal antes del in- 
tcrrogatorio retirase la acusación? Si fuera persona privada 
dejarla desde ese momento de ser parte. Es un delegado 
del Poder público con misión irrenunciable y sigue en el 
proceso con el mismo carácter que antes y con las mismas 
obligaciones, siendo la primera y principal de ellas la de 
acusar tan pronto como resulte la existencia de un delito 
y de un delincuente. 

Porque es de notar que el juicio de derecho en las cau- 
sas por Jurados es un perfodo esencialmente acusatorio, y 
la acción que en él se ejercita es acusatoria también. Con 
la única y exclusiva base del veredicto, las partes formu- 
lan conclusiones de acusación, y Qstas son tan trascenden- 
talmente definitivas y tan eficazmente ricusatorias, que sea 
cual fuere la trascendencia que en opinión de la Sección 
de derecho tengan las preguntas, no puede imponer pena 
por delito más grave que el que entonces y no antes se 
acuse, si  no hace uso de la facultad que otorga el art. 733 
(le la ley de Enjuiciamiento criminal, porque asl de modo 
expreso y terminante lo dispone el 92 de la del Jurado. 

Equiparar al Fiscal á una parte cualquiera y entender 
que cuando hace una manifestación impuesta por las cir- 
cunstancias de momento renuncia definitivamente 8. sus 
derechos y deberes sucesivos, es, á mi juicio, un error fun- 
damental que trastorna la base del actual enjuiciamiento 
y de nuestra organización. En el juicio criminal domina 
el sistema acusatorio. El Fiscal, como acusador público, 



no puede ejercitar más derechos que los concedidos al pro- 
cesado, ni en otra forma que en la permitida á éste; pero, 
¿cuándo? Asf como el procesado tiene siempre el derecho 
de defenderse, el Fiscal tiene siempre el de acusar. Su ac- - 

ci6n muere y revive, según el curso de las circunstancias 
y los dictados de su conciencia. Si las pruebas se desvane- 
cen, suspende 6 abandona su acción; si despues los cargos 
se acentúan, la recoge de nuevo, porque su personalidad 
como acusador público y como delegado del poder social, 
no desaparece hasta que recae fallo definitivo. 

La equivocación que se padeció al negar al Fiscal el uso 
de la palabra, se evidencia con el razonamiento siguiente: 
Supongamos que el veredicto es realmente de %culpabili- 
dad y que, una vez leído, el acu~ador privado, en uso de su 
derecho, desiste y se retira Es necesario abrir el juicio de 
derecho con arreglo á lo que la ley manda, ¿con qué obje- 
to si la Sección de derecho estima que el Fiscal no puede 
hablar por haber pedido la absolución antes del veredic- 
to? ¿Quién va á formrilar las conclusiones acusatorias in- 
dispensables, segrin los arts. 91 y 92 de la ley do1 Jurado? 
En pleno sistema acusatorio, ¿podrá la Sección de derecho 
condenar sin que nadie le pida condena? La misma pro- 
sencia del Fiscal, no contradicha ni discutida, en el juicio 
de derecho es una protesta viviente contra el acuerdo de 

- la Sala, porque, si no podía accioiiar no podía estar alli; y 
si estaba allí, porque se le consideraba necesario para la 
le~alidad del procedimiento, el forzado mutismo á que 
Ee le somete'envuelve un enigma que muy pocos, y entre 
ellos no me encuentro yo, alcanzarán á descifrar. 

No juzgo aventurar mucho afirmando que abrigo la es- 
peranza de que el caso no se repetirá, fundándome para 
ello en el espíritu.de sinceridad que ti todos anima, en la 



consideración que se guardan y en el auxilio qrie recipro- 
camente se prestan en el desempeño de sus cargos los fun- 
cionarios de los órdenes judicial y fisoal; pero, esto no 
quita para que recomiende tí mis diguos subordinados que 

' mantengan la atribiición que les compete de deducir pre- 
tensiones en el juicio de derecho, aun cuando en el de he- 
cho hubieran solicitado la absolución del procesado, por. 
que la voz del Fiscal, es la voz de la ley y su acción la  
del Estado, y ni la voz de la ley puede dejar de oirse 
cuando de la aplicación de la Iey se trata, ni la acción del 
Estado para perseguir los delitos decae nunoa, en tanto 
que los Tribunales de justicia no pronuncian la dltima 
palabra. 



A1 informar por primera vez esta Fiscalía acerca de lo 
contencioso administrativo (MEMORI~ de 1904) se consig- 
nó que la reforma por virtud de la que se atribuía el co- 
nocimiento cZe esa materia al Tribunal Supremo, transfe. 
ría integras la jurisdicción, la competencia y las reglas del 
procedimiento, salvo lo que á la ejecución y cumplimiento 
de  las sentencias se referia; y en aquel notable trabajo, 
que tau brillantemente inaugiirnba para este'centro un 
nuevo aspecto rle sus deberes de información, al tratarse 
del procedimiento, se habl6, entre otras cosas, del allana- 
miento á las demandas y de la abstención de intervenir 
e n  los asuntos que no afecten al interhs general de la Ad- 
ministración, facultades otorgadas al Fiscal de lo Conteii- . 

cioso, hoy al del Tribunal Supremo, expresándose en qu6 
consistían y Iiaci6ndose notar que rara vez se habían coil. 
siderado de todo punto indefendibles las resoluciones dc 
la  Aiiministración, condición cn que debe apoyarse la so. 
licitud de 'autorización para el allanamiento, asi como du 
igual modo se indicaba que t:irnpoco se habían solido eii. 
contrar asuntos que ofrecieran los requisitos previstos en 
la  ley para abstenerse. 

A pesar de qne los preceptos legales tienen un sentido 
alaro, son frecuentes las consultas de los Fiscales acerca 
de allanamientos y abstenciones en primera instancia, y 
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ello obliga á puntualiznr bien los conceptos con respecto 4 
ambos extremos para que el Ministerio fiscal, en este como 
cii todos los órdene~, teuga aquella unidad de criterio que 

r 
siendo ley de su Instituto, realza y reviste de especial 
autoridnd la función que ejerce. 

n Está f~iera de toda duda que el art. 24 de la ley, al ha- 
blar de allanamientos y abstenciones, se refiere al Fiscal 
del Tribunal de lo Contencioso exclusiramente, no á los 
de los Tribunales provinciales. Ln. trascendencia de tales 
actitudes en relación con el daño irreparable que pueden 
inferir á los intereses generales de la Administración, bas- 
taría á justificar, si del mismo texto no se coligiera, que 
las adopte el funcionario fiscal más autorizndo y que 
por su cargo se halla en contacto directo con el Gobierno; 
pero, además, así se desprende de los términos en que el 
expresado artículo se halla redactado. 

Segfin él, no podrá el Fiscal allanarse á las demandas 
si11 estar autorizado para ello por el Gobierno de S. M ,  y, 
cuando considere de todo punto indefendible la resolu- 
cidn impugnada, habrrí de hacerlo presente en comiinica- 
ción razonada al Ministro de cuyo Centro dimane, para 
que acuerde lo que estime procedente. Esa inmediata y 
directa comunicaci6n con el Poder central sólo incumbe al 
Jefe del Ministerio pbblico, y ~610 á él, por consiguiente, 
corresponde, una vez obteaida la competente autorización, 
el allanamiento de que se trata. 

Por lo que respecta a la abstención, aun cuando el rnen- 
cionado art. 24 de la ley parece dejarlo h la prudente dis 
creción del Fiscal, los arta. 59 y fiO del reglamento, no 
sólo ponen limitaciones al ejercicio de esa facultad,sino que 
la someten á una fiscalización indirecta por parte del Tri- 
bunal. Al Fiscal le ordena el art. 59 que dé cuenta al  Mi- 



nisterio de donde procede la resolución reclamada, y al Tri- 
bunal le obliga á que continiie la sustanciación del reciir- 
so con las demás partes y le faculta para que ponga el he- 
cho en conocimiento del Ministro que dict6 aqu0lla; cosas 
ambas que, por las razones antcs npiintadas,evidentemente 
se refieren al Tribunal de lo Contencioso y á >u Fiscal. 

Es, por tanto, el Fiscal del Tribunal Supremo el Iinico 
que de un modo directo y expreso está autorizado por la 
ley para allanarse á las demandas con ciertos requisitos y 
paroabstenerse de intervenir, con otros, en los asuntos qiie 
n o  afectan al interés general de la Administración. 

Véase, en cambio, qiie cuando se trata del allanamiento 
á la solicitud de suspensión de efectos de la resoIuci6n re- 
clamada por los Piscales de los Tribunales de provincia, - 
ya se establecen reglas concretas en la Sección 9.a del tí- 
tulo 1II del reglamento. El  silencio, pues, de Bste y de la 
ley, en lo que se refiere al allanamiento y á la abstenci6n 
del Fiscal en la primera instancia, es muy significativo y 
debe entenderse que equivale á una completa y total nc- 
gativa de semejante facultad. 

Pretendióse hallar fundamento para sostener criterio 
opuesto al que expongo en lo que disponen los arts. 25 
de la ley y 61 del reglamento, segiin los cuales, el Minis- 
terio fiscal en los Tribunales proviuciales defenderá á la 
Administración general del Estado en los términos pre- 
ceptuados para el Fiscal de lo Contencioso, queriendo de- 
ducir de aquí que puesto que el Fiscal de lo Contencioso 
puede allanarse y abstenerse, igual facultad competía á los 
Fiscales provinciales; pero los que así piensan no advicr- 
ten que el Fiscal, cuando se allana 6 abstiene, no defiende 

- 

ti la Administración, sino que precisamente deja de defen- 
derla; afirmación de evidente rigor lógico y que está ín- 



timamente ligada con la trascendental cuestión de si en 
la primera instancia puede el Fiscal, por alghn motivo, 
dejar de defender la resolución reclamada. 

Todos los Fiscales de lo Contencioso han repugnado 
siempre autorizará los de los Tribunales provinciales para 
usar esa facultad, siendo iiumerosfsimos los casos en que 

+ 

tal pretcnsióu les ha sido negada y pudiendo apenas se- 
Tialarse alguno eii  contrario;.^ B la omisión de la ley y el 
reglaiiiento, quc cúmo ya se ha dicho no contieoe precepto 
alguno permisivo dcl allanamiento y la abstención en pri- 
mera instancia, hay que aliadir esa larga, constante, y por 
su origen autorizada práctica, que los ha impedido. Esto 
sólo seria suficiente; pero mirada la cuestión desde otros 
puutos de vista, desaparece, no ya la legalidad, sino la 
conveniencia, y hasta la posibilidad de que en dicha ins- 
tancia se adopten semejaiites actitudes. 

Previsto el allanamiento en la ley para aquellos extra- 
ordinarios casos en que se consideren de todo punto inde- 
fendible~ las resoluciones impugnadas, y establecida la 
abstención para los todavía más extraordinarios en que 4 
la absoluta carencia de razones que invocar en apoyo del 
acuerdo reclamado, se una que el asunto en que se hu- 
biese dictado no afecte al interés general de la Adminis- 
tración, s61o por excepción es lícito usar de unas f8ciilta- 
des cuyo ejercicio desnaturaliza la misión impuesta al Mi- 
nisterio fiscal cii ese orden, en el que es ante todo y casi 
exclusivamente defensor de la Administración general 
del Estado y de los organismos que esthn bajo su inspeo- 
ci6n y tutela, mientras estos no tengan representante nom- 
brado 6 no litiguen contra aquélla 6 entre sí. Ello explica 
que desde 1886 sean contadisimos los recursos en que el 
Fiscal de lo Contencioso primero y el del Tribunal Su- 



premo después, hajan pedido y obtenido autorización para 
allanarse á las damandas, y más escaeos, si es que existe 
alguno, los pleitos en que hayan dejado de intervenir 
abandonando la representación y defensa del Poder admi- 
nistrativo. 

E n  cambio, los Fiscales de los TribunaIes pi.ovincia1es t i  

diario solicitan autorización para allanarse, que les es nega- 
da; y como son muchos los asuntos en que en primera ins- 
tancia dichos Fiscales cstán IIamados á defender á Ayun- 
tamientos y Corporaciones que no comparecen cn los plei- 
tos, á pesar de que Bstos á ellos principalmente afectan, y 
no á intereses generales de la Administración, menudean 
los casos en que se inclinan á la procedencia de la absten- 
ción. Por donde á poco que en ello se abra la mano que- 
darian casi siempre indefensas en primera instancia las 
resoluciones reclamadas. 

Que esto no puede ser se desprende del precepto regla- 
mentario que impone al Fiscal la obligación de interponer 
en todo caso los recursos establecidos en la ley contra las 
decisiones de los Tribunales provinciales que fuesen con- 
trarias á Ia Administración,' y como no cabe desconocer 
que tienen este carácter las que-anulan, modifican 6 revo- 
can sus acuerdos, el cumplimiento de un deber de tan ter- 
minante modo impuesto,es notoriamente incompatible con 
la facultad de allanarse á las demandas y con la de abste- 
nerse de intervenir en los pleitos en primera instancia, 
Además, ordenándose al Tribuna1 que cn los litigios en 
que el representante de la Administración deje de impug- 
nar la demanda, lleve el pleito á la vista y dicte el fallo 
que estime justo, y en los que se hubiere abstenido, que 
continúe la sustanciacibn del recurso con las demás partes 
que en él intervengan, la situación del Fiscal ante una 



sentencia contraria á la providencia reclamada en liti- 
gio en que se hubiera allanado 6 abstebido, resultaría, 
de no admitirse la opinión que expongo, anómala en ex .  
tremo, porque tendría que optar entre la manifiesta iii- 
fracción de un texto cuya observancia le es obligatoria, 
si la consentía, 6 la de inourrir, si de ella se alzaba, en la 
inconsecuencia de consiclerar perjudicial y lesiva para su 
representación la resolución que accede B una demandtt 6 
que él asintió 6 que declaró no nfectaba al interés general 
de la Administracibn en cuyo nombre utiliza el recurso. 
Lo primero sería una flagrante violación de preceptos Ic- 
gnles, acaso generadora de responsabilidad; lo segundo un 
incornprensible absurdo. 

La  ley ha querido deferir al más autorizado de los de- 
fensores del Poder administrativo, que por su cargo está 
e n  directa é inmediata comunicación con el Gobierno, 
cuanto dice relación 6 allanamientos y abstenciones, y su 
mecanismo es éste. Ante los Tribunales provinciales, el  
Fiscal defiende siempre á la Administración é interpone 
en  todo caso los~recursos legales contra las decisiones que 
le son contrarias, y en la segunda instancia el Fiscal del 
Tribunal Supremo es el llamado á decidir, estudiados el 
expediente gubernativo y el pleito, la sentencia y el razo- 
nado informe que debe remitirle au subordinado, si  ha de 
continuar defendiendo la resolución reclamada y sostener, 
por tanto, la apelación, 6 si, por el contrario, ha de desistir 
del recurso por estimarlo insostenible 6 temerario. 

'Aparte de que esta es la ley y á ella hay que atenerse, 
no cabe desconocer lo atiiiudo de sus preceptos. E Y ~  es la 
oportunidad procesal para fijar una actitud cuya trascen- 
dencia salta tí la vista y no antes. En  primera instancia no 
existen garantias suficientes para adoptarla con acierto, 



porque ni el Fiscal encargado de defender 4 la Adminis- 
tración puede en ese periodo, al ser emplazado, formar, 
por la falta de elementos y de fijeza de c:onceptos, el aca- 
bado juicio neceuario á fin de solicitar autorización para 
nllanarse, n i  el Fiscal del Tribunal Supremo, que seria 
quien debiera concederla, puede tener, al iniciarse el plei- 
to, aquella plenitud de antecedentes y datos, indispensa- 
ble para otorgarla. 

Y termino este punto con el recuerdo de la Real orden 
que en 26 de Septiembre de 1896 expidió la Presidencia 
del Consejo de Ministros, dictada de aciierdo con lo infor- 
niado por el Consejo de Estado en pleno, con asistencia 
del Tribunal de lo Contencioso administrativo, en la que 
se resuelve que el Fiscal no puede, sin autorización, apar- 
tarse de las apelacioiles, y que en ningún caso le es licita 
la abstención en las mismas, porque ese recuerdo eviden- 
cia que si el propío Fiscal del Tribunal Supremo no pue. 
dc abstenerse de intervenir en ellas, aunque no afecten al 
interés general de la Administración, sino 8610 al de los 
particulares 6 corporaciones, menos han de poder dejar de 
intervenir los Fiscales de los Tribunales provinciales en 
los pleitos de que esas apelaciones dimanan. 

Por la importancia qué en si tiene y por la jurispruden- 
cia que establece, estimo que debo dar cuenta B V. E. d e  
una resolución de la Sala de lo Contencioso-administrati. 
YO, con tanta mayor razón cuanto que por haber recaido en 
un incidente de un pleito no ha de publicarse en la Gnceta. 

Declarado lesivo para los intereses del Tesoro el con- 
trato sobre arriendo de arbitrios de los Puertos francos de  
Canarias, formuló demanda esta Piucalia solicitando la nu- 



lidad de las Reales disposiciones que en 1902 adjudicaron 
el remate, mandaron otorgar la escritiira y ordenaron en- 
tregar el servicio arrendado á la Sociedad adjudicataria. 
L a  Sala dict5 providencia mandando emplazar á la Socio- 
dad demandada, y un Procurador, 4 nombre, no de la Com- 
pañia Arrendataria, sino de la Asociación general sobre 
arbitrios de .los Puertos francos en las citadas Islas, com- 
pareció pidiendo se le tuviera por parte en el pleito como 
coadyuvante de la Administración, cuya pretensión fuO 
denegada. . . 

No conformándose con esta resolución el aludido Procu- 
rador, interpuso recurso de reposición, fundado en que el 
procedimiento administrativo no es distinto, s e g h  lo irii- 
oien los particulares 6 la Administración, más que en lo 
relativo al plazo de interposición de'l recurso y en algún 
otro detalle que en nada afecta al caso en cuestión, sien- 
do en lo demás igual, sin que, por tanto, haya motivo se- 
rio para que el hecho de proponerlo el Fiscal altere la 
manera de seguirlo y tramitarlo; que si la costumbre y la 
jurisprudencia primero, y luego el legislador, han permi- 
tido en los pleitos contenciosos que, ademhs del Fiscal, 
vengan á coadytivar los que tengan interbs en ellos, for- 
zoso es que se admita ahora como legítimo ese auxilio, ya 
que no hay ningiin precepto que lo prohiba cuando es la 
Administración la que demandn; y que disponiendo el ar- 
ticulo 41 de la ley que cuando la Administración general 
del Estado sea la que recurre en ría contenciosa el curso 
ulterior de la demanda hoja de ser el mismo que pros- 
criben los artfculos siguientes, y admitiendo los 44 y 45 
la intervención de los coadyuvantes, á quienes se asigna 
el  papel que en el pleito les corresponde, no cabfa la 
menor .diida de que la negativa de la Sala, contra la que 



reclamaba, infería agravio al derecho d,. ,,uLamante 
Llamado el Fiscal 4 emitir dicta bre esa preteti 

sión, adoptb desde luego una actit ielta en sentid( 
opuesto al ejercicio de una acción por parte de la 
ción general de Puertos francos que la ley no aut 
y no porque le estorbase el concurso de otra p b ~ ~ t :  ~ U G  

apoyara su gestión, sino porque al Ministerio fiscal le in 
. cumbe velar por la integridad y pureza del procedimiento 
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S610 dando a la palabra coaayuvante una acepción ge- 
nérica, podria hacerse extensiva d la situación que aspira- 
ba á ocupar el reclamante, pues en su significación técnica 

mente es aplicable 4 la parte que coadyuva 4 la Ad- ' 

itración cuando ésta es demandada en el pleito, sin 
enga valor alguno en contrario el argumento de que 
t. 41 de Ia Iey acabe diciendo que el curso ulterior de 

la demanda que el Fiscal entable serii el mismo prevenido 
en los ~iguientes para todos, y que entre éstos, los 44 y 45 
mencionen á los coadyurantes, porque, en realidad, esto 

instituye prueba para el fin que se pretende. 
!spnés que el art. 34 fija, como regla normal, que el 

pluu~dimiento contencioso se iniciará por medio de un es- 
crito de interposición del rc cuando no se promuevo 
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sea la que reclame en vía contenciosn; 
y puesxo que eae, y no otro, es el objeto de1 referido ar- 
tículo 41, su segundo inciso 6 párrafo no tiene más alcance 
que el de reducir dicha especialidad procesal á la regla 
de qi lministraci6n empiece el procedimiento prc- 
sents 1 su demanda el expediente gubernativo en 
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que hubiese recaído la resolución impugnada, adaptándose 
en lo demás la tramitación á lo que disponen los artículos 
siguientes, y deduciéndose de todo ello. como lógica con- 
secuencia, que lo que prescriben los arts. 44 y 46 es apli- 
cable á lo que dispone el 41, tan sólo en cuanto al tracto 
piwcesal. 

Basta fijar la consideración en el contexto del art. 44 
para persuadirse de que versa sobre toda clase de deman- 
das para el fin del precepto, que es regular la presenta- 
ción de documentos; así que, cuando somete á los coadyu- 
v a n t e ~  de la Administración, si los hubiere, it la misma 
norma establecida para el actor y el demandado en lo re- 
ferente á la presentación de documentos y su oportunidad, 
no quiere decir que admita coadyuvantes en los pleitos 
que la Administración entable y á que se refiere el artfcu- 
lo 41, sino que las restricciones impuestas al actor y al de- 
mandado, alcanzan á los coadyuvantes, si los hubiere, y 
en el caso que pueda haberlos, cosa que el articulo no de- 
termina ni tenía para qué determinar. 

Pero, si el art. 44 es significativo desde el punto de vista 
aceptado por el Fiscal, aún lo es más el 45, pues no se li- 
mita á citar á los coadyuvantes, sino que, y en eso estaba 
acertado el recurrente, les asigna el papel que en el pleito 
les corresponde; porque si el mencionado art. 45 expresa 
que presentada la demanda se emplazará al particular de- 
mandado 6 al Fiscal y después á los coadyuvantes á$n de 
que la colztesten, resulta claro que el papel que corresponde 
á los coadyuvantes es contestar en último lugar 4 la deman- 
da presentada, y no el de deducir ellos una demanda de 
adhesión á la del Fiscal para que la conteste el demandado. 

E n  consonancia con el anterior precepto, los arts. 46 
de la ley y 308 del reglamento, que versan sobre las ex- 



cepciones autorizadas cpmo previas á la contestación, con- 
signan que pueden proponerlas el demandado y sus coad- 
yuvante~ dentro de los diez primeros días del emplaza- 
miento, y ese mismo carácter de auxiliares del demanda- 
do atribuyen & aquéllos los arts. 315, 316, 320 y 324 del 
antes nombrado reglamento, sin que en ninguna parte de 
Bste ni de la ley se defina a1 coadyuvante sino como un 
demandado ni se le mencione como auxiliar del que in- 
terpone la demanda. De admitirse á los coadyuvante8 en 
otro concepto que no fuera el de meros demandados, ha- 
bría de suplirse con la arbitrariedad la falta de preceptos 
reguladores de su acciún como demandantes, puesto que 
la legislación vigente no dice ni podía decirlo, por estar 
totalmente fuera de la mente que la iiiforma, si el parti- 
cular que intenta venir en auxilio del Fiscal que deman- 
da, se ha de acomodar á la fórmula del art. 34 6 á la del 41 
de la ley, n i  si habrá de iniciar por su parte la via conten- 
ciosa con demanda y en qué momento, 6 si con escrito de - 

interposición de1 recurso y en qué término. 
A estas consideraciones se añade otra de no menos fuer- 

za. E 
en 1' 
,, 

Es posible que el Real decreto y Reales órdenes que 
902 otorgaron la concesión relativa á Puertos francos, 

íueran lesivas para los intereses del que intentaba coad- 
yuvar á la demanda del Fiscal. Si asi era, expedito tuvo 
su derecho para interponer el recurso contencioso dentro 
de los tres meses que señala para los particulares el pri- 
mer párrafo del art. 7.0 de la ley, y, puesto que no lo hizo, 
aquellas soberanas disposiciones quedaron para él firmes 
y consentidas. Pretender, después de transcurridos, no tres 
meses, sino tres años, aprovecharse á titulo de coadyuvan- 
te del plazo extraordinario y privilegiado que el dltimo 
párrafo del citado artfculo concede 4 la Administracibn 
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INSTRUCCIONES GENERALES 
DADAS A LOS FISCALES DE LAS AUDlENCIAS 





eación no tienen el carhcter de pena, n i  en ese concepto figura en la 
escala general del art. 26 del Código, que enumera todas lafl que 
pueden imponer~e, sino que se define, con l a  denominación d a  
respou~abiiidad civil, en los articulas 121 y siguientes de aquel 
cuerpo legal. De modo que, si la ley sólo compiita la prisión pre. 
ventiva para el  cumplimiento de las penas, y la indemnización d e  
perjuicios y reparación de daños no lo son, se ha de deducir como 
conseciiencia lógica, que el  abono de aquella p r i~ ión  no es aplica. 
ble a l  apremio personal que haya de sufrirse por insolvencin d e  
esas responsabilidades de orden p u r a m ~ n t e  civil, pues su natura- 
leza propia no ee cambia por el mero accidente de que el  reo sea 
rico 6 pobre y pueda 6 no pueda pagar. 

Ademhs, la reparación y la indemnización afectan de modo 
exclusivo a l  interes privado, tanto que la ley de Enjuiciamiento 
criminal, en sus articiilos 109 y 110, hace Brbitros a los perjudica- 
dos de renunciar 6 no que Fe les restituya, repare 6 indemnice, 
y, según cual sea su determinadón, así ~ e r B  el fallo que acerca de 
ese extremo dicten los Tribunales. Esto sentado, no es atribiición 
del poder público condonar, en forma de abono de prisión preven- 
tiva ni en ninguna otra, una respon~abilidad de indole civil que, 
por dieposición exprefa del legielador, constituye un derecho 8. 
favor de terceras pereonas, únicas d quienes incumbe renunciarlo 
6 exigir ~u cumplimiento y efectividad. 

Nada dice ni podia decir, en contra de lo que acabo de indicar, 
l a  Real orden aclaratoria de 29 de Enero de 1901. Se limita 8. fijar 
conceptos y resolver dudas para la mejor interpretación de l a  ley, 
~ i n  alterar su esencia ni variar EU sentido; asi es que no hay en 
dicha Iteal disposición una sola palabra que autorice 8. suponer 
que e l  abono de l a  prisión preventiva sea extensivo 4 la responsa- 
bilidad por insolvencia de la indemnización. E n  aquella aparece 
el siguiente phrrafo, que es el que 9. primera v i ~ t a  h a  podido 
sugerir cierta confusión. <Por  modo bien claro, dice, ee consigna 
en  el  phrrafo segundo, del art. 1.O (de la ley de 17 de Enero), el  
abono que de la prisión preventiva h a  de hacerse & los condenados 
zi penas aflictivas, y como en 81 no se establece diatinción ni excep. 
ci6n alguna, claro es que tiene que aplicarse, lo  mismo al que fu8 
condenado 4 privación de libertad, como peaa principal, que al  
que deba sufrirla como pena sub$idiaria, pues siempre lo subaidia- 
rio eigiie 4 lo principal y participa de sus condiciones.. 

¿Cabe imaginar, por ventura, que se refiera esto d la responsa- 
bilidad personal por insolvencia de la indemnización? &En que 
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razbn podria fundarse tal supuesto? El plrraEo ttanscrito menciona 
el caEo del que el condenado ti pena afiictiva que no consista en 
privacibn de  libertad, tenga que sufrir, como pena subsidiaria de 
aquélla, eea misma privacibn de libertad, lo cual excluye en abso- 
luto toda idea de responsabilidad personal por insolvencia de le 
indemnización, pues eegún el art. 51 del citado Cbdipo penal, Bsta 
no Ee jmpondr4 nunca 9. los condenados & penas aflictivas. S i  B 
efito €6 afiade, que la responeabilidad que nos ocupn, no es pena, 
se tendrh la demostracibn miis r~almaria, d e  qiie la Renl orden 
de 29 de Enero no ~ i e n e  el sentido que se l e  ha atribuido y que 
Eus propios terminos rechaznn. 

Aca~o lo que se con~ultb y la Real orden resuelve, fuera ia 
conducta que se habría de ~egtiir ,  en cuanto al abono de 1s prisibn 
preventiva, cuando condenado el culpable B una pena aflictiva 
que no consi~te en la priracibn de libprtad, tal como relegacibn, 
extraüan2ient0, confinamiento 6 inhahilitaci6n, ocurre alguna vi- 
c i~ i t ud  posterior, verbi-gracia, el qnel~rantamiento de  cotitlene, y 
es ~ristituida dicha pena por otra personal, con arreglo :l lo que 
prescribe el art. 129 del tantas veces noinbrado Cbdigo penal. Sea 
eso iii otra copa, resulta evidente que la Real orden puede decirlo 
todo, menos que el abono de le pri-ibn pieventiva alcance B la 
reepon~abilidad por l a  insolvencia de la indemnización, porque 
eEo pugna abiertamente con el espíritu y letra de aquella disposi- 
cibn, alteraría sustancialmente el contexto y eentitlo de In ley, y 
daría & la responsabilidad. por insolvencia d e  la indemoizicibn iin 

carhcter que legalmente no tiene, convirti8ndola de civil en crimi- 
nal, y de medida reparadora del perjuicio pecuniario iriogado con 
el delito 4 una perEona privada, en verdadera pena, no incluii1:r 
por el legislador entre las que iInicm~ente pueden en tal concepto 
aplicar los Tribunales. 

Estimo, pues, que ni l a  ley ni  la Real orden aclaratoria de 29 
' 

d e  Enero de 1901, consienten qiie se aplique el abollo de prisiou 
preventiva 4 la re~pon~abi l idad perfonal tiubjidiaria por i n ~ o l t  en- 
cia de la reparacibn de daños 6 de la indemnizacibn de perjiiicios, 
y a ~ i  habrl V. S. de so~tenerlo en lo sucesivo en igualdnd de caso. 

Por las razones apuntadas, he acordado se desibta del rrcursod 
que a l  principio aludo, y, a l  comunic~r~e lo  Q V. S., le reitero m i  
complacencia por el interks y celo con qiie ha  procedido., 

Lo que traslado Q V. S. para ai i  conocimiento y observanch. 
ilíos guarde 9. V. S. muchos  año^. Jledrid 17 de Octubre de 19054 

irP.71itario R I ~ Z  9 I'alnsino, -Sr. F i ~ c a i  de la  Audiencia de ..... 



La indole varia de los dederes atribuidos & nuestro Mini~terio, 
su  triple caracter de representante de l a  ley, de los Poderes pilbli- 
cos y del interés social, y la inmutable regla de unidad l que 
obedece en su de~envoivimiento orglnico y funcional, imponen 
a l  que se halla colocado & su frente la obligación ineludible, no 
ya  de dictar di~pooiciones para mantener la subordinación y l a  
dieciplina, porque la probada lealtad de los funcionarios fiscales 
es sobrada prenda de que no Eie han de relajar, sino de cuidar de 
que aquéllos reepondan siempre 8. un celoso estimulo y marchen 
con decisión y seguridad de criterio A la realización de los fines 
que les son propios. 

Efi tanta la fuerza y virtualidad del Ministerio pilblico, tal 
como se halla constituido en n u e ~ t r a  Patria, que s610 él basta para 
impulsar y mover con regularidad y absoluta eficacia el complica- 
do mecanismo de la Administraci6n de justicia, en términos de 
que cuando se detiene, se entorpece ó funciona mal, no nos es 
di ble eludir la mayor y m48 grave parte de 18 responsabilidad. El 
legislador, al  dispensarnos una confianza ilimitada, ha  puesto en 
nuestras manos profusi6n de medios y de resortes, merced B los 
cuales venimos 8. ser lrbitros, diglmoslo así, del procedimiento en 
los negocios criminalea y garantia de la jufiticia en los fallos. 

Caracterizada así l a  per~onaiidad f i~cal ,  no seria aventurado 
decir que su representación ante loa Tribunales asume todos los 
derechos y participa de todas las refiponsabilidades. Es el 6rgano 
por excelenciti del Estado en l a  persecuci6n de los delitos, y le 
incumbe, por delegación de éste, el impulso, la vigilancia y l a  
tutela de todo interés legitimo. E l  sumario y el juicio, salvos los 
casos reservados & l a  instancia de los particulares, son suyos, y 
de l  buen ó mal Bxito qiie Ee obtenga es lógico que se le pida estre- 
cha cuenta, porque el F i ~ c a i  el: el  defensor nato del orden social, 
y detrdn del proceFo estan la vida, I t t  hacienda y el honor de  lo^ 
ciudadlinos y de lae colectividades. 
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No puede haber mayor desdicha para un pais que la que nace 

-del incumplimiento de las leyes en In esfera de la represibn. El 
delito es ,la negación de1 orden, y contra el orden se conspira 
cuando no se remueven con indomable energla los obstáculos que 
se opongan al castigo del delincliente. Entonces sobreviene como 
natural consecuencia la relajación de la disciplina piiblica y el 
quebrantamiento de todos los vinculos sociales. En cambio, la 
certeza del procedimiento y la efectividad de la penn son suficien- 
tes para asegurar la paz y la convivencia de todos los respetos, asi 
individuales como colectivos. 

La misión, pues, del Ministerio priblico, no ~ ó l o  es trascen- 
dental, eino decisiva en el concepto á que me refiero, y siendo tnn 
sagrado y alto uu cometido ha de hacer honor en todas ocasiones 
al apremio del deber, peneando que no es una función mecknica 
la que tiene encomendada, sino consciente, por lo mismo que eu- 
cierra el doble objeto de reprimir, afirmando el derecho, la trans- 
gresión presente, y prevenir, por la ejernplaridad del castigo, los 
excesos que de otra suerte pudieran cameterse en lo futuro. Dicho 
estd con esto que al Fiscal no le es licito dejarse influir por pre- 
ocupaciones ni prejuicios de ningiina clase, ni menos dar entrada 
en su Animo A incertidumbres y vacilaciones emanadas de causas 
que no son la ley misma, pues las de esta especie el euperior las 
aprecia y resuelve trazando la regla fija de  conducta que se haya 
de seguir. Para el funcionario fiscal no puede haber otro norteque 
el mandato del legislador, y todo lo que este ampara he de ser 
amparado y defendido por aquel con religioea fidelidad é inque- 
brantable tesón. 

Esto sentado, yerran los Fiscales que reservan el fervor de su 
celo para aquellos delitos que por sus efectos inmediatos, por los 
instintos perversos que ponen de manifiesto ó por la refinada 
crueldad qiie los engendra, miis vivamente hieren el sentimiento 
y la imaginación. Ciertamente que tales hechos demandan el 
concurso snkrgico de la acción fi3cal; pero hay otros que, ~ i n  ese 
aparato exterior, sin tanta resonancia y sin excitar fibras de tina 
sensibilidad tan exquisita y momenthnea, afeclan intereses hon- 
dos, vulneran respetos ~ancionados por las leyes y socavan los ci. 
mientos sobre que descansa el edificio social. 

Cada Bpocn tiene su sello distintivo, y el de la nuestra es el de 
la publicidad, con grandes é indiscutibles ventajas, pero tnmbibn 
con positivos inconvenientes. Las libertades politicas eon fuentes 
de bienestar y vehicuio de cultura y de progreso, pero 8. su sombra 

b 



se eometen abusos tanto mAs dañosos cuanto mayor es la difusi6n 
que por la publicidad adquieren. La Constitucidn de la Monarquía 
garantiza la libre emisi6n del peneamiento, así como el derecho 
de manifestacidn, reuni6n y asociacibn. Locura seria imaginar que 
esas libertades no  tienen coto, 6 que, por haberlas reconocido como 
derecho la ley fundamental, su transgresión tiene menoa impor- 
tancia. No. Precisamente por tratarse de derechos sustanciales, el 
abuso es m88 censurable y punible. Si esos derechos son base del 4 
orden legal eetablecido, el abueo implica por necesidad perturba. 
ción y deeorden, no sólo en el sentido político, sino en el jurídico 
y social. 

Pasando ahora de lo genCrico 9. lo especifico, habré de fijarme 
en uno de los excesos & que la publicidad se pre~ta.  Ofenderia de 
seguro la ilustraci6n de V. S. si me detuviera B demostrar la im- 
portancia qae el principio ds autoridad tiene para la vida de toda , 

sociedad, ja eetb aquel reprerentado por un individuo, 6 ya por 
determinada colectividad. El principio de autoridad es la piedra 
angular sobre que descan~a el orden social, y la Autoridad ó enti- 1 
dad que lo  representa debe estar 9. cubierto del agravio y de la 
ofensa, como op nesfoa al reipeto, que ea condición obligada d e l  
aquel principio. Esa ofen~a y eFe agravio esthn definidos eii la ley 
penal como delito, que la de 20 de Abril de 1888 atribuía al cono. 
cimiento del Jurado. Creyó el legielador que los Jueces de hecho, 
facilmente asequibles 9. las suge~tiones de una opinión ficticia, 
eran poco apropiados para entender en eea c l a ~ e  de delitos, y mi- 
rando 9, la apremiante necesidad de reprimirloe, los suetrnjo de EU 
competencia a l  disponer en el art. 1 .O de la ley de 1 . O  de Enero 
de 1900 que el núm. 2.O del art. 4.O de la antes citada de 20 de 
Abril de 1888, que e~tablece el juicio por jurados, se adicionara 
con el phrrafo siguiente: a s e  exceptúan tambibn las causas por 
delitos de injuria y calumnia B las Autoridades civiles, militares 
y eclesihsticas, 6 Alas colectividades del Ejército, de la Armada O 
de la Iglesias; y en los dos artículos siguientes se armonizan con 
el anterior lo8 7.O, nilm. 7.O, y T.', n6m. 10, re~pectivamente, del 
C6digo de justicia militar y de la ley de organizaci6n y atribucio. 
nes de los Tribunales de Marina, pre~cribiendo que de loe hechos 
que en ellos se especifican conoceran las jurisdicciones e~peciales 
cuando los acusados fuesen militares 6 marinos. 

Atribuido en los d e m h  casos el conocimiento A la juri~diccibn 
ordinaria sin la intervenci6n del Jurado, claro se ve que el legis- 
lador ee ha propueeto, por la gravedad que tales delitos entrañan 
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y por el supremo interés & que afectan, que Ia represidn 60% e t e 6  
tiva y que nunca puedan quedar en una impunidad perturbadora 
y dañosa. El representante de la ley, pues, no cumple con una ac- 
titud pasiva, consistente en interponer su oficio para que se iris 
truya sumario cuando se le denuncie alguno de esos hechos, sino 
que ha de leer diariamente por si mismo la prensa y formular acto 
continpo la oportuna querella por todo delito de esa indole que 
aparezca haberse cometido. Sblo asi podrtln los funcionarios fiscra- 
les considerarse exentos de culpa, y 6610 aj í  también podrh quedar 
satisfecha BU conciencia por lo que toca al  recto deaempe5o de so  
cargo. 

La propia ley de 1900 define en su art. 4.; si no un nuevo 
delito, una especial manera de cometerlo. Dice que el art. 248 del 
Cbdigo penal queda adicionado de edte modo: *Con las mismas 
penas serdn castigados los ataques d la integridad de la Nacián es- 
pañola 6 A la independencia de todo 6 parte de su territorio bajo 
una sola l e i  fundamental y una sola representación de su peraona- 
lidad como tal naci6n.; esttl, por tanto, este delito incorporado al 
de  que habla el a r t a d e l  Cbdigo, y sometido 4 la misma pena, 
6 sea d la de prisibn mayor, si no le alcanza otra mucho mhs grave, 
cuando se halla comprendido en el phrrafo 2.O del mencionado ar- 
ticulo; y tengase en cuenta que este es un precepto absoluto que 
crea una figura de delito con sancibn expresa y concreta; de donde 
se deduce que no tiene aplicacibn el art. 582 del mismo cuerpo 
legal, cualquiera que sea el medio de que el culpable se valga. 

Bijese también V. S. en lae palabras que el legislador emplea. 
El delito lo constituyen los ataques á la integridad, etc.. y el sua- 
tantivo ataque, formado del verbo atacar. tiene un significado am- 
plio y comprensivo, y en 61 entran toda clase de manifestaciones 
externas ofensivas 6 atentatorias 9, los fines que el texto legal ex- 
presa, ya sean por medio de la palabra escrita 6 hablada, 6 ya por 
hechos, sin que se admita parvidad de materia, porque el altisirno 
interés que el culpable ataca nivela las ofensas, revistiendo de 
igual gravedad lo pequeño que lo grande. Asi es que los gritos pro- 
vocativos y la exhibici6n de emblemas y banderas & que se refie- 
re el art. 273 del mencionado Cbdigo, cuando tuvieran una finali- w dad ofens~va para la Patria, no podrdn acusarse ni  juzgarse con su- 
jeci6n d este articulo, sino con arreglo al  phrrafo adicionado al  248. 

En aquellos puntos en que tales actos de rebelibn puedan pro- 
ducirse, la accibn fiscal, con el auxilio expresamente requerido de 
la  Autoridad gubernativa y de sus  dependiente^, habd de ser d- 



pida B inexorable, sin interrupciones ni desmayos, pues si no lo  
exigieran !a tra~cendencia y la gravedad del delito, lo impondrla 
imperioeamente el  patriotismo. Toda omisibn y'todo descuido acer- 
ca d e  este particuliir, como igiialmence acerca de las ofen~as & Au- 
toridades y ~olect~ividades de que antes me ocupo, argiiiria una 
falta imperdonal~le y lleraria consigo responsabilidades que este 
Centro Ee vería en la dolorosa precisibn de exigir. Creo firm?men. 
t e  que este caso no llegarll, porque la experiencia por m i  adquiri- 
d a  en el  tiempo que tengo la honra de desempeñar este cargo me 
persuade de que mis instriicciones serdn atendidas y puntualmen- 
t e  ejecutada?, y 6 este efecto los Sres. Fi~cnles  habrhn de amoldar 
su conducta :i las siguientes: 

Primera. Los Sres. Fiscales solicitarlln de la Autoridad supe- 
rior gubernativa de ~ 1 1  provincia que de toda publicacihn que no 
sea libro, hecha por l a  imprenta, grabado ii otro medio mechico  
semejante, se les remita inmediatamente un eje'mplar, que exami- 
naran por s i  mismos 6 por medio de sus auxiliares, y s i  hubiese 
eouce~~tos  ofensiros para alguna colectividad del Ej:jército, de la 
Armada 6 de l a  Iglesia, 6 a l g h  ataque, ciialqiiiern que sea su en- 
tidad, para l a  integridad nacional, formularan en el acto l a  co. 
rrespondiente querella, cuidando de que se cumpla sin dila- 
ci6n lo  que prescribe el  art. 84(i de la ley de Enjuiciamiento cri-. 
minal. 

Segunda. Se pondrhn de acuerdo con l a  misma Autoridad gu- 
bernativa para que Bsta ley coiniinique con la premura qae el  cabo 
exige cualquier otro ataque por Ju palabra 6 por el hecho que se \ 
cometa contra la integridad b independencia de la Nacibn para 
deducir igual querella; debiendo tener presente, si se tratara de 
asociaciones, lo  quo disponen loa arte. 14 y 15 de la ley de 80 de 
Junio de 1887 y el  art. 198 del Cbdigo penal. 

Tercerti. De todo sumario que se forme por los delitos ti que se 
contraen las dos reglas anteriore~, los Sres. Fiscales darhn parte 
por exr i to ,  ~uficientemente expresivo, 9. esta Fiscalia. 

Cuarta. Esos sumarios, si se instruyeran en la capital de  la 
provincia, seran in+peccionados personalmente por el  Fiscal 6 por 
nrio de sus auxi l iar~s ,  y si fuera de la capital, reclamaran del Juez 
in~triictor que les remita cada ocho dias testimonio de adelantos. 

Quint& Una vez iniciado el  sumario, procurarhn los Sres. Fis- 
c a l e ~  que marche ~ i ~ l ~ é l  con la rapidez que el  espiritu y laletra de 
l a  ley recl&iiii~n, h:iciendo constar quién sea la persona responsa- 
ble, por el  orden que menciona el art. 14 del C6digo penal, exi-- . 



giéndole fianza adecuada y efectiva para permanecer en liberta6 
~i la pena impuesta al delito lo consintiere, y solicitando desde 
luego la prieión si el que Ee persigue se halla comprendido en el 
articulo 248 de dicho Código. 

También cuidaran los repetidos funcionarios de que se cumpla 
con toda exactitud lo que preceptúa el art. 823 de la ley de Enjui- 
ciamiento criminal. 

Sexta. Terminado el sumario y remitido & la Audiencia los 
seriores Fiscales no podrhn pedir, cuando se trate de delitos &los 
antes mencionados, el sobreseimiento sin previa consulta & este 
Centro, con expresión de los datos necesarios para formar juicio 
de la procedencia 6 improcedencia de tal pretensión, y en todo 
cae0 se atendrbn 9, las indicaciones que se lea dieran. 

Séptima. Abierto que sea el juicio oral, habrita de velar los se- 
ñores Fiscalea por que se abrevie la tramitación cuanto sea posi- 
ble dentro de 108 preceptos de la ley procesal. 
' Octava. Lo mismo para redactar las conclusiones provisiona- 

les que para la actitud que en la sesi6n del juicio haya de tomar 
el funcionario fiecal que & 61 asista, se observar& lo que dispone la 
circular que en 9 de Febrero de 1894 dictó siendo Fiscal el ilustre 
funcionario que hoy tan dignamente preside este Tribunal Supre- 
m o  ; entendiéndose que la Memoria de que habla el n6m. 8.O de  
a auélla habrbn de elevarla los Fiscales provinciales & esta Fiscalia. 

Novena. Si la pretensidn que recayese no fuera conforme con 
las conclusiones acusatorias del Ministerio fiscal. los Sres. Fisca- 
les prepararhn, siempre que esto ocurra, el recurso de casación por 
infracción de ley, sin perjuicio de interponer el de quebrantamien- 
to  de forma si hubiere algdn vicio de procedimiento que lo auto. 
rizara. 

DBcima. En el caso de dos condenas sucesivas en el delito de 
rebelión B que se refiere el art. 5 .O  de la ley de 1.' de Enero de 1900, • 

los Sres. Fiscales estarhn obligados 9, remitir certificación de di- 
chas condenas 9. esta Fi~calia, procediendo con toda premura en 
el ciimplimiento de este deber. 

Undécima. Dichos funcionarios enviarhn desde luego & esta 
Fiscalfa, en el término de ocho dias, relación circunstanciada y 
por separado de todas las causas que se hallen pendientes en su 
Audiencia 6 en los Juzgados de esa provincia, expresando el lugar 
donde el delito se cometió, fecha de incoación, clase de delito, 
nombre del procesado y concepto en que lo fuera y estado en que 
Fe encuentran las diligencias. 



Abrigo la persuasión de que, penetrado V. S. del pensamiento 
que me inspira, habr& de cooperar decidida y eficazmente al fin 
que me propongo, que no ea otro que el de mantener el concepto 
y prestigio del Instituto & que pertenecemos, sirviendo, cual eiem - 
pre hasta ahora lo ha hecho, & la causa de la sociedad, de la justi- 
cia y de la ley. 

Sírvase V. S. acusar recibo 9, correo vuelto. 
Dios guarde 8. V. S.  muchos añou. Madrid 7 de Etiero de 19Gfj.- 

Trinitavio Ruiz y Valavino.-Sr. Fiscal de la Audiencia de ..... 



La frecuercia con que de algiln tiempo 9. esta parte se suceden 
hechos constitutivos del delito de estafa. conocido vulgarmente 
por el  de *el te~oro escondido 6 entierro>, haciendo victima de 
ellos 4 s6bdilos extranjeros, especialmente france~es, ingleses y 
alemanes, y dardo lugar las consiguientes quejas de los repre. 
~entantes diplom4ticos acreditados en esta Corte, que redundan en 
meno~cabo del prestigio de la nacidn española y de los Tri'iuna- 
les encargados de la adminietracidn de justicia, me mueven d 
llamar preferefilemente la atencidn de V. S. acerca de la necesi- 
dad que existe de que proceda con el mayor celo y energía en la 
persecucidn de este genero de delincuencia, promoviendo con los 
datos de que tenga conocimiento la incoacidn de los correspon- 
dientes sumarios, en los que ti eer posible, deberA ejercer V. S. la 
inspecci6n per~onal6 en EU defecto la m9.s asidua que permitan 
las demhs atenciones importantes del servicio, y que excite, tanto 
4 los funcionarios que con~tituyen la Policia judicial, como 9, los 
encargados de las prisiones de la demarcacibn de efa Audiencia, 
para qhe, por cuantos medios estén ti su alcance, proquren descu- 
krir y comprobar la realizacibn de los expresados delitos d loB in-  
dicados fines de su pereecuci6n y castigo, dandome cuenta V. S.. 
en relaci6n suficientemente detallada, de todos los procesos que de 
la indicada índole se incoen y Ee hallen pendientes en esa Bu. 
diencia 6 en 10s Juzgados de su circunscripcidn, a ~ i  como tambikn 
de las resoluciones que recaigan y de las que V. S. adopte para la 
m86 rapida terminaci6n de tales caueas. 

La limitada importancia que en la mayor parte de los casos 
puedan merecer por EU fru~tracibn 6 porque se reduzcan al grado 
de tentativa las infracciones del derecho que representan los ata- 
ques ft la propiedad particular de que me vengo ocupando, no ha 
de Eer, seguramente, obstAculo 9. que V. S., penetrado de la gra- 
vedad que eu repeticidn entraña, interponga con cuanta persisten. 



cia sea menester las acciones que corresponden 9, nuestro Mini 8- 

terio. 
Del recibo de la presente, sin perjuicio de su m9,s exacto cnm- 

plimiento, ~irvaae V. S. darme el oportuno aviso. 
Dios guarde & V. S. mnchos años.-Madrid 3 de Febrero 

de 1906.-Trinitnrio Ruiz y Va1arino.-Sr. Fiscal de la Audiencia 
de ..... 



CIRCULAR TELEGRAFICA 

Fiscal del Tribnnnl Stiprtn~o á Fiscal de la Audfencia de ..... 

Madrid 7 de Febrero de 1906. 

La reretición con que en estos iIiltimos dfas, por distintos pe- 
riódicos, especialmente eocialistas y anarquittae, se publican ar- 
ticulos que contienen insultos contra el  Ejército y excitaciones S, 

los reclutas que en estos momentos ingresan en Caja, para que se 
nieguen S, la pre~tacinn de tal ~err ic io ,  exige que V. S. dediqae 
todo su celo y activitlad para el de~c~ibrirnirnto y persecuci6n de 
dichos delitos, B cupo fin deberd ponerse de acuerdo y solicitar el  
concrireo de las Autoridades gubernativas. En todo caso, habrB 
V. S. de darme cuenta de las querellas que presente, con relación 
circiinetanciada de los hechos, y, d e ~ d e  luego, de cualquier cauea, 
que Fe haga incoado y Ee eeté tramitando por razón de los indica. 
dos delitos. In~peccione, por el medio mlb eficaz, esos procesos, y 
procure que EU instriicción y término, dentro de los preceptos le- 
galee, Eea lo mAs rlpida posible. Del recibo de la pre~ente  me darA 

aviso t'elegrhfico. 



C I R C U L A R  

Ro sorprendera seguramente 9. V. S. que llame su atención FO- 

bre hechos de grave trascendencia, que por la forma especial e n  
que Ee realizan suelen paFar deespercibidos, con el  peligro de q u e  
puedan creerFe tolerados por !os que tenemos la ardua misión d e  
defender el interks ~ 0 c i a l  perfiiguiendo toda claee de delitos y d e  
faltas que la ley no reserra & la gestión privada. La fiagacidad y 
la insidia de 10s t ran~gre~ores  burla, por lo general, noestra pre- 
v i ~ i ó n  al  ahrigo de Ingares y puntos A donde ordinariamente no 
llega nuestra vigilancia, ni es frecuente que llegue tampoco l a  de 
10s demhs funcionarios encargados de prestarnos auxilio. 

Una voz autorizada Ee ba alzado recientemente en el  seno de 
l a  Reprefentacibn nacional para denunciar en tonos de sentida 
elocuencia u n  abuso que se repite & diario con lamentable impii- 
nidad. En la prenFa peribdica, y con preferencia en la de mayor 
circulacibn, sin daree ésta buena cuenta de ello por referirse o1 
caeo & la eeccibn de anuncios, se publican los de especifico8 para 
provocar el  aborto. De este modo, guarecibndose en un lugar d e l  
peribdico que la generalidad no lee, loa que faltos de conciencia 
especiilan con la desgracia de los dem8s incithndoles a l  crimen 
para borrar las huellas de un extravio, logran el  objeto que se 
proponen, sin que les arredre lo infame de su trafico ni les deten- 
ga en si1 camino la accibn de l a  ley. 

No es mi  Animo - ~ e ñ a l a r  9, V. S. los respetos pliblicos y priva- 
dos que por eEe medio se mancillan, porque seria ofensiro para. 
FU ilustración, pero s i  aspiro 6. que eEe vergonzoso ecpect4culo 
ceee, 6 que, cuando menos, no Ee produzca impunemente, lo cual 
ce conseguirti con €610 ejercitar las iniciativas propias de nuestro 
.\finisterio, yendo A buscar el delito allí donde Ee comete. sean 
cuales fueren los ardides y el  disfraz con que el criminal pretenda 
ocultar su indigno comercio. 

El aborto producido artificialmente, salvos los casos en que 
como remedio lo acon~eje  la ciencia mkdica, ea, siempre un delito 
previsto en los arts. 425 A 428 del C6digo penal. A poco que se 
fije l a  confideración en eEos textos legales, se nota l a  importancia 
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que el legislador concede d esta matcria, no 6610 por la relativa 
gravedad de las penas que impone, sino por la indole de los casos 
a que extiende la responsabilidad, llegando hasta el extremo de  
castigar severamente el aborto violento aun cuando no haya ha. 
bido propdsito de causarlo; y la razón es obvia, pues, ademhs de 
ponerse en peligro cierto la salud y acaso la existencia de la mu. 
jer, se de~truye un germen de vida humana cometiendo un odioso 
atentado contra la naturaleza, contra el derecho y contra la moral. 

Claro e&, por tanto, que los  anuncio^ de e~peclficos encami- 
nados & ese objeto, siqriiera la idea aparezca velada con estudiado 
artificio de palabras, son reveladores de la comisión de un delito 
que hay necesidad de per~eguir con tee6n y energía, debiendo V. S. 
tener en cuenta que el hecho contiene siempre elementos de de- 
lincuencia, pues s i  DO pudiera llegsrse & la corpprobación de actos 
concretos en orden al aborto. la -venta libre del esvecitico ee ~ u n i .  
ble, porque, ~egiin las ordenanzas de Farmacia, no pueden los far- 
macbuticos despachar sic receta de facultativo otros medicamen- 
tos que los usuales en lo que se llama medicina dombstica, y el 
quebrantamiento de ese precepto lleva consigo en este cnso la res- 
pon~abilidad que establecen los arta. 428, ~egundo phrrafo, y 352 
del citado Cndigo, aplicable & los demas que trníiqiien en los men- 
cionados prociuctou, d tenor de lo que prescribe el art. 354 del aln- 
dido cuerpo legal. Por lo que re~pecta al anuncio en si, cualquie- 
ra que sea la forma en que se halle redactado, constituir& siempre 
y en todo ca'o, sin genero alguno de duda, el de1,to que define y 
castiga el art. 456 del repetido Código penal, porque e9 notoria- 
mente e~candaloso lo que de un modo tan directo y piiblico ultraja 
la  moral y lae buenas costumbres. 

Tengo la seguridad de que ha de responder V. S. & esta exci- 
taci6u con el celo que acostumbra, y para que el Bxito corresponda 
8. la bondad del propósito, habrb V. S. de ponerse de acuerdo con 
el Gobernador civil de esa provincia, 8, fin de que este le de opor- 
tuna noticia de los hechos 9. que vengo refiri6ndom0, y con ella, 6 
con los datos que V. S .  personalmente adquiera, deber& instar in- 
mediatamente procedimientos criminales y vigilar con solicitud 
la tramitación, ejercitando las acciones que correspondan hasta 
obtener el castigo de los culpables en tcda la medida de la respon- 
~abilidad que hubieren contraído. 

Slrvase acufar recibo de la presente.-Dios guarde t i  V. S. mu- 
chos años. Madrid 2 de Marzo de 19liG.-Trinitaria Ru.iz y Vala- 
?lo.-Sr. Fi~ca i  de la AUdiencia de ..... 
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E1 Excmo. Sr. Presidente de este Tribunal Supremo me traus- 
cribe la comunicación que le dirige el de la Sala de lo criminal 
del propio Tribuual, llamando su atención sobre los inconvenien- 
tes que se presta cierta practica que algunas Audiencias obser- 
van en la redacciónde la8 sentencias que recaen en causas segui - 
das con intervención del Jurado. 

Consiste tal practica en que al consignaree las conclusiones de 
las partes, se hace 8610 de las formuladas en vista de las declara- 
ciones contenidas en el veredicto, omitiendo las que las mismas 
sostienen despues de practicadas las pruebas, bien manteniendo 
las provisionales, bien modific9,ndolas en dicho acto, sin parar 
mientes en que son Bstas las que propiamente tienen el carhcter 
de definitivas, como que determinan en especie la acción ejercita- 
da y limitan la facultad del Presidente de la Sección de derecho 
en la redacción de las preguntas con arreglo & lo que prescribe el 
articulo 75 de la ley del Jurado. 

Se añade en la comunicación 9, que aludo que esta omisión, so- . 
bre no ajustarse á los preceptos claros y terminantes del articu - 
lo 142 de la de Enjuiciamiento criminal, puede dar lugar d, dificul. 
tades, y de hecho las ha dado, para el ejercicio normal de la fun- 
ción de casación, pues la Sala que de ello entiende sólo tiene S Ia 
vista en los recursos de fondo la certificación de la sentencia, y si 
por ella desconoce el delito de que fuera acusado el reo, ya que la 
verdadera acusación es la que se mantiene sobre la base de los ele. 
mentos probatorios aportados al juicio, se expone á que contra su 
voluntcld resulte vulnerado el principio de que nadie puede ser 
objeto de pena por delito mas grave que el imputado, principio 
que lo mismo obliga al Tribunal del juicio que al de casación, 6 
que por temor á desacatarlo deje de subsanar errores que hayan 
podido cometerse y ti la rectificación de los cuales hubiere sido re. 
querido en forma. 

Con lo expuesto hasta aqui, que tomo 4 la letra del documento 



que antes cito, baetaria para que los Sres. Fiscales se persuadiernn 
de  la  razbn con que Ee señala como defectuoso el mencionado siti- 
tema; pero no se trata sólo de reconocer la fuerza del razonaniien- 
to, sino de co?perar & que el defecto se corrija en lo sucesivo, y para 
ello cuenta nuestro Ministerio con medios sobrados y eficaces. 

Seg6n acertadamente consigna el Sr. Presidente de la  Sala de 
lo criminal de este Tribunal Supremo, el  vigente enjuiciairiiento 
obedece al sistema acusatzjrio y descansa sobre el principio de qne 
nadie puede ser condenado por delito m4s grave que el que haya 
sido objeto de la aciisación, salvo lo que dispone el art. 733 de la 
ley. La  acusacidn la constituyen las conclusiones definitivas 1 qiie 
se refieren el art. 64 de 1s del Jurado y en las que se han de real-  
ger las pruebas practicadas eu el juicio para determinar el  carhc. 
ter juridico del hecho punible y designar su autor responsable. h 
partir de este momento, el  acusador queda sometido & los moldes 
obligados que le traza el veredicto, del cual no puede salir, y por 
eso las peticiones que en virtud de Bste deduzca, sin perder en s u  
caso el carhcter de acusatorias que le reconoce el art. 92 de la  ley 
del Jurado, vienen & ser un complemento de las anteriores ajusta- 
do & los terminos de las contestacione~ que & las preguntas del i n -  
terrogatorio hubieren dado los Jueces de hecho. 

Hay otros Tribuoales que, procediendo con mejor acucrdo, in-  
sertan en la sentencia, aun cuando sea concijamente, las  conclir- 
siones definitivas formuladas en el juicio de hecho y la  calificacibn 
y petición deducida en el juicio de derecho. De este modo se cum- 
ple lo que ordena la ley ricuaria en su art. 142, se asegura el cono- 
cimiento de la  actitud que adoptan los acusadorecl y se dejan li- 
bres y expeditas las funciones del Tribunal de casación para re-  
solver las cuestiones que se les sometan sin e l  riesgo de vulnerar 
ningdn principio n i  de desconocer ninguna garantia procesal. 

A uniformar la pritctica y & que 8sta responda & los fines del  
proceso criminal, cualesquiera que sean la situación en que se en-  
c u e n t r e ~  y recursos que se entablen, puede y debe contribuir e l  
Ministerio pilblico, puejto que no es otra su misión que la de ve- 
lar por el  m&s exacto cumplimiento de la ley de que es genuino 
representante. En tal sentido, creo de mi deber racz~meudap A V. S. 
cuide de que en las sentencias que recaigan en causas de Jurado 
se  consignen de modo sustancial las conclusiones definitivas de las  
partes en el juicio de hecho y las calificaciones que estahlecieren 
en el juicio de derecho en consonancia con el veredicto que hubie- 
r e  recaido, y para conseguirlo, si no produjeran resultado las indica - 



ciones confidenciales que V. S. hiciese, habrh de utilizar el recur- 
eo que concede el art. 161 de la repetida ley de Enjiiiciamiento, 
dandome oportiina cuenta si, lo que no es de esperar, fueran des- 
atendida~ kus gestiones. 

Sirva~e V. S. acusar recibo de la preeente.-Dios guarde R. V. S. 
muchos años. hlndrid 16  do Abril de 1906.-Triniinrio Rtciz ?/ Val@- 
&o.-Sr. Fiscal de le  Audiencia de ..... 
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Con esta fecha dirijo a l  Fiscal de la  Audiencia deBarcelona la 
siguiente comunicacibn: 

tIlmo. Sr.: H e  diferido lacontestacibn ti lascon~ultas que V. L 
me hace con fecha 18 del corriente, porque con~icieraba aventu- 
rado discurrir sobre un texto legal que afm no Fe habfa piihlicado 
y que ~610 era conocido por las reFerencias que de él húhia hecho 

'la prenEa peribdica. Salvado ese inconveniente por haber teni:lo 
efecto la publicación d~ la  ley para l a  represi6u de los delitos 
contra la Patria y el  Ejercito en la G~ceta del 24, puedo, ~ i n  faltar 
A las consideraciones que hasta aquí me  imponia~i ~ilencio, satis- 
facer el  ruego que V. 1. me dirige y manifestarle la opini6n de 
este Centro sobre los puntos que como dudosos somete & mi  reso- 
lución. 

La locucibn aTribnnales ordinarios de derecho, que la nueva 
ley emplea para designar los que han de conocer de 108 delitos que 
la misma define y castiga y que no se hallen atribiiidos & las ju- 
risdicciones de Guerra y Marina, tiene unn signilicacibn perfecta- 
mente definida y clara, y quiere decir, en concreto, que en los pro 
cesos que por tales delitos se formen, queda exclufda la interven- 
cibn del Jurado, que es un Tribunal de puro hecho. Atribuida. 
pues, por el art. 5 . O  de la de 15 de este mes & los Tribunales ordi. 
nnrios de derecho la coinpetencia para conocer de los delitos ti que 
ee refieren sus arta. 1.O, 2 O y 4.", siempre que los encau~ados n o  
pertenezcan a l  Ejercito de mar y tierra y no incurrieren por e l  
acto ejecutado en delito militar, 1s voluntad de l  legislador resulta 
patente en lo relativo ti que los Jurados no pueden iii deben en- 
tender en dichas causas; aparte de que, como V. 1. sabe, uno de 
los fines A que la mencionada ley re~ponde, es a l  de que determi- 
nados hechos Ee sustraigan & las influencias del am hiente local y 
sean juzgados con el desapasionamiento y serenidad de juicio que 
deben informar todas las resoluciones de los Jueces de derecho. 
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l\l¿ís dificultad encierra la cuesti6n que V. 1. formula en se 

gundo lugar, 6 fea l a  de ~i la novi~ima ley ha  de hacerse extensi- 
r n  en EU parte procesal d las c a u ~ a s  jncoadas con anterioridad y 
que Ee hallen actualmente cn tramitacibn. E1 pr'ncipio de l a  no 

@ retroactividad d e  las legee, sancionado en el srt. 3.' del C6digo ci- 
vil, aunque con limitaciones que l e  despojan de carhcter absoluto, 
esth de tal  manera condicionado por la natiiraleza de cada rama 
del derecho, que, valibndome del concepto brillantemente ex 
puesto por el fabjo autor de la C i m d e  Rlarzgiie4W2, 
mds que regla general, parece en oca~iones excepcidn de la doc- 
t r ina  contraria. aEl concepto de la retroacción, se dice en la  citad^ 
Circular, no aparece exactamente aplicado 4 la vida de las leyes. 
Estas no  retroceden realmente, ~ i n o  mhs bien, corregidas por la 
ciencia, aplican A lo que r e ~ t a  vico del pa~ado,  como ~i fuera pre 
 ente, los dictarnenes de la justicin.~ 

Yero, ~i doctrinalmente la empresa de ~ e ñ a l a r  los  limite^ pro- 
pios del principio de no retroactiridad k que alado es en extremo 
ardua y no exenta de ~ e r i o s  peligroe, en el caeo que nos ocupa te .  
nemos puntos de partida obligados que habr4n de ~ervirnos de 
gofa para adoptar la actitud rnds conforme con el interés que re.  
preseutamos. Eetori puntos de partida eon, de un lado, el  art. 36 
de la ley fundamental del Estado, que prohibe que ningiin espa 
501 Eea procesado n i  eentfnciado ~ i n o  por leyes anteriores a1 de- 
l i to y en la forma que estas prescriban; y,  de otro, el espiritu que 
domina en l a  nueva ley y el objeto (i que tiende. Se propuso el  le- 
gislador establecer sólidae garantfas para todos los derechos como 
tributo 4 una idea de jurticia y como medio &e aeegiirar el orden, 
y n i  el orden ni l a  ju~t ic ia  ~ u f r e n  quebranto con que se adopte una 
interpretaci6n ineiirada en un  sentido amplio. Un caso mhs 6 un  
caéo menos importa poco. Lo esencial es que para lo sucesivo 
haya una' regla uniforme y clara y que se verifique la' transici6n 
de uno A otro cisterna sin violencias n i  regateos que empeque- 
ñezcan una obra encaminada a l  afianzamiento de la paz y la con- 
cordia. 

1 Esto ~ t n t a d o ,  el Ministerio fiecal hahrh de ~oetener que la ley 1 d e  15 del corriente no tiene efecto retroactivo en su aspecto pro 
cesal, y que, por tanto, lafi cauFas que estuvieren pendientes ha-  
brdn de continuarce con arreglo (i I:I 1egie:acibn vigente cuando se 
incoar00 y ecmeterae 9. su t i rml~o  I ln deci:ión del Jiirado, si 
ello hubiere lugar. 

Re~pecto a l  tercer extremo de en coneulta, estoy conforme cun 
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a u  parecer. El art. 13 de la nuwa ley ordena que, en todo lo que 
no sea objeto en la misma de disposici6n especial se estara 9, lo 
preceptuado en el C6digo penal. El art. 23 de &te concede efecto 
retroactivo siempre que las nuevas disposiciones penales sean más 
beneficiosas para los reos. Asi, pues, cuando se trate de delitos 
previstos en la ley citada que lo esten igualmente en la de 1." de 
Enero de 1900, en su relaci6n con el art. 248 del Cbdigo penal, 
ser& aplicable la sanci6n de la primera 9, los hechos anteriores, 
por cuanto las penas que ahora se establecen son en general m&s 
benignas. 

El  dltimo particular que V. 1. me consulta requiere una pre- 
via aclaración. El art. 8.' de la ley recientemente publicada, dice 
que, tconfirmado, si asi procede, el auto de terminaci6n del su -  
mario, se comunicar& la causa inmediatamente por tres día9 a l  
Fiscal ..., etc.,, lo cual no significa que haya de omitirse oir al 
Fiscal antes de dictar ese auto; por el contrario, la manera como 
tal articulo esta redactado presupone el cumplimiento de los t d -  
mites de la de Enjuiciamiento, cotnpatibles con las niievas diepo- 
siciones, entre ellas, la audiencia al Fiscal que ordetitt el art. 627 
de aquklla, ya porque así se desprende lógicamente de lo que 
prescribe el art. 13 de la ley de cuya interpretación se trata, ya 
porque de otro modo se alteraría en su esencia el vigente sistema 
proce~al sin razón alguna que lo justifique. 

Sentada esta premisa, parece llano todo lo demirs. Si el Juez 
instructor se abstuvo de procesar la persona contra quien resul- 
ten  indicio^ de culpabilidad en el delito que se persigue (partien- 
do siempre de la existencia real de &te), el Fiscal, al pasbrsele la 
causa para exponer sobie el auto de terminación del sumario, po- 
dr8 y deberir solicitar se deje sin efecto y que se acuerde el proce- 
samiento que el Juez no decret6. 

En la segunda hipótesis que V. 1. presenta, es decir, cuando 
el Fiscal pide al Juez un procesamiento, éste lo niega y aquel 
apela, lo importante es que, si coinciden en la Audiencia el  auto 
de terminaci6n del sumario y la Bpeiación, se escalonen para que, 
como es natural, se resuelva ésta antes. Por lo deinhs, hallo muy 
razonables las indicaciones que V. 1. consigna acerca de que la 
prbctica qiie ahi se sigue, y que consiste en que el Juez instructor 
que admite la apelaci6n contra el auto que deniega el procesa- 
miento aplace dictar el de conclusi6n del sumario h a ~ t a  que la 
apelaci6n se ~esuelva, no es ni  la mas conveniente ni  la  m i s  rijiis. 
tada B la letra de la ley, aparte de que por ese medio queda de 

d 
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hecho convertida en una apelación en ambos efectos la que el le- 
gislador ha querido que lo fuera €610 en uno. 

Me excusa de mayores deearrollos la circunstancia de que el 
punto se halla tratado con gian lucidez en la AIENORIA de 1898, 
phgina 33, y sobre ello llamo la atención de V. 1. para que, con 
la ilustración y celo que le distinguen, procure que prevalezca en 
la prhctica la doctrina que allí se expone y que tiene en su abono 
Ia autoridad del ilustre funcio~ario que la emiti6 y el vigor Mgico 
del razonamiento con que ee desenvuelve. 

Xo terminar6 sin recomendar d V. 1. que estudie con especial 
ateneibn 1s Real orden expedida por la Presidencia del Consejo 
de Ministros en 23 del actual. En ella encontrara magistralmente 
explicados, no sólo la  mente y ~entido intimo de la nueva ley, 
sino el verdadero alcance de algunos de sus preceptos, d la par 
que le persuadirh de la necesidad de proceder en su interpretación 
con aquella exquisita prudencia que, por hermanar el respeto t i  la 
ley y la ju~ticia con el ejercicio de la libertad, es garantía de or- 
den y prenda de acierto S . 

Lo que tran~cribo 4 V. S. para su conocimiento y 9. fin de que 
las indicaciones que Fe coneignan en la precedente comunicación 
puedan ~ervirle de reg'n de conducta. 

Dios guarde tl V. S. muchos ~ ñ o s .  Madrid 27 de Abril de 1506. 
-T~initario Jhiz y VaZarino.-Sr. Fiscal de la Audiencia de ..... 
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INSTRUCCIONES ESPECIALES 

DADAS A LOS FISCALES DE LAS AUDIENCIAS 

i': >l .  Artfculo 8?, núm. +O, del Cddigopenal. 

Previo el desistimiento, hecho por este Centro, de un recureo 
de casacidn por infraccidn de ley, preparado por el Fiscal de una 
Aodieneia provincial, contra eentencia dictada por la misma Au- 
diencia, abeolviendo, como exento de responsabilidad criminal, a l  
proceeado p t r  delito de homicidio, perpetrado en la persona de su 
ci Eado, Ee manifestd B dicho F i~ca i :  que, no obstante la satisfac- 
cidn con que te babia v i ~ t o  el celo que habla de~plegado en la pre- 
praci¿.n del referido recurso, Ee habia desistido de él, porque 

afirmdndoee en el veredicto que no di6 ocasidn ni motivo alguno 
el proce~ado para el  deearrollo del suceso; que fu6 acometido por 
el interfecto, dirigiéndose hacia 61 con una pistola en la niano, l a  
que d i~pard  en el preciso momento en que el proce~ado lo hacia 
tsmbiCn, de la que a1 apercibir~e eacd; y que el interfecto venia 
jntimidando, d e ~ d e  tiempo antes, con amenazas de muerte a l  pro- 
ce~ado ,  que 6ste conocía, sin expreEarse s i  era por referencias 6 
personalmente; semejante intimidacidn no puede menos de acen- 
tuar, en este caso concreto, la actitud hostil del interfecto hacia 
EU cuñado, convirti6udoee, por la concurrencia de las circunstan- 
das, de que aqu61, dirigi6ntloee hacia Bste pistola en mano, dis- 
parase en el mismo acto que el proceeado, es una verdadera agre- 
sidn, que por su ilegitimidad y el uso de arma de iguales condi- 
ciones para impedirla 6 repelerla, acredita la necesidad racional 
del  medio empleado, sin que, por lo tanto, tales actos puedan que- 
dar reducidos B loa mhs pequeñoa limites de la atenuante de pro- 
vocacidn 6 amenaza adecuada. 

16 de Febrero de 1906. 
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, Arflcz~log.~,  c~rcunslsncfú 2.4 del Código pena*. 

Despachado por este Centro un recurso de casaci6n por infrac- 
ción de ley, interpuesto en nombre del procesado, contra senten- 
cia dictada en causa segiiida por delito de lesiones menos graves, 
que le condenaba, conforme & lo diapuesto en el art. 433 del C6di- 
go penal, & dos meses y un dia de arresto mayor, por expresarse 
que no concurria circunstancia alguna moditicativa de la penali- 
dad, no obvtante que en el encabezamiento de la sentencia se con- 
signaba que dicho prokesado tenia diecisiete aCo3 de edad, se dijo 
al  Fiscal de la Audiencia territorial, de la que forma parte la pro- 
vincial que dict6 la referida sentencia: que habIa llamado la aten- 
cibn el que aquella Fiucalia, & pesar de haber sostenido que con- 
curría & favor del repetido procesado la circunstancia especihca de 
atenuacibn 2.a del art. 9.O del CSdigo penal, y haber, en su con- 

. secuencia, solicitado para el mismo en e1 acto del juicio la pena 
m&s benigna de multa en cantidad de 125 pesetas, no hubiese pre- 
parado el corresp~ndiente recurso de casación por infraccibn de ley 
contra la mencionada sentencia, que tan abiertamente se separ6 
en tan importante punto del criterio sustentado por el Ministerio 
piiblico; y como quiera que lo expuesto impedla 9. esta Fiscalía 
ejercitar por su parte la accidn de que en otro caso se hubiera va- 
lido para obtener la casación de la aludida sentencia, se lo parti- 
cipaba 9. fin de que, previo el conocimiento de los antecedentes que 
juzgase necesarioe, adoptase las determinaciones que creyese con- 
venientes, para evitar en lo sucesivo la repetición de lo ocurrido. 

16 de Julio de 1906. 

Artfculo a48 del Cddigo penal, adicionado por el 4.O de la ley  
de 1.O de Enero de ~ g o o .  . 

A diferentes consultas formuladas por el Fiscal de una Audien- 
cia provincia!, se le contestó cuanto sigue: Contesto las consultas 
que V. S. me dirige en eu comunicación fecha ... del corriente, 
que, ~egiin lo que di-pone el art. 248 del Cbdigo penal, adicio- 
nado por el 4.O de la ley de 1 . O  de Enero de 1900, seran castigadol 
con la pena de prisión mayor los ataques B la integridad de la Ma - 
cibn española 6 & la independencia de todo 6 parte de su territo- 
rio, bajo una sola ley fundamental y una sola representación de su 
personalidad como tal Nación. 



Ha hecho, pues, V. S. bien en denunciar el ndm, ... del pe. 
ribdico ..., publicadoen eEa ciudad el dia ... del ..., y debe pro- 
curar el casiigo de los delitos que integran los diferentes artfculos 
señalados por V. S. en el mibmo, haciendo todo lo posible para 
de~cubr i r  quiénes Eean 611s verdaderon autores. 

Concrethndome ahora 9. la dltima parte de su comunicaci6n, 
he de signiíicarle que, según lo que dirjpone el art. 198 del C6digo 
penal, Ee reputan Atociaciones illcitas las que tengan por objeto 
cometer algiino de los delitos penados en el Cbdigo, y,  por tanto, 
la A~ociaci6n titulada ... debe ser considerada como ilicita desde 
el momento en que en ella se celebran reuniones con el objeto y 
tendencias que revela el articulo inserto en el peribdico ... ; remi- 
tido por V. S. 

EB indudable que en'la reuni6n verificada para celebrar la fes- 
tividad de San Andrbs Ee cometio el klelito que define y castiga el 
articiilo 246 del Cbdigo penal, adicionado por el 4 . O  de la ley de 1.O 

de Enero de 1900, por lo que debe V. S. formular querella Eepa- 
rada para En per~ecucibn y castigo, pidiendo el procesamiento de 
l a  Junta directiva de la ..., mas el del Sr. ..., orador en Iareuiiibn 
antes citada, apojando su petición re~pecto al proce~amiento de 
la Junta directiva en el ndm. 1.O del art. 199 del citado Cbdige 
penal. 

Pedir& V. S. también, al deducir la quere!la, la suspensidn de  
las funciones de la repetida Sociedad, y en su dia su dicoliicib~, 9, 
tenor de lo que diepon~n los arte. 14 y 15 de la ley de A~ociacio- 
nes de  fO de Junio de 1887, y deber4 tener al  corriente & esta Fis- 
calía de  las vicisitudes y terminación de ambos procesos, consul- 
tando previamente las conclusiones provisionales que en ellos 
hayan de formularse. 

20 de Diciembre de 1905. 

, )  

i, , 
Articulo 250, núms. 2 . O  y 3.q del Cddigo penal. 

Al examinar esta Fiscalia, 6 lou efectos del parrafo 6.' del ar. 
ticulo 876 de la  ley de Enjuiciamiento criminal, la sen t~nc ia  dic- 
tada por una Audiencia provincial, en la que se condeiiaba & cada 
uno de los procesados 9, la pena de dos meses y un dia de arresto 
rnayur y accesorias, como autorea de un delito de daños, definido 
en e l  n6m. 1 del art. 576 y penado en el art. 577 del Cbdigo 
penal, Ee dijo a! Fiscal de dicha Audiencia habia llamado la aten- 
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ci6n que el criterio su~tentado por el funcionario fiscal que asistió 
a l  juicio fuese el mismo que informa la sentencia, calificando de 
un simple delito de daños hechos que constituyen el m&s grave 
d e  sedición. 

Los procesados, según la sentencia, eh unión de otros muchos 
~ e c i n o s  de ..., promovieron un motín 9, consecuencia de la carestia 
del pan, y d las voces de a labajo los Consumos1 D violentaron las 
puertas del edificio en que Fe hallaba establecida la  Administra- 
ci6n de aquel impuesto, en el que causaron destrozos, rompiendo 
ventanas, muebles y otros objetos, que quemaron después en la  
calle en una hoguera, así como los libros de contabilidad, que. 
mando igualmente casetas de Consumos, causando a l  administra- 
dor un daño valuado en 2.184 pesetas 75 céntimos. 

Estos actos, llevados 9. cabo por los vecinos de ..., en alsa- 
miento pdblico y tumultuario, bien tuvieran por objeto el impedir 
la recaudaci6n del impuesto, desempeñada por funcionarios pú- 
blicos, 6 ejercer algún acto de odio 6 de venganza en la persona 6 
bienes del administrador de Consumos, agente de la  Autoridad, 
constituyen el delito de sedición, definido en los núms. 2.O y 3 . O  
del art. 250 del Cbdigo penal, y no el de daños, penado en la  sen- 
tcncia, porque si bien en el niim. 1.O del art. 576 del mismo 
Código Ee castiga como reos de daño d los que lo causaren con la  
mira de impedir el  libre ejercicio de la Autoridad 6 en venganza 
de Éus determinaciones, bien se cometiere el  delito contra emplea- 
d«s públicos, bien contra particulares que, como testigos 6 de 
ciialquiera otra manera, hayan contribiiido 6 puedan contribuir & 
la ejecucibn 6 aplicación de las leyes, exiate una diferencia eeen- 
cial y caracteristica que separa este delito del de sedición é impide 
que pueda confundirse con 61, cual es el alzamiento público y 
tiimultiiario, como medio de conseguir por la fuerza 6 fuera de las 
vías legales causar aquellos daños 6 llevar 9, cabo los acto3 de odio 
6 de venganza referidos; mediando esta circun~tancia,  los hechos 
revisten mayor gravedad y caen bajo la sanción del art. 25d del 
C6digo penal citado. 

Por ello, se recomendo a l  Fiscal aludido que hiciera un estu- 
dio detenido y atento de cuantos escritos se presenten e n  las cau- 
sas por aquella Piscalia, formulando conclusione3, 9. fin de evitar 
errore6 de calificaci6n, que, cual el de que se trata,  ha impedido 
que el Tribunal sentenciador pudiera penar el  delito m68 grave (le 
eedicih,  si asi lo estimaba procedente, 6 que, si tal  calificaci6n 
no era aceptada por el  Tribunal, pudiera prosperar el recurso de 



casacidn qiie se interpwiera contrb !a ieiitencia, Eor no haber 
.sido dicho delito objeto de acusación. 

l., . 1 . Articulas 3x4 y 548 a'el Código penal. 

Habiendo desistido este Centro de un recurso de casación por 
infracción de ley, preparado por el Hi~ca l  de una Audiencia, tsrri- 
torial, contra la eentencia dictada por la Sección segunda de la 
provincial en caupa seguida por delito de falsedad en documento 
pilblico, se comiinicd a l  expresedo funcionario que se había acor. 
dado dicho desistimiento en atenci6n A queno habiendo tenido el 
procesado, único declarado crllpable, intervención en la  confeccidn 
del documento faleo, y no eiendo aplicable 4 los actos ejecutado6 
por e l  misino ninguno de los niimeros del art .  314 del C6digo I 

penal, su proceder ocultando el fallecimiento de su madre y afir- 
mando EU exi~tencia y encargo suyo cerca del agente B quien enco- 
mendara aquklln, antes de morir, lii conrecuci6n de pensi6n por 
otro hijo suyo fallecido en la isla de Ciibu, como soldado en ope- 
raciones de guerra, proponiéndose con todo ello e l  procesado con- 
~ e g u i r  e l  cobro de la peneión y lucrarse con ella, conetituye el 
delito de estafa en grado de frustracibn, que acertadamente ha  
calificado y penado el Tribunal sentenciador, por concurrir los do8 
 elemento^ que le integran, el engallo de que se valid y l a  defratcda- 
ci6n que se piopnso realizar, sin que cea obstAculo parz 1s existen- 
cia real de este delito el que no exista cantidad determinada, por 
n o  ser indispensable cuando se f m ~ t r a ,  n i  que expresamente se 
señale la entidad que puede resultar perjudicada, puesto que tra- 
tandose de pensión por un soldado muerto en campaña, claramente 
fie desprende que correspondla abonarla al  Estado, y n ~ l  lo con- 

, firma la tercera preguuta del verediolo, siquiera haya sido contes- 
tada negativamente por el Jurado. 

30 de Mayo de 1906. 

XI * * 
( ' ,  Artículos 367 del Cddigo penal y 258 de la ley de Enjuiciamiento , .. 

criminar. 

Formalizada por una pareja de la Guardia civil ante un Juzga- 
do municipal denuncia por infracci6n de la ley de Caza, como el 
Juez municipal dictare un auto declarando no haber lugar & l a  

e 
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admisión de la denuncia 6 imponiendo 25 pesetas de multa B cada 
uno de los guardias civiles denunciantes, se sigui6 por este hecho - 
la oportuna causa, contra cuya sentencia ab~oiutoria preparb el  
Fiscal de la Audiencia territorial correspondiente el recurso de 
caeacibn por infracción de ley, del que desistió este Centro dicien- 
do 6 dicho Fiscal lo siguiente: Dados los términos en que aparece 
concebida la ~entencia dictada por esa Audiencia en la causa se- 
guida á ..., Juez municipal de ..., por el delito de prevaricacidn, 
no es posible que prospere el recurso de casación por infracción de 
ley que contra la misma, y demostrando un buen celo por el ser- 
vicio, ha preparado V. S.; toda vez, que seria preci~o para funda- 
mentar dicho recurso que existiera algdn elemento de hecho para 
afirmar, contra lo aeeverado por la Audiencia, que el referido Juez 
babia procedido 9, sabiendas de la injusticia de la resolucidn que 
dictaba. 

I 

Por ello, esta Fi~caiia ha acordado desistir del expresado recur- 
EO de caeación ; mas como es evidente y no disculpable la impro- 
cedencia de  la^ re~oluciones adoptadas, que deben ser conbideradas 
como una verdidera falta cometida por el citado Juez municipal, 
se hace preciso de todo punto el obtener la revocacibn de dichas 
resoluciones, si posible fuera, y en todo caso corregir al  funciona- 
rio que la ha cometido, haciéndose uso de la facultad discipliuaria 
que A los Jueces de instrucción, con relación ti los municipales, 
concede el art. 238 de la ley de Enjuiciamiento criminal, con re- 
ferencia á la8 disposiciones contenidas en el tit. 18, libro 1.O de 1s 
ley de IXnjiiiciamiento civil. 

Ergiiii los antecedentes que obran en este Tribunal Supremo, 
en el auto fecha ..., por el que se declaib no haber lugar 9, la admi- 
si6n de la querella interpuesta por V. S., auto que fué casado por 
sentencia de ... del corriente año, se consigna al  final del primer 
resultando que el auto del Juez municipal de que se trataba, 6610 
se hizo ~aber  9. los denunciantes por medio de oficio al Cabo Co. 
mandalile del puesto, expresándose en los considerandos segundo 
y tercero que no era firme por no haber sido notificado al Fiecal, 
quien podla i~tilizar los recursos que la ley le da y que podia ser 
confirmado 6 revocado por el superior jerhrquico del que lo dictb. 
Sin duda A ecta falta Fe refiere la sentencia recurrida al  disponer 
que se remitan al  Juzgado municipal de ... la denuncia pre~entada 
por la Guardia civil y actuaciones en su virtud practicadas, para 
que proceda á lo que haya lzcgar. 
1 Conforme ti estas pre~cripcione~ de la Sala, el auto que futS 
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objeto de la querella debe ser notific.ido al Fiaca1 municipal, y 
aprovechando esta circunstancia, deber& V. S. ordenar al referido 
funcionario que en el momento en que le sea notificado entable 
recurso de apelacidn contra el mismo ante el Juez de instruccibn, 
dentro de cuyo recurso, el funcionario que lleve la representacidn 
del Ministerio fiscal, sostendr4 la improcedencia de las resolucio- 
nes adoptadas por el Juzgado municipal, pidiendo su revocación, 
ti cuyo efecto le dar4 V. S. instrucciones concretas y terminantes; 
y B la vez solicitar&,del mismo Juzgado de instruccidn que, de con- 
formidad con lo prescrito en los articiilos 437, nhm. a.", 445, 447; 
phrrafo 2.O, y 44u de la ley de Enjuiciamiento civil, imponga al 
~eferido Juez municipal la oportuna correccidn disciplinaria. , 

Asimismo ser& conveniente, para evitar la reproducción de 
hechoa anhlogas, que indique V. S. a l  Comandante de la Guardia 
civil de esa provincia, que bieinpre que B los individuos de dicho 
Instituto ee les notifiqiien resoluciones como la de que se trata, 
entablen inmediatamente, siempre dentro de las veiuticuatro ho- 
ras siguientes, recurso de apelación contra las mismas, dando 
cuenta directamente A V. d. para que, ~i neceuariu fuese, pueda 
romunicar las instrucciones oportunas al  representante de nuestro 
Ministerio. 

12 de Diciembre de 1906. 

* * 9 

Articulo 418 del Cddigo penal. 
Y 1  

I - 
Acordado por este Centro el desistimiento de un reciirso de 

casacidn, se dijo al  Fiscal de la Audiencia provincial que lo había 
preparado lo siguiente: Reconociendo y aplaudiendo el celo da- 
mostrado por V. S. en la'preparación del recurso de casacidn por 
infracción de ley, contra la uentencia dictada por esa Audiencia 
provincial, en causa seguida contra ..., por el delito de homicidio, 
esta Fiscalía ha desistido del expresado recurso, porque de los he- 
chos contenidos en la segunda pregunta del veredicto, contestada 
afirmativamente por el Jurado, no se deduce que elqroceeado ... 
aprovechase conscientemente la situacidn de superioridad en que 
le colocaba la circunstancia de estar el ofendido ... cogido por ..., 
que trataba de derribarle al suelo, para realiz Ir el delito sin riesgo 
para su persona, proveniente del ..., como seria necesario para que 
aquellos hechos integrasen la circunstancia de alevosía, cualifica- 
tiva en eete caEo del delito. 



Por otra parte, los terminos en que aparece redactada diclia 
segnnda pregunta, m8a bien tienen por objeto someter 6 la reso-, 
lución del Jurado la existencia de :a circunstancia agravante de  
~iiperioiidud, estimada por la ncuiacibn privada en sus coiiclusio- 
nes definitivas, que no la de alevojia, que no habla sido apreciada 
por ninguna de las partes acu~adoras, y que, por lo mismo, no 
podia ser objeto de pregunta formulada a l  Jurado, por impedirlo 
el  art. 75 de la ley, que prohibe a l  Presidente formular preguntas 
que tiendan 8, declarar la culpabilidad del ac~isado ó acusados por 
un delito m8,s grave que el que hubiese sido objeto de la acufación; 
y s i  el  funcionario Fiscal que asistib a l  juicio entendla que dicha 
pregunta segunda envolvia el concepto de alevosia, como parece 
demo~trarlo la calificación de asesinato que hizo en sus conclu6io-. 
nes, modificadas despues del veredicto, debió reclamar contra ella 
como contraria a l  precepto del referido art. 75 de la  ley, y s i  eu 
reclamación no hubiera sido atendida, formular la correspontliente 
protebta, preparando así el  recurso de casacion que autoriza el  
articulo 119, en relaci6n con el 77 de la misma ley. 

Por hltimo, la contectacibn negativa dada por el Jurado B las 
preguntas cuarta y octava del veredicto, no tienen otra significa- 
ción ni alcance que el de negar l a  existencia de las circpnstancias 
eximente 9.n del art. 8 . O ,  y atenuante 7.a del art. 9 . O  del Chdigo 
penal, alegadas en sus conclu~iones por la defensa del procesado, 
razones todas que impiden, 9. juicio de esta Fiscalia, que pudiese 
prosperar el recurEn de casación por V.. S. preparado, 

23 de Abril de 1906. 

-. , Artfculo 4cg del Código,penal. 

Por haber desistido este Centzo de un recurso d s  caeacibn, so 
ofició a l  Fiscal de la Audiencia provincial de donde aquel procedía 
en la ~iguieilte forma: Examinada detenidamente la sentencia 
dictada por esa Audiencia en cau-a seguida 8 ..., por el delito de 
homicidio, tesolucion contra l a  que, demostrando V. S. su celo 
por el  servicio, ha  preparado recurso de caeación por infracción de 
ley, esta Fiaal la  ha desistido del miamo en atenci6a 9, que el 
veredicto ha de ser interpretado apreciando sus preguntas relacio- 
nadas entre 61, como partes de un fiolo todo, y estudiado asi e l  que 
sirvió de base B la indicada sentencia, no es posible prescindir del 
hecho aseverado en la sexta pregunta de qUe el interfecto bajó 
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desde su piso con un arma blanca en la mano, dirigi6ndose al pro. 
ce~ado,  que £u6 advertido por tiu lazarillo de la actitud de  aqu61. 

Desde este momento es e l  e a  que se produce la  tituación de 
fuerza que determinó la lucha entre a m b ~ s  entablada. Cierto e3 
que en la pregunta quinta ee consigna que el interfecto dirigió un 
reto a l  procesado, que de haber sido aceptado por &te, excluirfa 
en absoiu,o la ~lituación de defdnsa aprecisda como circuustancia 
de exención de la responsabilid;id crirniuai; pero esta aceptación 
no puede p r e ~ u m i r ~ e  si no resulta claramente del veredicto, y e n  e l  
de que se trata se ha omitido en abaoluto el con~ignar hecho al- 
guno del que pueda deducirse la aceptació:~ de dicho reto, n i  a u n  
la actitud que al oírlo adoptara el procesado; cuestiones que debie- 
ron someterse al  Jurado, f ~rmulando las oportunas preguntas e n  
vista del resultado de las pruebae. 

Esta deficiencia, contra la que debió haber reclamado el repre- 
sentante del blioieterio fiscal que asistió al  juicio, impide que 
pueja formalizirse el recureo, pues para ello serla preciso partir 
de supuestos de hecho no consignado3 eu el veredicto, del que 
finicamente resulta que advertido el proce.udo, no del reto, sino 
de la actitud en que, segiin la pregunta sexta, se le acercaba e l  
interfecto, descargó contra 81 un palo, sin alcanzarle, acto que no 
puede considerarse independiente, sino como el comienzo de l a  
lucha entablada. 

20 de Marzo de 1906. 

Artfculo 463 del  Cddigo penal. 

Contrstando este Centro ti comunicación dirigida por el  Fiscal 
de  una Audiencia provincial, se le manifestó lo siguiente: Ciara- 
mente 8s desprende de lo que dispone el art. 463, tercer 'phrraio, 
del Código penal, que s i  la mujer ofendida por el  delito de viola - 
ción es menor de edad, nece~i ta  que se complete en legal forma 
su personalidali para que surta efecto la denuncia que tenga por 
objeto perseguir dicho delito, y con igaal raz611 deber& exigirse 
esa formalidad cnanlo se trate de otorgar el perdón que, segun el 
citado articulo y el 132 del referido Código, extinga8 la.,acción 
penal. 

Asi lo ha establecido también la  doctrina del Tribunnl S u -  
premo, como puede V. S. ver en las sentencias de 31 de Diciem- 
bre de 1585 y 29 de Octubre de 1535, segiin las cuales el perdón 
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que los menores de edad concedan 6. los que contra ellos ejecuta- 
ron delitos per~eguib le~  e610 & instancia de parte, carece de efica- 
cia, si no es latificado por la persona 6 entidad que tenga 6 deba 
tener  en reprecentacidn para este fin. 

Si, pues, Ee realiza la contingencia que V. S. preve en su  co. 
munici.ci6n y ... perdona B BU padre, sera forzoso completar desde 
luego la pereonalidad de aquélla por los tramites y del modo que 
preecribe la ley, y e010 cuando ese perd6n sea ratificado por quien 
obtenga la representaci6n legitima de la menor, ser& valedero y 
eficaz en derecho. 

Infbrmese V. S. en este criterio, y con sujeci6n al mismo de- 
duzca las pretensiones y entable en su caso los recursos proce: 
dentes. 

9 de Junio de 1906. 

* 
L * 

/ \ $  / - .  Arifculo 485 del Cddigo penal. 

Estudiado por esta ri~calía un recurso de casaci6n por infrac- 
ci6n de ley, preparado por el F i ~ c a i  de una Audiencia territorial, 

.te dehitti6 del mismo, expresando a l  referido funcionario lo que 
ajgue: A peEar de la  satisfacci6n con que este Centro ha  visto el  
celo desplegado por V. 1. en la preparacidn del recurso de casa- 
ci6n por infracci6n de ley contra la sentencia dictada por esa Au- 
diencia provincial, en la causa seguida 9, ..., A ... y 8, otra, por 
delito de jnfidelidad en la custodia de presos y otros varios, ha de- 
kistido del exyreeado recuri.0, porque siendo necesario para la exis- 
tencia del delito de u ~ u r ~ a c i 6 n  de estado civil, que castiga el ar- 
ticulo 485 del Cddigo penal, aparte de la intencibn dolosa de rea- 
lizarlo, la ~ustitrici6n, impidiendo accidental 6 permanentemente 
A la perEona fustituida el ejercicio de eus acciones y derechos, y 
babikndo~e limitado el caEo de que se trata, con la sustituci6n 
d e  ... por ..., dando aquélla el nombre de ésta, B. evitar tan e610 
que la  ... cumpliera la pena que le había  ido impuesta, es de muy 
dudoso éxito que prevalezca en caeación calificaci6n distinta & la 
de uso de nombre, supueeto que del delito ha hecho el Tribunal 
eentenciador. 

Conforme este Centro, no obstante lo expuesto, con la  autori- 
zada opini6n de V. 1.. de que por l a  gravedad que los hechos en- 
cierran merecían m88 s e ~ e r a  ~anc idn  penal que la  impuesta, y 
atendiendo B. que, para l a  ejecuci6n de aquéllos, ha  sido menester 
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auponer la intervencidn de persona que no la  ha  tenido en acto en 
que, como el de su ingre~o  en un establecimiento penal, parece 
implicar la falsedad 4 que se refieren los arts. 314 y ~iguientes del  
Cddigo penal, y cuya calificacidn no puede hoy sostenerse e n  ca-  
sacidn por la menor penalidad que lleva la sostenida en el jiiicio, 
se impone significar k V. 1. que en casos anklogoe, ei los tbrminos 
de los mismos lo consienten, dé h sus subordinados las instruccio 
nes convenientes para que la investigación sumaria1 y la  acucacidn 
se dirijan 4 exigir la re~ponsabilidad en el expresado orden que 
puede resultar en mayor armonia con los acto8 delictivos, y hacer 
factible la reprcsibn penal en toda la extension doloea de  los 
,mismos. 

13 de Junio de 1906. 

,ArtlcuZos 524 y 526, párrafo z.O, del Código penal. 
5 , )  , 

Despachado por este Centro un recurso de caeacidn por infrac- 
cidn de ley, preparado por e l  Fiscal de una Audiencia provincial, 
se le dijo a l  mismo lo siguiente: Estudiado por e3ta Fiscalfa cl 
recureo de casacidn por infraccidn de ley, que con, tan piauhible 
celo prepard V. S. contra la sentencia dictada por esa Aiiilieneia, 
e n  la  causaseguida 9. ... y tres m l s ,  por el  delito de robo de casta- 
ñas, en lugar no habitado, ha acordado desibtir del mismo, porque 
s i  bien la circunstancia de haberse verificado la  sustracci6n de las 
castañas con los envases o sacos en que se contenian, y que han  
sido taeados en una peseta, autoriza para suponer que por tal hecho 
queda desnaturalizado el delito de robo de frutos k que Fe refiere e l  
parrafo 2.O del art. 526, en relaci6n con el 524 del Código penal, 
debiendo aplicarfe las leyes penales con el er;piritu restrictivo que  

* informa el principio indispensable para l a  mas recta admiuistra- 
ci6n de la justicia, de estarse siempre, y sobre todo en los casos 
dudosos, 4 lo mks favorable para los reoa, y atendiendo & que, por 
el eecaso valor de los referidos sacos, que facilitaron la suhtracci6n 
de las castañas, ya que no existen en el veredicto del Jurado otros 
elementos de hecho de donde pueda deducirse, Ee evidencia que eI 
Animo de los culpables fué movido por el lucro qi?e ptidieran obte- 
ner con las castañas y no con los repetidos sacos, de los que n o  
aparece tampoco que se lucraran, es por todo ello de muy dudoso 
éxito la obtencibn de la casacibn de la sentencia recaida, y c o n  



ella del een~ibie  aumento de la penalidad. qae significa la m46 
qrave calilicaci6n del delito por V. S. sostenida. 

15 de Noviembre de 1905. 

Artfculo 525, párrafo Últfmo, del Cddigo pencl. '~ 

Al conocer este Centro la resolucibn de un recurso de casacidn 
por infraccidn de ley, Ee dijo a l  Fiscal de la Audiencia provincial 
que dict6 Ia ~entencia  recurrida, lo higiiiente: En la cawa eeguida 
contra ... por robo, en lugar no habitado, de trecefunegas y media 
d e  castañas, valoradas en 60 pesetas y 75 cbntiinoe, formuld sus 
conclusione~ eea Iriscalia, ~egi in  consta en el resultando ~egundo  
de la ~entencia ,  ~olicitando que se i inpu~iera al  procesado la pena 
de nn ano, ocho meses y un día de precidio correccional, con sus 
accesorias, que es la correspondiente al delito de robo en lugar no 
habitado, cuando el valor de lo robado no excede de 500 pesetas y 
concurre alguna circanstancia agrayantc, conforme & lo pre~cri to  
en e l  phrrafo iiltimo del art. 52.5 del Código penal; pero en vez de 
esta cita legal .para calificar el delito, fie hizo con evidente error l a  
del'plrrafo iiltimo del art. 526. EII este m i m o  error de cita incu- 
rri6 l a  sentencia en fin considerando ~irimero, dando con ello lugar 
A que ln defensa del procecado formalizara recurso de casación por 
infraccibn de ley, qiie ha  prosperado, fundado en que el grado de  
la  pena impuesta no correspondla d la calificación, habiendose im- 
piiesto a l  reo la de dos meses de a r r e~ to  mayor, 6 fea la señalada 
por el  pArrafo iiltirno del art. 526 citado, ~ i i l  que haya sido posible 
evitarlo por c o  Eer ya momento oportuno de rectificar tal error de 
calificacihn. 

La grave trascendencia de los errores J e  esta clase, que revelan 
un doble descuido, primero, al autorizar el escrito de conclusiones, 
y luego al convertirlas en definitivas en el acto del juicio oral, 
obiign al Mini~terio f i~cal  B extremar su celo para evitarlo!, lo que 
no le ~ e r 4  dificil, pues basta para ello prestar la debida atencidn 
a l  lleiiar iunciones tan delicadas como las que la  ley atribuye en 
en este punto B nuestro Ministerio, que debe ~ ie inpre  dar ejemplo 
de  sri celo y exactitud en el ~ervicio para fucilitar la mejor admi- 
nistracidn de justicia, por l a  qiie esta llamado 4 velar. 

Encargo, por tanto, B V. S. que cuide muy especialffiente de  . 



evitar la repetici6n de casos como el ocurrido, y llame sobre este 
punto la atencibn de sus auxiliares. 

8 de Mayo do 1906. 

Artfculos 533, núm. 2.' y 15 del Cddigo psnal. 

Evacuado por esta Fiscalía el estudio, A los efectoo del phrra- 
fa 6.O del art. 876 de la ley de Enjuiciamiento criminal, de un 
recurso de caeaci6u, preparado contra la sentencia de una Audien. 
cia provincial que condena al procesado como autor de un delito 
de hurto con la concurrencia de la circunstanclia agravante ?O.' 
del art. 10 del C6digo penal, se dijo al Fiscal de la Audiencia te- 
mrritorial, de la que forma parte la provincial citada: Que habja 
llainadu la atencibn que siendo el procesado, segiin se declara pro- 
bado en la sentencia, mozo de la casa de comercio perjudicada, 
como duefia de 106 géneros sustratdos, y habitSndose aprovechado 
.el culpable para realizar aquella sustracci6n de la circunstancia 
.de hacer la limpieza de los almacenes, no se apreciara esta cir- 
cunstancia por el funcionario Fiscal que asistió al juicio, sino 
como generica de agravacibn, cuando, dados los vfnculos que 
entre la Sociedad comercial perjudicada y su dependiente exis- 
tfan, dicha circunstancia revela por parte del tiltimo un grave 
abuso de confianza que cualifica el delito con arreglo al n6m. 2.O 
del art. 533 del Cbdigo penal citado. 

Que habla llamado igualmente la atención de estaPiscalfa que 
habiendo el proce~ado, seghn la misma sentencia, entregado la 
piezir de lana que sustrajo de los almacenes h. otro que estaba de 
acuerdo con aquél y sabia, par consiguiente, su ilegitima proce- 
dencia, para que se la guardase, fuera éste calificado y acusado de 
encubridor del delito, debiendo ~ e r l o  de c6mplice, puesto que con 
arreglo tt la constante doctrina de este Tribunal Supremo, el en- 
cubrimiento requiere, como elemento esencial que la intervención 
del culpable sea posterior 9, la ejecucibn del hecho delictivo y en 
la fientencia se declara que este procesado intervino en el hecho 
referido, poniendose de acuerdo con el otro para ocultar el genero 
que éste habla de sustraer del almacbn, lo cual Supone una inter- 
vencibn anterior y una cooperacibn & la ejecucibn del hecho en  el 
modo y forma que determina el articulo 1.5 del C6digo penal. 

Que ~i el funcionario Fiscal que intervino en el juicio no tuvo 
en cuenta estas consideraciones, y no estimb probados los hechos 

f 



en l a  forma expue~ta  en la eentencia, notificada Bsta debid prepa- 
rarte contia ella €1 oport~i i~o recurso de caeacidn por infracci6n de  
ley, mediante el cual h ~ b i e r a  sido posible solicitar ante la Sala, 
~egunda  de e ~ t e  Tribunal Supremo la subsanaci6n de los errores - 
de que juicio de esta Fiscalia adolece. 

Y que 6 fin de evitar en lo sucesivo la repetici6n de errores y 
omi~iones anhl~gas,  que redundan en perjuicio de la estricta apli- 
caci6n de la ley, por cuya obeervancia esth llamado 4 velar el Mi- 
nisierio f i~cal ,  Fe le r e cc~endeba  cuida~e de que al haceree las ca- 
lificaciones provisionales 6 definitivas que procedan en los proce- 
EOS, Fe haga un meditado eñtudio de &tos, Ee examinen con escru- 
puloea atcnci6n 18s ~r r~ tcnc ias  que Ee notifi 1i:en y no se deje de  
preparar en c a ~ o s  ~emr jan tes  el oportuno recurfo de casacibu, me- 
diante el cual i e  impidu que dichas bentencias queden firmes con 
eridente perjuicio de  ln Administracidn de jueticia. 

16 do Abril do 1906. 

' 
ArticuIo 533, núm. z.', del Código penal. 

Evacuado por este Centro el traslado conferido de un recurso 
de  casacibn por infracci6n de ley, interpuesto por el penado en la 
sentencia, ee ofici6 al Piecal de la Audiencia territorial, por cuya 
provincial habia sido aqiiélla dictada, manifestdndole Ee habia 
o beer~ado con extrañeza que el funcionario fiscal que asistió a l  jiii- 
cio calificara los hechoñ como countituti~os de un delito de hurto 
~i mple, con la concui rencia de la circun~tancia de agraracihn, en 
el concepto de generica, del artic~ilo 10 del Cbdigo penal, 
pues  trathndoee de la siietracci6n de una mercancía, segiin ex- 
p r  eFa el primer coneiderando de la fientencia, que se ha.llaba en 
un vag6n del ferrocarril, y habiendola realizado quien, como el 
procetsdo, era empleado de la  Compañia para la carga y descarga 
de  aquellas cn la ettaciln en que tuvo lugar el suceso, debi6 mo. 
recer ta l  hecho la m i s  p a r e  ealificacidn de delito cualificado por 
el  grave a b u ~ o  de confianza, conforme A lo diopuesto en el n6- 
mero 2 . O  del art .  533 del CGdigo penal, co~tenerse en este sentido 
la  acusación y haherpe prepnr~do el recurco de casaci6n por in-  
fracci611 de ley, ei el T r i b ~ n a l  ~entenciador se hiibiese apartado 
del expre~ado criterio; lo que Ee le  participaba para que, previos 
los informes  conveniente^, llamase la atenci6n del aludido funcio- 



nario fiecal, S fin de evitar en lo sucesivo la  repetici6n de seme- 
jante error y para que los ' hechos - delictivos lleven el merecido 
castigo. 

26 de Abril de 1906. 
Q 

0 * 
Artículo 533, núm. a O, del Código penal. 

Estudiado por esta Fiscalía, con el fin que determina el phrra- 
fo 6.O del art. 876 de la ley de Enjuiciamiento criminal, un recur- 
so de  casacibn por infraccibn de ley, preparado en nombre del pro. 
cesado, contra la sentencia de una Audiencia provincial, dictada 
e n  causa seguida por delito de hurto, y por la que se condenaba 
zí aqubl como autor del de estafu, se manifest6 a l  Fiscal de la Au- 
diencia territoria1;de la que forma parte la provincial citada: que 
se había objervado con extraiieza que el funcionario fiscal que 
a ~ i s t i ó  al juicio, calificara los he~hosperae~iiidos como constituti- 
vos del delito exprecario de eetaEa. comprendido en los arts 543, 
nSimero 5 . O ,  y 54i, n6m. 2 .O ,  del ~ b l i g o i s n a l ,  y solicitara parael 
procesado la pena que le f~ibimpuesta, dejiindo de tener en cuenta 
que, trat8ndo:e de un dependiente asalariado con cuatro pesetas 
diarias, que extrajo de un almacén que tenia alquil-do su princi- 
pal, sin autorizacihn de éste, tres carretadas de madera, que ven- 
di6 como si fuesen suyas, y que por tanto no las habla recibido por 
ninguno de los títulos devolotivos S que se contrae e l  n6m. 6 . O  del 
articulo 548 ya citado del Cbdigo penal, titulo que tampoco puede 
existir, aun cuando se haga entrega de las cosas, en caso3 como el 
de que se trata,sn que, mediando relaciones de dependencia por el  
arrendamiento de servicios, no se traslada la posejión de aquBIIas, 
por fer el sirvieiite una continuaci6n de la personalid:td de su amo 
6 principal, los hechos debieron ser calificados y solicitarse Ia pena 
conforme 4 la mAs grave ~anc i6n  del hurto cualificado por el  grave 
abuco de confianza, que se comprende en los articulas 550, nilime- 
FO Lo, 531, n6m. 8.0, y 533, n6m. 2 . O ,  del repetido C6digo penal; 
lo que se le comunicaba para au conocimiento y 4 En de que, pre- 
vios los debidos informes, llamase la atención del aliidido funcio- 
nario fiscal, para evitar que en lo sucesivo se incurra e n  e s t a  
errores. 

21 de Mayo de 1906. 
d * % 
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\ Adculo 579 del Código penal. 

/ 

A1 d e ~ p a c h a r ~ e  por eele Centro un recurso de caeacidn por in- 
fraccidn de ley interpuesto en nombre del procesado, contra la 
sentencia dictadir or una Audiencia provincial, en la cama segui- 
da a l  mirmo con1(# autor del delito de daño caueado con la rotura 
de un cristal del ercaparate de una confitería, tasado en 70 pese- 
t a ~ ,  ee dijo al  Fiecal de la Audiencia territorial, de  l a  que forma 
parte la provinciiil citada, que se habfa observado con extrañeza 
que el funcionaiio Piecal que asistid al juicio, calificando el hecho 
como comprendido en el art. 579 del Cddigo penal, y de autor a l  
proce~ado, sin la concurrencia de circunstancias modificativas de 
la penalidad, ~oliciiase para aquB1, en concepto de pena, la multa 
de  70 pesetas, cuando l a  iIltima parte del pArxafo 1.O del citado 
art. 579 del Cddigo penal, dispone terminantemente que nunca 
bajarti l a  multa imponible por el expre~ado delito de 75pesela8, y 
por lo que ein d ~ d a  el Tribunal ~entenciador, subsanando tan evi- 
dente error, imyuao al culpable la multa en cantidad de 126 pese- 
tas;  lo que Fe le  participaba B fin de que informtíndo~e debida- 
mente del caeo, I lamo~e la atencidn del funcionario aludido, para  
evitar su  repeticidn. 

19 do Abril de 1906. 

* * * 
Articulo 581 del Cddigo penal. 

1 
P 

Al deeietir esta Pitcalfa de un recurEo de caeacidn por infrac- 
cidn de  ley, se  dijn a l  Fiecal de la Audiencia territorial que lo 
habia preparado ciiie, no obstante la satiefaccidn con que habia 
vieto el celo democirado en la preparaci6n de dicho recurso contra 
sentencia dictada For aquella Audiencia, en caiiea por delito de 
leeioned menos grayes, por imprudencia temeraria, habia desihtido 
del mitmo, porque declaitíndose como hechcs probados en la re- 
ferida eentencia que e l  procesado obró sin intencidn al producir 
las leeiones, ocasic ritíndo~e ébtas por no guardar la debida precau- 
ci6n a l  contestar ti las brcmas de que eia objeto, era muy d u d o ~ a  
el Bxito que pudiera esperaree rn  la renolucidn del expre~ado re= 
CUiBO. 

7 de Febrero de 1906. 



- XLV - 
, r 
,la . Artfculo 612, parrafo 2.'. del Cddigo penal. 

Despachado por eeta Fiscalía un recurso de casacidn por infrac- 
cion de ley, preparado por iin F i~ca i  municipal, se dijo al de le 
respectiva Aiidiencia territorial que se había acordado deeietir del 
expresado recurso, porque si bien el daño causado por el ganado 
que se introdujo en la finca del denunciante fuk inferior ti 5 pe- 
setas, como la intrusión tiivo lugar en heredad ceveada y por ga- 
nado lanar y cabrio, es de perfecta aplicacibn al caso de que se 
trata, seg6n se resuelve en la sentencia del Juzgado municipal, 
confirmada por la del de instrucción, el núm. 4.O del art. 611 del 
C6digo penal, conforme determina el ptirrafo segundo del art. 613 
del mismo C6digo y que al trasladarlo al Fiscal municipal le ma- 
nifesta~e al propio tiempo que en lo sucesivo y en casos antilogos, ' 
lejos de pedir la rsvocación de lae sentencias condenatorias, man- 
tenga la acusaci6n para el castigo de faltas como la referida, y que 
eiempre que prepare recursos de la indole del que nos ocupa, se 
dirija B e ~ t e  Centro por conducto de V. S., acompañando, ademBs 
de la certificacibn de las sentencias recurridas, copia literal de lac 
mismas con oficio expre~ivo de las razones 6 fundamentos que le 
hagan movido para la preparación del recurso. 

8 de Noviembre dg1905. 

L 

Artículos r.O, 2 .O  y 43 de la 
de su Reglamento. 

Contestando B la consiilta formulada por el Fiscal de una Au- 
diencia provincial, se le dijo lo siguiente: 

H e  recibido la comunicación de V. S. fecha ... en que me da 
cuenta del acto realizado el ... en esa Audiencia por el Notario y 
Decano del Colegio Notarial D. ... interesando levantar acta de 
cierta resoluci6n recaida en un proceso. 

Los arts. 1.O y 2.O de la ley del Notariado circunscriben de 
modo expreso la misi6n de los Notarios ti los acto3 y asuntos ex- 
trajudiciales, y, por consiguiente, lo quepretendi6 ejecutar D. ..., 
arguye ima extralimitación y un lamentable olvido de las citadas 
dispoaiciones legales; pero habiendose limitado ti pedir la venia 
del Sr. Presidente de ese Tribunal para levantar el acta ti que, se- 
p6n aqu61, había sido requerido, venia que le fiib negada sin que 
por 8 U  parte mediara insistencia ni oposicibn al acuerdo presiden- 



cial, no parece que exista materia de delito, ni por razdn del hecho 
n i  por la forma en que se llev6 B cabo. 

Descartado este aspecto, queda 9. resolver la evidente incorrec- 
ci6n en que el ... incurrid, tanto mds digna de llamar la atencibn, 
cuanto que no es de presumir que dicho Notario ignorase lo que 
prescribe la ley por que se rige su In~t i tu fo ,  lo cual podía dar lu- 
gar & la sospecha de que, por inexcusables complacencins 6 por 
otros motivos de indoie particular, se preatb d practicar una ges- 
tibn implícitamente prohibida por la ley y que envolvía descon- 
sideraci6n para los Magistrados ante quienes compareci6. 

Fuera ignorancia 6 indebida complacencia, la conducta del aln- 
dido Notario no admite explicacidn satisfactoria, y puede hacer 
procedente el ejercicio de la potestad disciplinaria para la imposi- 
ci6n de un correctivo adecuado 9, la graveJari d3 la Eillta; ma3 es- 
timo que esa potestad no incumbe en la ocasibn presente A las  
Autoridades judiciales, porque el caso no fle halia comprendido e n  
el art. 258 de la ley de Enjuiciamiento criminsl, ni  en los 437 y 
siguientes de la de Enjuiciamiento civil, 6i.n que tampuco sea apli- 
cable ninguno de los preceptos de la OrgBnioa del Po3er judicinl 
y, en su virtud, cree esta Fiscalia que hay que estar & lo que pres. 
criben los artículos 43 de la Ctada ley Notarial y 110 y siguientes 
de su  Reglamento, pudiendo V. S., deadedgega, proponerlo as1 en 
el dictamen que emita. 

31 de Agosto de 1905,-Trinitaria Ruiz y Vahrino. 

Artfculo 22 de la ley de Policfa de ferrocarriles 
de 23 de Noviembre de 1877. 

- '  Al Fiscal de una Audiencia provincial que consult6 9, este 
Centro, se le contest6 enesta forma: Se ha recibido en esta Fiscalia 
la consulta de V. S. referente & la penalidad imponible al  gunrda- 
barrera que, por dejar sin cerrar un paro A nivel del ferrocarril, da  
ocaeidn ft que el tren atropelle B una peraona causándole lesiones 
graves, caso que V. S. acertadamente estima comprendido en el 
lrtlculo 22 de la ley de Policla de ferrocarriles, estableciendo para 
81 la pena de prisi6n correccional 6. pr ic ió~i  nze tov .  

Ciertamente parece anormal que, habiendose promulgado la 
ley de Policfa de ferrocarrilos en 23 de Noviembre de 1877, en 
cuya fecha estaba derogado el Cddigo penal de 1350, y, por tanto, 
no tenía existencia legal la pena de prisidn ntenor, se haga en sus 



disposiciones aplicacibn de Beta, mucho m88 cuando en el mismo 
articulo 22 se aplica el 581 del C6digo penal de 1870, para el 
castigo de otras infracciones. 

Se hace, pues, preciao, establecer upa interpretacibn del re- 
petido art. 22 de la ley de Policía de ferrocarriles, en armonia coi1 
las dieposiciones del CCdigo penal vigente respecto de las pena' 
en e l  m i ~ m o  establecidas, dnicas hoy existentes; interpretacibn 
que, 8 mi juicio, no puede ser otra yue la que resulte mas favorab!e 
para los reos. 

Segdn el art. 26 del C6digo penal de 1850, la pena de prisión 
correccional duraba de siete meses fi tres años, y la de prisidn 
menor empezaba en cuatro años, terminando en eeis. 

E1 C6digo ~ i g e n t e  ha abolido la  pena dep~isidtt  menor, y en su 
articulo 29 determina que la  de priei6n correccional dura de  seis 
meses y un  dia 8 ~ e i s  ario@. 

Tenemos, pue6, que la p~is i6n correccional actual, al  ~ e r  im- 
puesta en EU grado minimo, puede favorecer en un mes fi los Een- 
tenciados 8. ella  obre la imponible en el mismo grado que estable- 
cía el  C6digo de 1850; y que aplicada en su grado mhxirno no e r -  
cede de la duracitn que tenia la yvisidn menor ,  por lo que debe 
entender~e que la dnica pena imponible hoy, con arreglo al ar- 
ticulo 22 de la ley de PolicIa de ferrocarriles, es la de priei6n co- 
rreccional vigente en toda su exten~ibn,  que ademiis r e ~ u l t a  d e  
naturaleza menos grave que lo era la de pre'sidn nzenol; 

Esta doctrina eet8 consignada en sentencias de este Tribunal 
Supremo de 1 3  de Jiilio de 1889 y 26 de Abril de 1892. 

En  remmen: entiendo que debe V. S. sostener al  acusar l a  
cauEa coneuitada, que el hecho piinible que la motiva es el  que 
define el citado art. 22 de la ley de Policía de ferrocarriles y pedir 
que Eea castigado con la pena de priei6n correccional hoy erittente, 
en el grado que corre~ponda, fiegdn lascircunstancias moditicativae 
que hagan concurrido en la perpetraci6n del hecho procesal. 

16 do Abril de 1906. 

Artículo roq de la ley de Enjuiciamiento criminal. 

1 ,  Conte~tsndo e ~ t e  Centro & comunicaci6n que habia dirigido e1 
Fiscal de una Audiencia provincial, le dijo al miemo: Que el aciier. 
do de cierto Juez de instrucci6n relativo R que en un sumario que, 
indebidamente, haliia comenzado de oficio, se hiciera saber el 



contenido de un suelto que se piiblic6 en determinado peri&dico,y 
que podía ser injurioso para persona privada, al supuesto injuria- 
do, por si tenfa por conveniente 116ar de su derecho, entrañaba una 
oficiosidad incompatible con el espíritu de nuestras leyes, dado 
que la accibn que nace del delito de injurias 4 particulares estti 
-exclusivamente reservada 4 la iniciativa de bstos, sin que, por 
tanto, sea permitido hacer notificacionea que implican un ofreci- 
miento de causa, y lo que es a6n peor, que envuelven un prejuicio 
acerca del carficter mfis 6 menoti ofensivo que para personas privn- 
das puede tener el aludido suelto; y en su virtud, se encargó a l  
referido Fiscal que pidiere desde luego se dejara sin efecto tal 
acuerdo y, en su día, solicitara el sobreseimiento libre, por no ser 
el hecho objeto del sumario constitutivo de delito alguno perse. 
guible de oficio, ~ i n  perjuicio de que el Juez procediera 9.10 que 
hubiere lugar ~i aquel 6 aquellos 4 quienes interesara dedujeran 
,por propio impulso la accidn que euendieran convenirles. 

27 de  Febrero de 1906. 

Artfculo 105 de la ley  de Enjuiciamiento criminal. 

\ En vista de la consulta dirigida 4 este Centro por el E'iscal de 
una Audiencia provincial, se le  manifest6 que desde el momento 
en que un querellante particular mantiene en proceso determina- 
do la acusacicin por delito de violacicin, aun cuando el Ministerio 
fiscal estime que no se ha cometido aquel y si otro de carhcter pri- 
vado, como el de ektupro, es impreacioclible la intervanción Fis - 
cal en dicho proceso, asistiendo al juicio y debiendo establecer 
conclusiones, apoyando la acusaci6n privada 6 contradiciendola, 
segun el resultado de la prueba; asi como est4 en el deber de soli - 
citar en el juicio de derecho la imposici6n de la pena correspon - 
diente si el Jurado en su veredicto declara habsrse cometido el 
delito de violaci6n. 

6 de  Octubre de  1906. 

Arffculo 171 de la ley de Enjuiciamienfo criminal. 

, 
' 

Al Fiscal de una Audiencia territorial se le dijo que este Centro. 
no obstante que se complacia en reconocer y aplaudir el celo que 
había demostrado en bien de la m&s recta Administraci6n de la 
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justicia, habla desietido de interponer el recurco de casación que 
oportunamente prepar6 contra ~entencia  pronunciada en causa se- 
guida por delito de denuncia f a l ~ a  & ..., en raz6n & que para inter- 
ponerlo sería preciso i r  contra la apreciaci6n de  la  prueba hecha 
por el  Tribunal sentenciador. 

22 de Junio do 1906. 

Articulos 343 y 353 de la ley  de EnjuiciBmienlo criminal. 

En  virtud de comunicacibn quedirigid B edte Czntro el Fiscal de 
una Audiencia t~rritorial ,  Ee dijo al mimo:  Aplaiido el colo y buen 
juicio que informan €11 consulta, pero como la ~olicitud del Cate. 
drdtico de la  asignatura de Medicina legal de esa Univer~idad 
tiene un fin tan piaiisibie, como es el que los alumnos de dicha 
asignatura adquieran los conocimientos prdcticou nece*arios, en- 
tiendo que puede nccfder~e B lo solicitado cin otras limitaciones 
que la de que concurran B lar. autopsias con SU Profecor, el niirnero 
(le alumnos que permita la capacidad del local en que t e  verifican. 
~ i e m p r e  que la náturaleza de lacausa, I juicio del ~ " e z ,  no aconseje 
la necesidad de que dicha diligencia Eea ~ecreta. 

16 de Octubre de 1905. 
* 

a 

Artículos 545, 550 y sus concordantes de la ley de Enjuiciamiento 
,) < t  criminal, y articulo 26 de la ley  de Caza. 

Resolviendo este Centro la consulta elevada por el  Fiscal de 
una Audiencia provincial, se dijo al m i ~ m o  lo  siguiente: Contes. 
tando & la consulta formulada por V. S. en 16 del actual, acer. 
ca de la conducta que debe obeervar eii el  caeo concreto & que la  

, misma Ee refiere de la  queja producida por el Sr. Teniente Co 
ronel, primer Jefe de la  Comandanciri de la Giiardia civil de esa 
provincia, por haberse negado varios Jueces de int;triiccibn y mu-  
nicipales 9. facilitar 9. l a  fuerza de su mando mandamientos para 
el registro de determi~iadosdomicilioscon el f i i i  de ocupar hurones, 
darles muerte y denunciar & los poseedores de 103 mi-mos que ca- 
recen de la licencia y demds requisitos que determina el art. 26 
de  la vigente ley de Caza, como autores de falla, debo manifestarle: 
que tiene perfecta aplicacion & la materia el criterio sustentado 
por V. S. de no Eer procedente promover Ee faciliten los maiida- 

9 
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mientos de registro requeridos, dado que, autorizrda su expedici6n 
exclueivamente en el caso de procederse por hechos constitutivos 
de delito y 8, los fines taxativo6 de la busca del proceeado 6 del ins 
trumento del delito que determinan 106 artículos 545 y 550, coi1 
sus demhs concordantes de la ley de Enjuiciamiento criminal, y 
en relacibn con  lo^ artículos 6.O y 8.O de la Conetituci6n vigente, 1:t 
infracci6n de estos preceptos pJr Autoridad 6 funcionario judicial, 
no estando en suspenso las garantias constitucionales, puede llegar 
A constituir el delito contra la inviolabilidad del domicilio, que 
definen y castigan lo8 artfculos 215 y 216 del Cbdigo penal. 

Ademhs, el hecho de la simple tenencia de hurones, sin llennr 
106 requisitos que previene el articulo 26 antes citado de la vigente 
ley de Caza, si bien puede Eer perseguido y denunciado tilos efectos 
de ÉU represi6n. si los Tribunales lo estimasen constitutivo de falta 
por infraccibn de la referida ley, no deja de suscitar fundadas du- 
da8 sobre que sea 6 no justiciahle como tal falta, porque siendo 
reproduccibn el repetido precepto del mismo articulo de la deroga- 
da ley de 1879, sin otro aditamento que el de exigirse, adem4s de 
los requisitos que ya en aquel se prevenían, una licencia de 10 pe. 
setas por cada hurbn, y no tratandose del hecho de la caza con hu- 
r6n, terminantemente comprendido en el articulo 20 de la ley de 
que se trata, que, aparte de los generales, lleva en si la pena es- 
pecifica de la muerte de dicho animal cuando sea ocupado, 6610 
podria considerarse como dnica infraccibn conetitutiva de falta, ~i 
pudiera merecer e ~ t e  concepto, la carencia de la susodicha licencia 
da 30 ~esetas  que ahora se exige por la ley. 

Así se desprende tambibn de la doctrina sentada en la senten- 
cia de este Supremo Tribunal de 19 de Enero de 1897, cuyo pe- 
ndltimo considerando dice 4 la letra: <Considerando que si bien 
el art. 26 de la citada ley, previene que los arrendatarios de mon- 
tes y los que se dediquen 8. la industria de la saca de conejorr 
podr4n tener hurbn, previo el permiso del Gobernador civil, regis. 
trado en el Ayuntamiento y previo el pago de la contribucidn co. 
~re~pondiente, y aunque el recurrente parece que como arrendata- 
rio de la caza carecfa de este requisito, no constituye esta omisi6n 
delito ni falta judicial penada en la ley especial, por no estar com- 
prendida esta infracci6n en el art. 50 que la sentencia aplico., 

Y como quiera que S las citadas prescripciones legales en tal ' 
aentido interpretadas por la sentencia de este Supremo Tribunal, 
no puede oponerfie, al menos 4 los efectos judiciales, las determi- 
naciones contenidas en cualquiera clase de re~oluciones ministe- 



riales, s i r~ase  V. S. continuar ajustando su conducta & este crite- 
rio, 6 inquirir por los medios que & su alcance tenga, y comunicar- 

. me en qué Jiizgados y por quB fundamentos se han concedido los 
mandamientos de regifitro & que alude el Sr. Teniente Coronel de 

, la Guardia civil en su comunicaci6n de que me acompaña copia, 
para proceder en su vista & lo que haya lugar. 

30 de Enero de 1906. 

Articulas 912, núm. 2.q de la ley de Enjuiciamiento crim;nal, 
1 - *  
I y 548, núm. 5.q del Cddigo penal. 

Examinado por esta Fiscalía un recurso de ~ a ~ a c i b n  por que- 
brantamiento de forma, interpuesto contra ~entencia dictada en 
cauea por estafa, por el Fitcal de una Audiencia provincial, desia- 
ti6 del expre~ado recurso en atencibn, como se comunic6 al referido 
Fiscal, & que, fiegiln la constante jurisprudencia de este Tribuilal 
Supremo, por regla general, la sentencia que absuelve 6 condena 
por el delito que ha fiido objeto del juicio, resuelve todofi los pun- 
tos que han sido objeto de la acusaci6u y de la defensa, y por con- 
siguiente, el fallo que condena al procesado ... corno autor del 
delito de estafa, de que fue acusado, no incurre en el defecto de 
forma previsto en el niiim. 2 . O  del art. 912 de la ley de Enjuicia- 
miento criminal en que se funda el recurso, sin que contra la apre- 
ciación de las pruebas que el Tribunal sentenciador haya hecho, 
en uso de su indiscutible facultad, proceda el recurso de cauacion, 
y habiéndose estimado por Bste no resultar probado que la Casa ... 
hubiera autorizado al procesado ... para aplicar 9, atenciones pro- 
pias los fondos de la caja, ninguna finalidad tendría el que se con- 
signasen en l a  sentencia hechos que, cual la presentacibn por el 

' 
procesado de las cartas firmadas por el Gerente de la Sociedad ..., 
tendían & demostrar aquella autorización y la necesidad de una 
liluidaci6n previa. 

Tambien se dijo B, dicho Fiscal que, por la 6ltima de las razo. 
nes expuestas, se había desistido igualmente del recurso de casa- 
cibn por infraccjbn de ley, anunciado por 61 contra la misma sen'. 
tencia, porque declar~indose probado en el quinto reliiltando de 
aquella que el procesado se apropi6 una cantidad, que en su cali- 
dad de representante de la casa ..., y perteneciente 9, dsta, tenis 
en su poder, forzoso es aceptar como ciertos estos hechos que caen 
bajo la ~anción del n6m. 5 .O del art. 548 del C6dig penal, aplicado 
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en la senteucia; razones todas que, á juicio de esta Fiscalia, impi- 
den que ~~udie ran  prosperar los racuros de ca~acidn de que queda 
hecho mérito. 

21 cle Mnyo de 1906. 

Artículo 4." de la ley adicional á la orgdnica del Poder judicial. 

! i .  
Tramitada una queja producida con motivo de causa seguide. 

entre otros, á un Juez mrinicipal, se dijo al  Fiscal de una Audien- 
cia territorial, B. cufa provincia correspondia el Juzgado iilstructor. 
en viitadel dictamen emitido por un fiinciooaiio fiscal en que Bste 
había propnesto y la Audiencia acordado que, por efitar sometido 
tl fueroe~pecial el  Juez municipal, con arreglo a l  art. 276, iiu - 
mero 3.O, de la ley provieional sobre organizacibn del Poder judi- 
dicial, se dejaran sin efecto los procesamientos decretados por e l  
Juez, se pusieran en libertad los que ejtaban presos y se diera 
orden de remitir lo actuado á la Audiencia , todo lo cual Ee co- 
municb por telégrafo, entre otras cocas, l o  ~iguiente: 

Hay,  A juicio de esta F i~ca l i a ,  en el mencionado dictamen un 
error de doctrina y una equivocacibn de conducta. No es exacto 
que los Jueces municipales, sus Fiscales n i  los Jueces de instruc- 
ción tengsn fuero especial cuando delinquen en el ejercicio de laa 
funciones de sus cargos, puesto que el art. 4.O de la ley adicional 
tl la OrgAoica, qae es el  texto vigente en la materia, no se lo a t r i -  
buje,  y así lo declara la con+tante jurisprudenciade este Tribunal 
Supremo á partir de la sentencia de 20 de Octubre de 1883 hasta 
la fecha, en cuyo sentido se hau dictado tamhibn repetidas ins- 
trucciones por esta Fiscalia, figurando la iiltima de  ellas en l a  
MLXORIA elevada al Gobierno de S. M. en 15 de Septiembre de  
este aiio, pagina 127. 

No importa qiie el  antejuicio, necesario siempre qiie la acusa- 
cidn parte de una prrsona privada, haga de tramitarse y decidirse 
por ;a Audiencia provincial, y que ante Bsta hayan de abrirhe 
siempre los procesos de esta clase, aun en el caso de que sea el 
Tdioisterio fiscal, 4 quien no obliga la formalidad del antejuicio, 
el que deduzca la acci6n, según se consigoa en sentencia de 25 de  
Juuio de 1898, porque esa es una garantla de orden procesal que 
no afecta á la competencia n i  determina ~incrularidad de fuero; 
infiriBndose de aquf que es un error de interpretacibn sostener 1s 



aplicación del art. 276, n6m. 3 .O ,  de la ley provisional sobre org* 
nizacióii del Poder judicial B la causa de que se trata. 

12 de Noviembre de 1005. 

r 
, Al mismo Fiscal, y por igual motivo, se le manit'estb, contes- 
tando & una comunicación srya,  entre otros extremos, lo que 
sigue: u... Sin que sea vioto que acepto discusión alguna con V. S. 
sobre la procedencia de mis órdenes, habré de indicarle que no 
interpreta bien los textos que cita, si11 duda porque no se ha fijiido 
en que una cosa es el  fuero y otra muy distinta las garanrlas pro- 
ceiales, a ~ i  como es evidente el error en que V. S. reconoce que 
se encantraba al estimar que corresponde& las Audiencia3 provin- 
ciales la instrucción de los sumarios en causas contrs Jueces mu- 
nicipales, porque no 6610 eso e-td en abierta opoeici6n con el espl- 
ritu del actual sistema de enjuiciamiento, sino con su letra, puea, 
segdn e!la, la función in-tructoria est& exclusivamente encomen- 
dada & lo' Jueces de instrucción, bien especiales, 6 bien ordinarios. 

La jurisprudencia del Tribunal Supremo y las instruccione~ de 
esta Fiscalía han declararlo con repeticion, y esa e3 la  doctrina 
vigente, que los Jueces de instrocci6n y de primera injtancia;los 
Municipales y sus Fiscales, no tienen otro fu82.o que el corniio y 
propio de los demlls ciudadann~, en cuyo sentido estB virtuiilment e 
derogado el art. 276, núm. S O, de la ley org6nica del Pa~ie r  judi-  
cial por el  4.O de su adicional, lo cual no obsta it que les asistan, 
en su caso, las garantías procesales en los arts. 737 y siguientes 
de  la  ley de Enjuiciamiento. . 

22 da Enero de 1906. 

D * * 
. Artlculo r7 de la ley adicional á la orgánica del Poder judicial. 

Consultado este Csntro por el Fiscal de una Audiencia provin- 
cial, re~pecto it si, en vista de la modificacibn establecida en e l  
Código civil acerca de la mayor edad, podla nombrar para el cargo 
de Abogado fiscal sustituto de aquella Audiencia á persona que  
habia cumplido los veintitiés años, pero no habIa llegado a 6 ~  B. 
los veinticinco, se le conte~tó que, aun cuando el Cbdigo civil es- 
tablece la mayor edad para todos los efectos civiles B los veinti - 
tres años, la ley orgknica del Poder judicial exige como una de las 
condiciones necesarias para el  ejercicio de cargos judiciales y fia- 
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cales la de haber cumplido veinticinco años, y por tanto, no puede 
s e r  nombrado para ellos quien no acredita debidamente haberlos 
cumplido. 

29 de Septiombro de 1905. 

A . * 
Artículo 58 de la ley adicional d la orgdnica del Poder judicial. (-. '.' . 
Acerca de petici6n hecha 4 este Centro por los Fiscales mnni- 

cipales de la capital de unh Audiencia provincial, se dijo a l  Fis- 
,cal de la  territorisl 4 que aquella pertenecfa, lo siguiente: Exami- 
nada la instancia que con fcchn ... iiltimo dirigen ti Bsta Fiscalia 
los F i~ca les  municipales de ..., sn  la que piden se sul~rirria el car- 
go de Delegado del Minihlerio fibcal exiotente en aquella ciudad 
para los asuntos civiles, otoi'pdndo~e il aqobilos esta representa- 
ción, y visto el informe que V. Si emite ~ o h r e  dicha pretensibn, . 
b e  de hacer ti V. S. algunas observaciones para que las tenga en 
cuenta tn  el caso de que ciegera oportuno adoptar alguna medida, 
dado que en !a forma concreta que se plantea la  cuestidn, 6610 
a i  V. S. incumbe resolverla. 

Supriniidos los Promotores fi~cales, d i spu~o el ait. 58 de la  ley 
adicional 4 la orgtibica del Poaer judicial que los Fiscales munici- 
pales Letrados tendrian la  rrprebentaci6n del Alinisterio pdblico 
en todos los asuntos en que Bste debe ser oido con arreglo & la ley 
de Enjuiciamiento civil 6 4 cualehquiern otras, no obstante lo coal, 
los Fibcaies de las Audiencia8 podrian, fueran 6 no Letrados los 
Fiscales municipales, va le r~e  de sus auxiliare8 6nombrar Abogadoa 
que  desempeñaran las funciones del Ministerio fivcal en 106: alu. 
didos negocios, 6 examinar por si los expedientes que se tramita- 
ran en los Juzgado7 de primera infitancia. 

Aparece claro de los tbrminos en que E e  halla redactado este 
precepto, que la  regla general es que la repre~entaci6n del Minis- 
terio pdblico, confiada antes & los Promotores, l a  tengan ahoralos 
Fiscales municipales cuando reunan la  cualidad de Letrados, y, 
por consiguiente, l a  delegaci6n especial en un Abogado que no 
ostente aquel carticter, viene 4 ser una excepción que ha de res- 
ponder, ti juicio del que haga el nombramiento, & las exigencias 
del mejor servicio. 

A6i lo ha e~ t imado  siempre e ~ t a  Fiacalia, como lo demuestra la 
arcular de 24 de Octubre de 18('3 que, eu w regla l.", establece 
idbntica doctrina, la cual constituye en esta materia norma de  



conducta para los Srea. Fiscales. Hay, ademhs, otra consideracibn 
que abona el crilerio expuesto. Los LJelepado3 especiales del Mi - 
nisterio fiscal no tienen derecho á percibir emoliimentos por e l  
desempeño de su cargo, que es meramente honorífico, segiin m de .  
clara en la Circular de 29 de Abril del mismo año, circunstancis 
que les priva de estimulo con el riesgo natural de que no presten 
& los negocios que despachan la atencidn que estos reclaman,. 
mientras que los Fiwales miinicipales est6.n ligarloa a l  de la An- 
diencia por vincnlo m k ~  estrecho de subordinaci6n jerhrquica, y 
ofrecen bajo todos conceptos majores garantias en razbn 9. las pro- 
pias funciones que ejercen. 

CircunscribiBndome & la solicitiid de los Fiecaies de ..., V. S. 
mism;i reconoce en su informe que hay B favor de aquella un ar- 
gumento poderoso, cual es el de la aiidmala sitiiacibn que se crea- 
rla si, ~iibsictente la delegación ekpecial en la  referida ciudad, E 0  

promoviera competencia de juriedicción entre E U B  dos Juzgados. 
Remito, pues, & V. S. la mencionada inctancia 6. tin de que, e n  

USO de EUfi faciiltadea resuelva lo que estime j u ~ t ~ .  ~i bien, una 
vez eometida la queja B mi aiitoritl:id por los iiiiereeados, no puedo 
excusarme de recomendar A V. S .  re atempere & lo que prescriben 
las in~trucciones de este Centro qiie he citado, y que, si no hay 
razones y circunstancias de recniiocida importancia que aconsejeii 
mantener la delegacibn especial que hoy existe en ..., procede que 
desde luego ladeje ~ i n  eFecto y pean los Fiscales municipales, como 
llamados en primer termino por la ley, los que tengan la  repre- 
sentacidn del Ministerio piihlico en los asuntos civiles que ~e tra- 
miten en los Juzgadoi de dicha capital. 

De todos modos le encargo qiie se tiirva darme inmediato cono- 
cimiento de la resoliicibn que adopte. 

12 de Febrero de 1906.-Tritiitario RtcL y Palarino. 

, Articulo 6.O de la  l e y  de Policfa de Imprenta. 12 ' ' ' 
A una comunicacibn que eler6 6. este Centro el Fiscal de una 

Audiencia provincial, acompañada de una in~tancia  dirigida a l  
mismo, qn'erellAodose de 1 ; ~  conducta observada por la representa- 
cibn del Gobierno civil de aquella ~~rovincia ,  neghndose á sellar y ' 
devolver uno de los ejemplares de cierta publicaciún, ee le contestb 
en los siguientes térrniuos: He  examinado In in~tnncia  que ti V. S; 



dirige D. ..., adjunta & su comunicación de ..., y entiendo que el 
hecho que en aquklla se refiere no pre~enta  caracteres de  delito. 

Es  cierto que el art. 13 de la  C ~ n ~ t i t u ~ i b n  garantiza la libre 
emitidn de ideas y peneamientoe, ya de palabra, 6 ya por emi to ,  
~ i n  ~ojeción 9. previa cenfura, y que el art. b.O de la ley de Policia 

. d e  Imprenta ~610  exige para la publicación de folletos que Bstos 
l l e ~ r n  pie de imprenta g que Ee depo~iten tres ejemplares en el 
Gohierno civil de la provincia; pero la afirmacibn hecha por el  
intere~ado de que no Ee le devuelve  ellad do uno de dichos ejem- 
plares r.0 I ia~ ta  para dar por eupuesto que se haya incurrido en 
rcbpon~abilidad criminal, ya que, aun partiendo de que sea verdad 
10 que ee denuncia, faltan los demhs antecedeiites que Ee necesi- 
tan para formar concepto acerca de la naturaleza de un hecho, 
qi:e no parece tenga hasta ahora tran~cendencia en otra e~ fe r a  que 
no Fea !a gubernativa. 

IJor otra parte, el D. ... tiene expeditos todos los recursos y 
acciones que la  ley otorga, y puede utilizarlos, ~i le conviene, ante 
quien corra~ponda, ~ e g 6 n  el funcionario ó Autoridad que considere 
rerponbable, y que Ee ab~t iene  de deeipiiar, razón por l a  cual no 
cpbe que a l  presente el Rlini~terio pilblico adopte re~olución al- 
guna. 

1.0 que, con devolución de la instancia, manifiesto & V. S. para 
mi conocimiento y demhs efectos. 

4 de Mayo de 1906.-Trinilario Ruiz y Valarino. 

Artfculo 69 de la ley del Jurado. 
, .. 

Contestando ehte Centro 9. consulta telegrhfica hecha por e1 
Fiscal de una Audiencia provinc.ia1, Ee le manifestó que el art. 69 
d e  la ley de 20 de Abril de l t t 8  €610 es aplicable & los juicios en 
que icterviene el Jurcdo. En los que no son de esta clase, la re- 
iiradii de la acu~ación por parte del F i ~ c a i  respecto & uno de los 
proceeadoe, manteniCndola en cuanto h otro il otros, no surte efecto 
jnmediato ni autoriza a l  Tribunal para adoptar de momento reso- 
lucibn alguna en lo referente & eEe desittimifnto de la acción pe- 
nal, debiendo resolver~e ese punto, como los demas, en la senten- 
cia que recaiga. 

Y cuando con arreglo a l  art. 749 de la ley de Enjuiciamiento 
riminal Ee deja ein efecto pnrte del juicio ya celebrado, queda 



tambibn anulado el trftmite de retirada de acusación, por lo mismo 
que es obligatorio, 9. tenor del texto legal citado. celebrar de nuevo 
.el. juicio. 

14 de Enero de 1906. 
h * * 

Articulas 96 y 97 de la ley de a6 de Junio de 1890. 

Vistos por este Centro, & los efectos del pftrrafo 6.O del art. 876' 
de la ley de Enjuiciamiento criminal, los antecedentes de un re. 
curso de caeación por infracción de ley, preparado contra la sen. 
tencia dictada por una Audiencia provincial, en causa por delito 
de usurpación de funciones, se manifestó al Fiscal de dicha Ru. 
diencia que se habia observado que, tanto el Tribunal sentencia. 
dor, como el Ministerio fiscal, habían hecho caso omiso del texto 
de los arts. Y6 y 97 de la ley de 26 de Junio de 1890, que debió ser 
tenida en cuenta por tratarse de materia electoral, y que en eu 
con~ecuencia dejaron de imponerse al reo las penas de multa y BU'S- 
pensión del derecho de sufragio, en que conjuntamente con la de 
privación de libertad habia incurrido; omiaión que ya no cabía 
subsanar, por no ser posible formalizar recurso de casacidn, sino 
en beneficio del procesado, iInica parte que lo había preparado, y 
que adem&s no debió consentirse la expresada sentencia y s i  pre- 
pararse contra ella recurso de*casación, por haberse cometido en 
la misma el error de derecho de calificar como frustrado el delito 
que, como consumado, fu8 acertadamente acusado por el Ministe- 
20 fiscal, porque la usurpación de funciones quedb consumada 
desde el momento en que fueron ejercidas, aunque poeteriormente 
se anulara lo actuado; pues el delito calificado no con3istfa en  que 
el reo firmara 6 no el acta, sino en que se presentara y ejerciera 
como interventor, y así lo verificó, seghn reconoce .la misma sen- - tencia al consignar que se dejó sin efecto lo actuado y volvió d co- 
menzar el acto sin su intervención, lo que evidenciaba que antes 
ejerció actos propios de funcionario piiblico, atribuyéndose carftc- 
ter oficial, con lo que consumó el delito definido en el art. 322 del 
Código penal, llamfindole la atención sobre tales omisiones, para 
evitar su reproducción, que ceden en menoscabo de l a  buena ad- , 
minietración de justicia y acusan deficiencias en que nunca deba  
incurrir el Ministerio fiscal. 

' 
8 de Mayo de 1906. 

* * * 



Ley de 10 de Julio de 1894. \), S 

Con motivo de atentado anrirqui~ln renli~nrio en la ciurind de 
Barcelona, Ee dijo por eete Centro al Pitcal de nqtiella Aiitliencia 
territorial lo ~iguiente: La  inriipnaci6n y la nlairinn prodiiririns 
por el borrendo crimen cometido en een ciiltn ciiitlarl itrlpoiidrlnn, 
si la extrema gravedad del techo en t i  n.o lo rt cliini:irn, Ir1 riilnp- 
cidn de cuantas medidas que1 an dentro de la6 I r ~ e f ,  no F ~ I O  pnra 
el  inmediato y ejemplar ca~t igo de los C I I I ~ ~ ~ I P P ,  ciiio 1 n i n  t le~ol-  
ver l a  tranquilidad d loe dnin oc y gatnrilir In ~epiiridntl iiitliritliial 
B l a  par que los altos intere~es t n i i  rurlaineiiie conibriti~lnw v de 
continuo amenazados por el fanatirmo de rinn recia que cif a todns 
sus a~piraciones en la destruccidn y el etrleriiiiiiio. 

Los atentados del anarquitmo de accibn no burpen yor genera- 
cidn eepontdnea, sino que re t 1~1.1 ran grndiinl y IciiInriic.iite y Ee 
van desen~olr iecdo en un procedin.icnto cornl~lc jo que Ibreciillclna 
estados y trdmiies varios de inicinci6n, ~~re~iiir~icioii  y xuxilio 
antes de llegar a l  fin irracior al é irihuinano qiie re per-ipiie No 
basta, pues, e l  celo que pueda deslkgarre cuanilu llegn lu ciilAetro- 
fe que ~ i e m b r a  la desolacidn y el erpontn, sino que es nrce~ario 
vigilar aquellos trámites y e~tadoe previos pnrn rorprender ,a ma- 
quinacidn y frustrar los efectos del proyecto criiniiial. 

El Gobierno de S. M., en lo qiie ebtA de FII lbnrte, se propone 
acudir con el oportuno remedio tnn rdllidiirneilie como el caso 
exige; pero todo etluerzo en r ie  orden re~A itiriilic~irnte sin l n  ao- 
cidn decidida y aficaz de la Admiiii&trnci(n de jiirticia. R1 Irgi-la- 
dor ha e~tabiecido previsoras ~ C ~ I H P  qce, lielitiente ob-rrVii(lae, 
responden 9. las exigencias de la realidad, prr  lo inikrno qiie com- 
prenden todas las rnanifertaciones del pr cero iiue piiede y ~ i i e l e  
seguir eEe género de  delincuencia. La ley de 10 de Jiilio de lS94, 
hoy vigente, no'se l imitad ctñnlar ranciones jiiblariieiite rrrerae 
para el criminal empleo de las sustancia6 6 al air:ilos exl,locirol;, n i  
para su  fabricación 6 ~ i m p l e  tenencia, Fino que declnrn ~~iii i i l>les 
l a  propoticidn y conspiraci6n para ejecutar eco8 beihos y erige en 
delitos especiales la amenaza de causar alg~iii mal por tales iiie. 
dios, aun cuando no Eea condicional, la mera 1 rorocarcihn, Iior la 
imprenta, grabado 6 otro medio de 11ublicnci6n d prrpetriir q u e .  
Ilos, y l a  apologfa de  los delitos y delincütiitee 1 enndos í 11 I:i ex- 
presada ley. Es mds, h a ~ t a  las a~ociaciones en que de cualiiiiier 
forma Ee facilite la eomisidn de los delitos de que se trata, Ee con- 
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siderarlln ilicitas, quedando comprendida3 en las prescripciones de 
la  le, de YO Junio de 18Y7 15 incuraos 103 que de ellas formen parte 
en la responsabilidad de los artfculos 198, 199 y 2JO dsl  Código 
penal. 

No cabe duda, por tanto, acerca del pensamiento del legislador 
que claramente transparentan los preceptos toios de la  referida 
ley y, en sil consecuencia, ni el  deber del fiincionario se  c.¿imple, 
n i  la tlefailsa social Be satisface con un celo pasivo que consista e n  
proceder ciiando Fe le denuncie la existencia de un daíio irreme- 

, diahle. Si ece Iuncioiiario es representante de la ley, de la socie- 
dacl y del Gobierrio; si tiene, por virtud de su misibn, y en ese 
caco ae encuentra el hliiiisterio Fiscal, la obligación imperiosa de 
ejercitar iiiiciativas en la persecuciúii de 103 delitos, esa obligación 
es mhs npremi:inte ciinudo lo3 hechos criminales revisten ciracte- 
res (le excepciontil gravedad y afectan B vitalej intereees de orden 
piliblico y kirivndo. 

Los derechos conbignados en la C~njtitución, de libre emisión 
del peii~aniiouto y de asoci:icihn, tainbi6ii libre, para los fi~ies d e  
la vida humana, tienen sus liinitej en la moral y en I r  ley. y la 
ley y la moral en perpetua armoula, condenan como ilicitas la pro- 
pobici6n y conepwaci6n para cometer delitos por medio de explosi- 
vos, y la ~irovocacibu, la apologia y la asociuci6n en que de c ~ a l -  
quier modo se faciliten aquéllos. 

Toclu publicacibn, pues, toda reunión 6 todo acto con la  ten- 
dencia dicha, es delito, y el Fiaca1 por si mismo, 6 poniéndose de 
acuerdo, ciiando esto fuera preciso pur carecer de melioj de invee- 
tígación, con la Autoridad gubernativa, debe formular la corres- 
pondieute denuncia con 'le actividad indiepen3dbla para que 
pueda hacerse á tiempo el secuestro que ordena el art. 816 de la 
ley de Enjuiciamiento criminal, inspeccionando personalmente 

. S 

los sumarios, promoviendo la disoluci6n de las Socied.tdes ilicítas 
y el caotigo de los culpables y practicando las demhs gestiones que 
de  81 deinandu el honroso encargo de que se halla iuvestido. 

19 de Septiembre de 1905.-Trinilario Ruiz y Valnritio. 

tZL 1 Artículo 1.' de la l ey  de 17 de Enero de rgor. 

Al Fiscal de una Audiencia ptovincial se l e  dijo por este Cen- 
tro lo siguiente: La Audiencia de esa capital dict6 sentencis 
en ... iIltimo, en la causa seguida por hurto, contra ..., el cual, se- 



en esa 1 

mismo . , 

gtin Ee dice en el primer resultando, sufrió tres dias de detención 
carcel, 8. donde fu8 conducido con mandamiento judicial e l  
día en que cometi6 el hurto. 

La Sala sentenciadora, por las razones que aduce en su conei- 
derando quinto, declara en el fallo no ser de abono al procesado 
aquellos tres dias de detencibn. 

Venida la cauea a este Tribunal Supremo h consecuencia de re- 
curso preparado por el proceeado, efita Fiscalia, de conformidad 
con lo que tengo coneignado en la pagina LII de la fif/lri\an~r~ que 
en 15 de Septiembre próximo pasado eleve al Gobierno de S. hl., 
ha interpuesto recureo de cafacibn por infraccibn de ley, para que 
se abone al penado el tiempo que por mandato judicial sufrió 
detención. 

En lo sucesivo, atenibndo~e V. S. 5 lo que en mi dicha MENO- 
RIA expongo, cuide de pedir en E U S  eecritos de calificacibn cuando 
proceda, que es ~iempre que la detención del reo es judicial, el 
abono del tiempo de detencibn ~ufrida; y en el caso de que la Sala 
lo deniegue, prepare deede luego el oportuno recurso. 

27 de Octubro do 1905. 

Arfículo r.O de la ley de 17 de Enero de 1901. 
i' 

Por consulta hecha A este Centro por el Fifcai de una Audien-. 
cia territorial, eobre la forma en que han de veriticarse las liqui- 
daciones de condena cuando haja de haceree abono 9. los reos del 
todo 6 parte de l a  prision preventiva, se manifefitó á dicho Fiscal 
que. deede luego, con arreglo 8 la Circular de esta Fiscalia de 
22 de Agosto de 1E!)2, debe liquidarse la duración de la pena im- 
puesta, computandu los meces 8. razdn de treinta dias, segiln aei 
10 dispone el  ait. 7 . O  de: Código civil, y que, una vez liquidada la 
duración de la tolalidad de la peca impuesta, debe deducirse de 
ella la prisi6n preventiva abonable, siguiendo para esta liquida- 
cibn el criterio que resulte m8s beneficioso para el reo, toda vez 
que el art. 1 . O  de la ley de 17 de Enero de 1901, sobre abono de 
prisi6n preventiva, establtce que al hacer~e esta liquidación ceda 
A favor del reo cualquiera fraccidn de tiempo qui resulte de la 
rebaja. 

26 de Febrero de 1906. 
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>, , ' Articulas g? de la ley de Caza, y 3r,37, 38, 50, 51 y otros 
de su Reglamento. 

Tramitado el oportuno expediente, se dijo por este,Centro al 
Fifical de una Audiencia provincial, lo que sigue: En vista de 
.cuanto Ee eirve V. S. manifestarme en su comunicación de ... iIl- 
timo, con referencia h los juicios verbales por infracción de la Iey 
de Caza, ~eguidos en el Juzgado municipal de esa ciudad, en virtud 
do denuncias de la Guardia civil contra ..., y teniendo ademhs en 
cuenta lo que resulta de las copias de las sentencias de los expre. 
eados juicios, del informe del Juez municipal que las dictó, y de  
la. queja producida por el Jefe de la Guardia civil de esa provin- 
cia, Ee hace preciso se dirija V. S. h los Fiscales municipales de 
la  demarcacibn de esa Audiencia, ordenhndoles que, en lo sucesi. 
vo, y teniendo prescmte para casos iguales 6 anhlogos, que exifite 
infracción de la ley de Caza, cuando Bsta se realiza en terreno sima 
plemente acotado 6 amojonado, sin permiso escrito del dueño del 
mismo, deben sostener su acasacidn bajo este criterio, apelando 
de toda fientencia que en contrario se pronuncie. 

lmpbnese igualmente que, para que tengan la debida trami- 
tacidn los jiiicios verbales de faltas en los casos de que se trata, 
recuerde V. S. B. los aludidos Fitjcales municipales las disposicio- 
nes de la ley de Caza y del Reglamento dictado para su ejecucibn, 
segdn las cuales, y especialmente por lo dispuesto en los arts, 31, 
37, 38, 50, 51 y otros del citado Reglamento, las escopetas ocupa- 
das A los infractores 3010 deben ser exhibidas en el acto del juicio, 
y la caza y lo que ademh sea aprehendido, como reclamos, jau- 
las, etc., pasa desde luego A ser propiedad de los denunciantes, 
quienes podrhn circularlos y repartireelos una vez comprobada l a  
denuncia, sin perjuicio de que se exijan al  infraetor las demas res- 
ponsabilidades. 

11 de Junio de  1906. 

'Z Real decreto de indulio de 17 de Mayo de 1902 y Real orden aclaratoria 
I 

de 14 de Junio siguiente. 

Despachado por esta Fiscalia un recurso de casaci6n por in- 
fracción de ley, preparado por el Fiscal de una Audiencia provin- 
cial, se le comunicó que no obstante la satisfacción con que se ha- 
bia visto el celo desplegado por el mismo al preparar el recurso, 
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se habia desistido de &te, porque la aplicación del indulto gene- 
ral concedido por el  Real decreto de 17 de Mayo de 1902, hecha 
por el Tribunal en la sentencia, inspirada en las dieposicimes de 
la Real orden aclaratoria de 14 de Junio siguiente, no constituye 
los motivos de casación establecidos en los niims. 2.O y 7 . O  del ar- 
ticulo 849 de la ley de Enjuíciamiento criminal, en relación con 
el nilm. 3." del arB. 848 y con el art. 851 de la misma ley, puesto 
que dichas prescripciones se refieren exclusivamente 9. los aic!os eu 
que se resuelve, como articulo de previo y especial pronuncia- 
miento, la admisián de la excepción de aplicacidn de un indulto 
general, y la sentencia de que se trata no ha dejado de imponer 
la pena correspondiente al delito, si bien declarando l a  extinguida 
por alcanzarle el indulto. 

Ademiis, y aun prescindiendo de que, en armonia con el prin- 
cipio de que las di~posiciones que afectan 5. la materia penal, y 
sobre todo las graciables, deben ser interpretadas siempre en el 
sentido m& favorable para los reos, se han resuelto en favor de la 
aplicacion del indulto caaos analogos al  que ha motivado la pre- 
paración del recurso, y en este caso concreto, las dudne y recla- 
maciones que Ee originen, sólo pueden ser objeto de resolución mi- 

1 
nisterial, ~ i n  ulterior recureo, & tenor de lo dispuesto en el art. 14 
del citado Real decreto de 17 de Mayo de 1902. 

23 de Diciembre de 1905. 

. ,' . r' Real decreto de 4 de Enero de 1904. 

Al Fiscal de una Atidiencia territorid que consult6 si debía b 
no fccilitar cierto informe que le intereeaba la Presidencia de la 
Audiencia, para prestar un servicio encomendado tt aquella por la 
lnspecci6n general de Tribunales y Juzgados, se le contest6 que, 
tratandose de datos que reclamaba la Inspección de Tribunales. la 
cual extiende tambiin sus atribuciones sobre las Piscalias para-los 
efectos de la inspeccibn, segiin dispone el decreto orghnico de la 
misma, no debla oponer resistencia B suministrar los que por orden 
de dicha Inspección se le pedían. 

' 
20 de Dioiembre de 1905. 



,!. . ' Real orden de g de Febrero de 1906. 

Consultado telegrAficamente este Centro por el Fiscal de una 
Audiencia territorial, acerca de si es aplicable zi los sustitutos de 
los Registradores de la propiedad lo que dispone respecto de los 
propietarios la Real orden de 9 de Febrero iiltimo, se mlinifestdal 
consultante que, fijhndo~e en la doctrina que establece dicha real 
re~oluci6n en sus considerandoa se pe claramente que la razón 
fundamental del precepto que en ella se consigna, se basa en el 
carticter de permanencia que lleva consigo el ejercicio de las £un' - 

a ciones propias de los Registradores de la propiedad y como los 
sustitutos de dichos funcionarios no ejercen funciones ~ermanen- 
tea, y ademBs en deterrninadoa partidos judiciales, por la escasez 
del  niimero, eri dificil encontrar Letrados que puedan desempeñar 
el  cargo de Delegado Fiscal, debe entenderse que el precepto de la 
repetida Eeal orden no alcanza & los sustitutos de los Registrado- 
res de la propiedad. 

12 de Marzo de 1906. 





Estado núm . 1. 

FISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Causas pendientes en las Audiencias y Juzg;zdos de su circunscripción el 1.O de Julio de 1905. incoadas desde esta fecha 
hasta 30 de Junio de 1906 y en tramitación el 1.' de Julio de 1906. clasificadas por Audiencias . 

Granada ............................ 
Las Palmas ......................... 

1 I 

Oviedo .............................. II 
Palma .............................. 
Pamplona .......................... i 
Sevilla .............................. 
Valencia ............................ 
Valladolid .......................... 
Zaragoza ........................... 
Alicante ............................ 

............................. Almerla 

............................... Avila 

............................. Badajoz 

.............................. Bilbao 

................................ Cádiz 

........................... Castellbn 

........................ Ciudad Real 

............................. Córdoba 

............................. Cuenca 

Gerona ............................. 
Guadalajara ........................ 
Huelva ............................. 
Huesca ............................. 

................................ Jaén 

................................ Le6n 

.............................. Lérida 

Logroño ............................ 
Lugo ............................... 
Málaga ............................. ll 
Murcia ............................. 
Orense .............................. 
Palencia ............................ 
Pontevedra ......................... 
Salamanca .......................... 
SanSebaslián ....................... 
Santander ........................... 
Segovia ............................. II 
Soria ............................... Il 
Tarragons .......................... I I 
Teruel .............................. 
Toledo .............................. 
Vitoria ............................. 
Zamora .............................. 

. 

TOTAL .................... 



Eatado nbm. 2. 

FISCAL& DEL TRIBUNAL SUPREXO 

Causas pendientes en las Audiencias y Juzgados de instrucción el 1-0 de Julio de 1905, incoadas desde esta fecha hasta 30 de Junio 

de 1906 y en tramitación el 1.0 de Julio de 1906, clasificadas por la naturaleza de los hechos ó delitos. 

l 

Inaoadae 

dende 

l.' Julio 1908 

haeta 

30 Junio 1908. 

- 
182 

3.222 

2.567 

367 

383 

1.520 

27.609 

1.429 

1.571 

731 

156 

2.035 

36.801 

1.332 

330 

101 

, 

1 
I ' 

I 
C A U S A S  

l 
I 

t 

I 
Delitos contra l a  Constitución.. .............. 

Delitos contra el orden pdblico.. ............. ' Falsedades.. .................................. 
1 

Infracci6n de leyes sobre inhu~naciones, vio- 

, lación de sepulturas y delitos contra la sa- 

................................ lud pública.. 

Juegos y rifas.. .............................. 

Delitos de los empleados p(ib1icos en el ejer- 

cicio de su s  cargos.. ........................ 

Delitos contra las personas.. ................. 

Suicidios ..................................... 

Delitos contra l a  honestidad.. ................ 

Delitos contra el honor (perseguibles de ofi- 

........................................ cio). 

Delitos contra el  estado civil de las  personas. 

Delitos contra l a  libertad y seguridad.. ...... 
Delitos contra l a  propiedad.. ................. 
Imprudencias.. ............................... 
Provocación por medio de la  imprenta, graba '  

do, etc., A la comisión de cualquiera de los - Y  
expresados delitos .......................... 

Quebrantamiento de condena.. ............... 

Pendiente6 

en 

1.' de Julio 

de 

101 

1.569 

1 .O46 

160 

176 

812 

12.791 

447 

768 

198 

73 

659 

15.926 

462 

133 

40 

TOTAL 

97 

1.740 

1.269 

232 

1% 

823 

13.668 

456 

861 

9.201 

695 

89.725 

11.631 141 

927 

2 . 5  

283 

4.791 

3.613 

527 

559 

2.332 

39.800 

1.876 

2.339 

929 

229 

2.694 

52.727 

1 .y94 

463 

Hechos por accidente.. ....................... . 
Delitos definidos en las leyes electorales.. .... 

TOTAL. ......................... 

D& 1906 

En 

la Audiencia. 

53 

1.051 

494 

117 

121 

358 

8.516 

263 

469 

P i C N D I E N T t L S  EN 1.' DE JULLO 

1 

2.337 

232 

37.930 

TOTAL 

44 

689 

775 

115 

75 

4 6  

5.152 

1!43 

392 

En los Suzgauos de instrucción 

203 

46 

776 

!). 50 . 

321 

117 

34 

148 

36 

597 

9.736 

S99 

120 

30 

1.734 

174 

U 3  

de un a50 

5 

25 

102 

m 

4 

(i 1 

215 

5 

17 

10 

4 

12 

58 i 

25 

4 

1 

351 

82 

973 

19.256 

623 

237 

64 

1.340 

* 
195 

23.967 

8 1 

1 i 

LA IIPCOACI~N 

De 6meees 
8 un aüo. 

5 

82 

127 

8 

10 

' 70 

381 

10 

24 

23 

5 

27 

1.098 

15 

22 

1 

TIEMPO 

Menos 
de nn mes. 

12 

21 1 

254 

48 

28 

95 

2.122 

112 

160 

58 

13 

150 

3.111 

147 

35 

12 

3-074 1 
I 369 1 

44.371 

65 

66 

-1- 

1 N7 

33 

TBANSCBBBIDO 

De 1 8 8  
meses. 

12 

226 

153 

46 

19 

155 

1.661 

49 

137 

73 

13 

131 

2.985 

98 

31 

12 

2.039 1 1.-170 7.578 

DRBJB - 
De 3 8 6  
mesea. 

10 

115 

139 

13 

14 

84 

7-73 

17 

54 

39 

11 

56 

1.720 

39 

25 

8 

407 

44 

234 

18 

6.252 3.369 



Causas incoadas desd 

FISCALIA L TRIBUNAL SUPREMO 

ilio de 1905, por los Jiugados de instriicción correspondientes á la circuilscripcibn de cada una 

ado n 

3 Aiicliencias provinciales, clasificadas por la naturaleza de los hechos. 





Estado níim. 5. 

FISGALÍA DEL TRlBUNAL SUPREMO 

Causas pendientes en las FiscaUas de las Audiencias en 1.0 de Julio de 1905, ingresadas desde esta fecha hasta 30 de Junio de 1906 
y pendientes de despacho en la misma en 1.0 de Julio de 1906. 

en 
AUDIENCIAS Fiscnlin 

en 1.' dn Jnli' 
d o  l(lOJ. 

hladrid ................. 
Barcalonn .............. 
Albdceto.. .............. 
Burgos ................. 34 

CBceres.. ............... 18 

Coruiia.. ............... 6 

Granada. ............... 
Las Palmas.. .......... . I 
Oviedo.. ................ 1' 

Palma.. ................ 
Pamplona .............- 
Sevilla ........ .: ....... 
Valencia ............... 
Valladolid.. ............ 
Zaragoza ............... I 

Alicante.. .............. 
Almería.. .............. 1 

l 

Avila.. ................. 1 

................. Badajoz 

Bilbao.. 1 ................ 
l 

Cádiz.. ................. 
Castell6n.. ............. 

............ Ciudad Real 

............... Córdoba. 
I 

Cuenca.. ............... 1-9 

Gcrona ................. 8 

Guadalajara.. ........... 3 

I-iueiva.. .............. . l  37 

Huesca ................. 1, 
*. 

5 

JaEn .................... !i 2 

Le6n.. .................. 1 357 

LCridn.. ................ 1 "  
Logroiio.. .............. 
Lugo ................... l o>s 
hfkl a ga. ................ ¡ 3 a 

Murcia.. .............. 53 

Orenso ................. 36 

Palencia.. . . . . . . . . . . . . . .  3 

Ponlevedra.. 1 42 . . . . . . . . . . .  
Salamanca . . . . . . . . . . . . .  5 1 

San Sebastiiii) . . . . . . . . . .  II 8 

Santender. .  ............ 1 33 
Scgovia.  . . . . . . . . . . . . .  ii 7 Soria . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  4 5 1 1  
Tarragona il 28 ............. 
Teruol.. ................ 9 

Tolotlo.. ................ 5 
1 

Viloria. . . . . . . . . . . . . . . . .  D 

Z;rmorn.. . . . . . . . . . . . . . . .  4 O 

T O T A I . ~ .  ........ 2 . 2 7 1  

Ingrnsndnn 
d c ~ d e  

1.' ilo Jiilio 
do 1POi  

h IiO O b  .J~ini, 
<lo 1000. 



FISCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Juicios orales ante el Tribunal de derecho, terminados desde 1." de Julio de 1905 á 30 de Junio de 1906. 



FTSCALÍA DEL TRIBUNAL SUPREMO 

Juicios ante el Tribunal del Jurado. cjlebrados desde l." de Julio de 1905 á 30 de Junio de 1906 . 

: 

AUDIENCIAS 

Madrid .............................. 
Barcelona ............................ 
Albacete ............................. 
Burgo9 ............................... 
Cliceras .............................. 
Coruña .............................. 
Granada ............................. 
Las Palmas .......................... 
Oviodo ;. ............. ................ 
Palma ............................... 
Pamplona ............................ 
Sevilla ............................... 
~ a l e n c i a  ............................. 
Vnllallolid ............................ 

............................. Zaragoza 

Alicante .............................. 
AImeria .............................. 
Avila ................................. 
Badajoz .............................. 
Bilbao ................................ 
Cád'z ................................. 
Castellón ............................. 

.......................... Ciudad Real 

Córdoba .............................. 
Cuenca ............................... 
Gerona .. .............. .............. 
Guadalajara - .................... ..... 
Huelva ............................... 
Huesca ............................... 

.................................. Jaén 

León - .............................. ... 
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